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TEMA: “APLICACIÓN DE LA MEDIACIÓN COMO MÉTODO ALTERNATIVO 
PARA LA SOLUCIÓN DE CONFLICTOS, EN EL AMBITO DE LA LEY CONTRA LA 
VIOLENCIA A LA MUJER Y LA FAMILIA EN EL ECUADOR.” 
Es menester la incorporación de un sistema alternativo a la solución de conflictos en materia 
penal; como puede ser la mediación en los delitos de acusación particular y en las 
contravenciones, puesto que  posiblemente ayudará a descongestionar los juzgados penales y 
eventualmente se podrá tener acceso a la tan anhelada justicia, con la satisfacción de los 
intereses del ofendido, del ofensor y de la sociedad, fortaleciendo de esta manera el sistema 
jurídico de nuestro país. 
 
La Mediación es un camino ágil por el cual se puede optar para evitar encontrarnos dentro de un 
proceso interminable e ineficiente. Existen algunas infracciones que se pueden resolver por este 
medio como son la muerte de animales domésticos, la usurpación, la revelación de secretos de 
fábrica, las injurias calumniosas y no calumniosas graves, la violación del domicilio, entre otros. 
 
PALABRAS CLAVES: Mediación, Conflictos, Violencia, Juicio, Medidas Cautelares, 






“MEDIATION AS AN ALTERNATIVE METHOD TO SOLVE CONFLICTS IN THE 





An alternative system to solve penal conflicts should be incorporated, such as mediation in 
cases of particular accusation and controversies. It is intended to palliate overcrowding of penal 
courts and led justice act, meet the affected party’s interest and the society, so as to strengthen 
the legal system of the country. 
 
Mediation is an efficient way that can be taken to prevent endless and inefficient processes. 
There are several infractions that can be solved by such means, such as killing of domestic 
animals, usurpation, revealing of manufacturing secrets, defamatory insult and serious non-
defamatory insult, violation of domicile, among others. 
 
KEYWORDS: Mediation, Conflicts, Violence, Trial, Cautionary measures, Presumption 






Toda sociedad jurídica y políticamente  organizada, es guiada por un ordenamiento jurídico que 
tiene como fines principales la justicia y la seguridad jurídica, actualmente en nuestro país la 
falta de confianza en el sistema por la demora en los juicios, la corrupción que se vive en los 
juzgados, los elevados costos de los procesos y las injusticias que se viven día a día, han 
generado en las personas posiciones extremas, que se traducen en linchamientos, justicia por 
mano propia, asesinato, etc. 
 
Por otra parte, en toda sociedad, siempre van a existir conflictos de la más variada índole, y se 
tendrá que dar la solución, debemos pensar que lo malo no es el conflicto, sino la forma errónea 
de solucionarlo; así en el Derecho Penal, se presentan actualmente demasiados juicios que por 
las precarias condiciones de la función judicial no pueden ser atendidos con eficiencia, esto se 
traduce, en un descontento generalizado por todas las personas que por cualquier circunstancia 
han decidido acudir al sistema judicial. Por estas razones, es menester que estudiantes, juristas, 
abogados, tratadistas y población en general, debemos contribuir con el análisis de posibles 
procedimientos que nos ayuden a encontrar la solución más adecuada. Esto no significa que 
debemos apostar cualquier sistema que esté de moda o que en otro país obtuvo un excelente 
resultado, sino que es menester un análisis de la realidad de nuestra sociedad y de los principios 
jurídicos de nuestro sistema legal. 
 
Dentro de este marco de ideas, debemos estudiar la posibilidad de la adopción de la mediación 
en materia penal, específicamente en los delitos perseguibles solo por acusación particular y en 
las contravenciones de nuestro sistema legal.  
 
Entonces, es menester la incorporación de un sistema alternativo a la solución de conflictos en 
materia penal; como puede ser la mediación en los delitos de acusación particular y en las 
contravenciones, puesto que  posiblemente ayudará a descongestionar los juzgados penales y 
eventualmente se podrá tener acceso a la tan anhelada justicia, con la satisfacción de los 
intereses del ofendido, del ofensor y de la sociedad, fortaleciendo de esta manera el sistema 
jurídico de nuestro país. 
 
La investigación se la ha desarrollado con el fin de contribuir con el mejoramiento del sistema 
penal, pretendiendo que se vuelva ágil y eficiente, así como también el incorporar otra forma de 
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tratar las infracciones sin afectar los  principios que rigen al Derecho Penal, pero tratando que 
las normas jurídicas reflejen la realidad social que actualmente vivimos, así mismo   trataré de 
determinar el procedimiento más adecuado y eficaz que puede tener la mediación si es adoptada 
por nuestro ordenamiento jurídico, formulando para esto posibles reformas legales.  
 
Hoy en día, el tema de la mediación como solución alternativa de conflictos en materia penal, 
causan muchos criterios opuestos tanto de tratadistas como de algunas teorías del Derecho 
Penal, puesto que considerar anómalo que hayan infracciones penales que pueden terminar con 
procesos como la mediación.  Pero lo cierto es que, la mediación no es incompatible con el 
concepto de Derecho y peor aún amenazar alguna institución jurídica. 
 
Estos procedimientos, no necesariamente son nuevos pero si son opciones que en los últimos 
años en algunos países han dado un buen resultado y que por lo menos en nuestro medio deben 
ser merecedores de un estudio, no solamente por particulares sino del mismo estado en pro del 
bien común de una justicia social. 
 
La afectación causada por un delito de acción privada produce un daño a quién fue víctima de 
ese delito, sin causar mayor conmoción a la sociedad, es por eso que muchas veces las víctimas 
de los delitos de acción privada, más que buscar un castigo para el infractor, buscan que se les 
repare el daño causado, es decir una indemnización, muchas veces económica del agravio del 
que fueron víctimas; como sabemos es deber de los jueces de garantías penales al resolver un 
delito de acción privada, obligar al infractor a indemnizar a quienes perjudicaron con su 
accionar, pero también es necesario que dicha sanción sea acorde al daño o perjuicio causado; 
en la práctica sabemos que dicha indemnización no satisface verdaderamente la magnitud del 
daño, sino que busca de alguna manera reparar ínfimamente el agravio hecho. 
 
Las víctimas de los delitos de acción privada consultados contravenciones, incluso manifestaron 
que en cierta manera hubiese sido mejor buscar un acuerdo directo con el infractor, que les 
hubiese entregado mayor beneficio que el que recibieron al someterse a un proceso; es por eso 
que al inmiscuir la Mediación en la resolución de delitos de acción privada, se busca que las 
víctimas del delito logren llegar a un acuerdo con quien les irrogó el daño, con el fin de que este 
repare el perjuicio causado, sea de manera económica, o a través de la realización de 
determinada acción que satisfaga al perjudicado. 
 
El infractor al someterse a la mediación encontrará un beneficio, tendrá a su favor una 
circunstancia que atenúe la gravedad de la infracción cometida y así disminuya la pena a ser 
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impuesta, o se la modifique con una medida de labor social. Todo esto con el objetivo de que 
una persona que ha cometido un delito de acción privada muchas veces por inconsciencia, 
necesidad o falta de previsión en sus actos, no se la tache como se lo hace con los delincuentes 
que frecuentemente cometen este tipo de delitos, sino que se le dé la oportunidad de reparar el 
daño causado y de arrepentirse de su acción, no con una privación de la libertad, sino con la 
imposición de un trabajo social.  
 
La Mediación aplicada en este campo, también ofrece un beneficio a la administración de 
justicia penal ecuatoriana, ya que evita la acumulación de procesos dentro de los juzgados, 
además de agilitar los ya existentes; todo esto implica una disminución económica al excesivo 
gasto que se da actualmente por motivo de alcanzar los fines de la administración de justicia 
penal en nuestro país. 
 
Hay la posibilidad de que en estos delitos menores, la parte ofendida al conocer quién fue el 
infractor que le causó el daño, antes de iniciar un proceso, pueda acercarse hasta un centro de 
mediación con el fin de que se convoque en una audiencia o junta a estas dos partes y así luego 
de un diálogo viabilizado por el mediador se busque llegar a un acuerdo que evite la 
instauración de un proceso. 
 
Desde hace varios años atrás se han venido dando constantes problemas al tratar de sustanciar 
los distintos procesos ante la justicia ecuatoriana. Podemos señalar el caso de la duración de los 
procesos penales en los Juzgados de Garantías Penales, que se ha vuelto bastante lenta, muchas 
veces tediosa e incluso estresante, como consecuencia de la ineficiencia de los funcionarios, así 
como por la falta de agilidad procesal, existe también el hecho de que a las partes les resulta 
demasiado costoso la sustanciación de un proceso así, ya que el pago de haberes al abogado 
patrocinador, como también el pago de costas procesales por estos servicios que presta la 
administración de justicia, hacen muchas veces que se incurra en excesivos gastos; a todo esto 
hay que sumarle el hecho de que son pocas las ocasiones que se logran los resultados deseados 
para con los afectados, es decir de quienes fueron víctimas de algún delito, e incluso no se llega 
a una justa indemnización de daños y perjuicios que de alguna manera resarza los daños 
irrogados, como sabemos cuándo se ha cometido un delito de acción privada, muchas veces la 
parte ofendida más que buscar castigar al delincuente busca que se le repare el daño que le 
ocasionaron, es decir una devolución económica para que el daño quede subsanado, además 
nuestra justicia penal busca que el delincuente pague a través de una pena el delito que cometió 
y no se le da la oportunidad de que este busque un camino o una vía de un arreglo con el 
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ofendido con el fin de que la posible pena que se le imponga se atenúe de acuerdo a esta 
circunstancia. 
 
No en todos los casos se puede evitar un proceso penal ya que existen delitos que comprometen 
gravemente a la sociedad entre los que podemos citar: delitos contra la vida, delitos contra la 
administración pública, delitos sexuales, que no son susceptibles de una manera distinta de 
solución del conflicto ya que por su gravedad es necesario un proceso con el fin de que se dé 
una sentencia con una pena que castigue al infractor. Es por eso que la mediación no puede ser 
aplicada en la resolución de delitos de acción pública ya que el estado a través de la fiscalía 
asume el papel de víctima y parte procesal para la investigación y resolución de dicho proceso 
penal. 
 
De esta forma al ventilar un problema penal por la vía de la mediación se logra que un mediador 
se convierta en un facilitador para las partes con el fin de que lleguen a un acuerdo que les 
satisfaga a las dos y por medio de un acta que se firme como compromiso se solucionen 
rápidamente estos problemas, esto en el caso de que aún no se haya entablado un proceso; pero 
si existiera ya la iniciación de uno, la mediación se aplicará con el fin de que por medio de un 
acuerdo entre el ofendido y el infractor por una parte se repare el daño causado por la infracción 
y por otra que al verse la voluntad del infractor al acordar reparar el daño, esta circunstancia se 
vuelva atenuante o le favorezca a este en el momento de que el juez decida sobre la imposición 
de la pena. 
 
La Ley de Arbitraje y Mediación, establece a la Mediación como un método de solución de 
conflictos; procura un acuerdo voluntario  que verse sobre materia transigible, de carácter 
extrajudicial  y definitivo, que ponga fin al conflicto.  
 
La problemática estructural del sistema judicial ha conducido a la saturación  e impotencia del 
aparato judicial, y la obligación de las personas por resguardar sus derechos y solucionar sus 
controversias judicialmente; crea la necesidad de que los Métodos Alternativos de Solución de 
Conflictos, entre ellos la MEDIACION estén a la disposición y alcance de las personas en 
conflicto, con el objeto de que ayuden con procesos ágiles y eficientes que a la vez posibiliten el 
descongestionamiento del aparato judicial. 
 
El problema que impide el goce de los derechos constitucionales,  de seguridad jurídica y una 
justicia sin dilaciones,  es la congestión  y saturación de las causas ADMINISTRATIVAS, entre 
las cuales por contravenciones por violencia intrafamiliar; pues de las estadísticas de las 
5 
 
Comisarías de la Mujer y la Familia, la intendencia de Policía de Pichincha  demuestran que en 
el año 2010, en materia de acciones por violencia intrafamiliar, existieron más de seis mil 
delitos casos de contravenciones en trámite. 
 
En las contravenciones por violencia doméstica, el conflicto se suscita en la separación obligada 
de los contraventores, el resarcimiento de daños y perjuicios por parte del actor de violencia de 
género a la víctima, el cónyuge o la concubina o concubino que vive en unión  libre, logrando a 
través de un procedimiento de mediación que concluye  con la firma de un Acta, que tiene el 
carácter de Sentencia, pasada por autoridad de cosa Juzgada, lo que no constituye la Resolución 
emitida por la Comisaria de la Mujer y la Familia, en la que conste  el acuerdo total o parcial.  
 
El  Acta de Mediación en el que conste el acuerdo tiene efecto de sentencia ejecutoriada  y cosa 
juzgada, y se ejecutará del mismo modo que las sentencias de última instancia siguiendo la vía 
de apremio, sin que la Comisaria o autoridad de la ejecución  acepte  excepción alguna. 
 
En la Ley  Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, existe un vacío de Derecho, (No vacío 
legal, puesto que este no existe o  no se debe  invocárselo) al no incluir los Medios o Métodos 
Alternativos de Solución Pacífica de Conflictos,  entre ellos la MEDIACIÓN, para la solución 
de conflictos de infracciones culposas,  que si bien de hecho lo vienen realizando en las 
Comisarías, Intendencias o ahora en los Juzgados de Paz , pero sin sustento legal; aspecto que 
no sucede en otras materias como: Civil, Inquilinato, Laboral, Niñez y Adolescencia, 
Contratación Pública, Seguridad Social, Consultoría, Defensa del Consumidor, Defensoría del 
Pueblo, Seguros, Hidrocarburos, Propiedad Intelectual, Mercado de Valores, Régimen del 
Sector Eléctrico, Procuraduría General del Estado, Consejo Nacional de la Judicatura, y su 
Reglamentación Interna.     
Es fundamental  que en la Ley Contra la violencia a la mujer y la Familia, se incluya 
obligatoriamente  un Capítulo que establezca el procedimiento para la aplicación de los Medios 
o Métodos Alternativos de Solución de Conflictos, entre ellos la MEDIACIÓN, para la solución 
de infracciones culposas en materia de violencia intrafamiliar.       
    








CAPITULO  I 




En la sociedad, desde el momento  mismo de la aparición del hombre, han existido 
desavenencias entre los seres humanos, desde el interior de la familia, posteriormente en la 
escuela, en los juegos y hasta en los compañeros de trabajo. Los conflictos, sean pequeños o 
grandes siempre han acompañado al hombre. Para esto la sociedad  en busca de su desarrollo 
global y para el perfeccionamiento del ser humano ha inventado una serie de mecanismos  que 
le permitan salir de la mejor manera de estos problemas  de la mejor manera. Pero, debemos 
darnos cuenta que estos mecanismos  se han ido desarrollando a través de la historia , basta con 
referirnos a la manera como se solucionaba un acuerdo entre dos pequeños hermanaos, en el 
cual el padre daba su veredicto pudiendo en muchas ocasiones dar la razón a uno  y castigado al 
otro, actualmente, a pesar de que se sigue manteniendo  este sistema en muchos hogares, la 
psicología , como la ciencia que estudia el comportamiento humano, recomienda el consenso,  
la búsqueda de una solución adecuada entre los niños con la intervención del padre, pero, 
solamente para ganar un dialogo entre los hermanos, en la búsqueda de un acuerdo que a la vez 
que satisfaga los intereses de los niños  se profundice las relaciones de hermandad. Esto mismo, 
se ha tratado de trasladar al resto de la sociedad y se lo ha logrado, nos podemos dar cuenta de 
esto fácilmente, desde el campo internacional con el claro ejemplo de nuestro país que ha 
resuelto el problema limítrofe con el Perú, que tanto mal nos ha traído, a través del dialogo, de 
la comunicación, dejando a un lado las armas y creyéndose capaces de resolver esta clase de 
problemas de otra manera mucho menos dañosa, hasta los conflictos que se plantean a diario 
entre las personas, tal es así, que se ha incorporado a nuestra legislación los llamados “medios 
alternativos para la solución  de conflictos” con la expedición de la Ley de arbitraje y Mediación 
que consta en el Registro Oficial 145 del 4 de septiembre de 1997. 
 
Las definiciones se han vertido por diferentes tratadistas, para tratar de expresar lo que significa 
la mediación, tal es así, que la misma Ley de Arbitraje y mediación de nuestro País, en el 
Artículo 43 señala que: “la mediación es un procedimiento de solución de conflictos por el cual las 
partes, asistidas  por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario, que verse 
sobre materia tangible, de carácter extra-judicial y definitivo, que ponga fin al conflicto”. Citando 
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algunos autores que definen a la mediación, tenemos a María Correa crespo, que citando la información 
proporcionada en el Programa Nacional de Mediación de Buenos Aires, define la Mediación diciendo: 
“Mediación es un procedimiento no adversarial, por el cual un tercero neutral sin poder de decisión 
conduce a un proceso de negociación asistida con el fin de que las partes arriben a un acuerdo”. 
(Crespo, 1995, pág. 23) 
 
Para (Bianchi A., 1996, pág. 65), “la mediación es un procedimiento no formal, voluntario y bajo 
condiciones de confidencialidad, conducido por un tercero imparcial y aceptado por las apartes de una 
disputa, que facilita el dialogo entre las mismas que haga posible un acuerdo convenido por aquellas”.  
 
Por su parte (Moore, 1995, pág. 44) define la mediación diciendo: “la mediación es la intervención 
de una disputa o negociación, de un tercero aceptable, imparcial y neutral que carece de un  poder 
autorizado de decisión para ayudar a las partes en disputa a alcanzar voluntariamente su propio arreglo 
mutuamente aceptable” 
 
Estudiando lo que dicen las doctoras (Highjton & Alvarez, 1995, pág. 122), sobre la definición 
de la mediación, nos informa que: “la mediación es un procedimiento no adversarial en el cual un 
tercero neutral ayuda a las partes a negociar para llegar a un resultado mutuamente aceptable. 
Constituye un esfuerzo estructurado para facilitar la comunicación entre los contrarios,  con lo que las 
partes pueden voluntariamente evitar el sometimiento a un largo proceso judicial –con el  desgaste 
económico y emocional que este conlleva. Pudiendo acordar una solución para su problema en forma 
rápida, económica y cordial”. 
 
A pesar de las numerosas definiciones  que se han vertido sobre la Mediación, es conveniente 
conceptualizarla para de esta manera entender sus ventajas y límites en el campo jurídico; así 
decimos que Mediación es un  proceso no adversarial  y confidencial en el que dos o más 
personas que se encuentran en conflicto sobre una materia transigible, voluntariamente acuden a 
un tercer imparcial y neutral para que ayudados por él lleguen a un acuerdo satisfactorio. 
 
Este concepto trataremos de explicar desglosando cada parte:    
    
Es un proceso porque contiene una serie de pasos que a pesar de no estar contenidos en una Ley 
ni de ser definitivos, son necesarios para explotar de la mejor manera alternativas creativas, que 
satisfagan verdaderos intereses; por tanto la Mediación  constituye una técnica producto de la 




No adversarial significa que el proceso no se basa en la disputa,  en la astucia para conseguir lo 
que más le beneficie tratando de sorprender  a mi adversario, sino que por el contrario la 
Mediación exige cooperación y comunicación. 
 
Confidencial, constituye una garantía que trae la propia ley y que les permite a las partes 
pronunciarse sobre  sus verdaderos intereses, sin temor a lo que digan puesto que no podrá ser 
usado en su contra, también constituye una garantía para el mediador, ya que no podrá ser 
llamado como testigo por cualquiera de las partes en un proceso judicial. 
 
Al referirnos a dos o más personas que se encuentren en conflicto,  queremos decir que la 
Mediación es esencialmente una negociación, puesto que precisamente lo que se busca con la 
Mediación es retomar la forma más natural de solucionar toda clase de conflictos. 
Sobre una materia tangible significa que es mediable todo aquello que la propia Ley no lo 
limite, quedarían excluidos todo lo que significa derechos irrenunciables, e interés público, etc. 
Precisando más lo que significa “materia tangible”, como nuestra ley lo menciona, es todo 
aquello susceptible de transacción, desistimiento, abandono o conciliación. 
 
Las partes deben acudir voluntariamente tanto al tercero que es el mediador, como al 
procedimiento en sí; es decir que las partes deben aceptar la intervención del mediador en el 
proceso de negociación; esto no significa que el tercero tenga poder de decisión. Debemos 
entender que voluntariamente también significa que las partes han acudido a este procedimiento, 
sin embargo, en otras legislaciones como la argentina el proceso de mediación es obligatorio 
antes de acudir al procedimiento judicial, entonces, bajo est56e sistema, deberemos entender 
que voluntariamente expresa la facultad de aceptar o no un posible acuerdo. 
 
El tercero imparcial, que es el mediador no es un confidente amable y pasivo que muestra 
compasión de los problemas, sino que es aquel que ayuda a las partes  a identificar los puntos de 
controversia  y a descubrir sus verdaderos intereses explorando fórmulas de arreglo que surgen 
de ellas. Con respecto a la imparcialidad y neutralidad son de trascendental importancia, la 
imparcialidad significa la preferencia  o el desafecto con una de las partes, esto no significa que 
el mediador tengas un concepto con respecto a determinada situación, puesto que en ningún 
caso se puede ser absolutamente imparcial, el mediador, es una persona y como tal tiene sus 
principios e ideas, la imparcialidad se refiere a no imponer directamente sus opiniones puesto 
que no es juez ni mucho menos está llamado a decidir. La neutralidad se refiere al 
comportamiento del mediador con las partes, no olvidemos que el mediador no solamente tiene 
que ser neutral sino también para hacerlo de tal forma que las partes confíen en él y se logre la 
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mayor emisión de alternativas en búsqueda de alcanzar una solución justa. El mediador debe 
concentrarse en buscar los intereses de las partes, debe evitar caer en la trampa de asumir la 
posición de una de ellas, si bien el mediador no puede decidir sobre el conflicto, las partes han 
acordado respetarse y respetar lo que diga el mediador.    
 
Los conflictos de intereses que se presentan en la sociedad, se resuelven de diferentes maneras, 
en las cuales el conflicto se supera gracias a la acción de los propios contendientes, como la 
transacción, el desistimiento, el allanamiento, denominadas formas de autocomposición.  
 
Esta reflexión es especialmente cierta en una sociedad como la ecuatoriana donde una suma de 
problemas afectan aún más la capacidad de la función judicial para resolver el torrente de 
conflictos que los ciudadanos le presentan.  
 
Si se toman el total de demandas que entran diariamente a los tribunales de justicia y se lo 
compara con el número de jueces y tribunales que deben atender esas demandas se llega, de 
manera casi inmediata, a la conclusión de que no hay forma de que se pueda resolver en 
términos adecuados la totalidad de estos conflictos, ni siquiera una mayoría de ellos.  
 
Parece evidente la necesidad de buscar formas para descongestionar la Administración de 
Justicia en Ecuador. 
 
El sistema de mediación que se piensa implementar debe tener como objetivo fundamental el 
descongestionar la administración de justicia reduciendo el número de proceso sometidos a la 
resolución de los jueces, mejorando consecuentemente la calidad de los resultados y el tiempo  
en que se resuelve los casos.  
 
El objetivo de un plan piloto es más limitado y consiste en familiarizar a los actores judiciales, 
jueces, secretarios, asistentes judiciales, abogados y usuarios con estas nuevas opciones de 
resolución de conflictos e ir reemplazando una cultura de confrontación por una de conciliación.  
¿QUÉ DEBE HACER LA MEDIACIÓN?  
PRIMERA ALTERNATIVA EL PROPIO JUEZ  
La idea fundamental es que se potencialice la junta o audiencia de conciliación.  Que se capacite 
el Juez en técnicas de mediación que le permitan tener más éxito en la mediación.  
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El sistema de conciliación previsto supone una participación activa e inmediata del Juez en la 
junta de conciliación.  Lastimosamente esto no siempre ocurre por la congestión del trabajo 
judicial. Según cálculos del año 1994 entre los llamados asuntos de jurisdicción voluntaria y los 
juicios propiamente dichos, un juez de lo civil de Quito debe resolver alrededor de 560 causas al 
año.  
Además de la dificultad práctica que esto conlleva, por el exceso de procesos que el juez debe 
conocer, existen algunas dificultades técnicas y legales que complican la alternativa del juez 
mediador.  
Desde el punto de vista de reforma legal tal vez lo única que cabría sugerir es la incorporación 
de una norma que proteja al juez conciliado de acusaciones de prevaricato o contra demandas 
recusatorias, tal como se ha hecho en Colombia.  
 Una de las herramientas más importantes con las que cuentan un mediador es el hacer ver a las 
partes, trabajando individualmente con cada una de ellas o en conjunto las debilidades y riesgos 
de su posición legal.  Hacerle ver a la parte sus riesgos y dificultades  puede incentivarle a 
aceptar una conciliación.  
Con la actual legislación el riesgo persiste y recordemos que el prevaricato es sancionado con 
prisión de uno a cinco años.  En el numeral 2 del art. 227 del Código Penal señal como 
prevaricadores "a los jueces que dieren consejo a una de las partes que litigan ante ellos, en perjuicio 
de la parte contraria".  
Como un aditamento al Juez mediador, se podría dar que le acompañen  en la junta o audiencia 
mediadores profesionales, que asistan a la audiencia de conciliación que el juez dirige.  
SEGUNDA ALTERNATIVA  
 
Que la mediación la realicen mediadores distintos al juez, específicamente una oficina de 
mediación.  
 
Conviene que esta oficina de mediación dependa de la función judicial o es preferible que sea 
dirigida por una organización  no gubernamental o esté a cargo de consultorios jurídicos.   Las 
tres alternativas surgieron en Guayaquil. 
 
La oficina de mediación debe formar parte de la función judicial porque solo de esa manera 
habrá vinculación directa entre los procesos judiciales y la oficina de mediación.  Habrá más 
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confianza en los jueces para enviar un proceso a mediación y en las partes para someterse a él.  
Recordemos que las sociedades son apegadas a sus costumbres y a sus instituciones.  
 
El sistema judicial se sentirán más confiados de acudir a una dependencia de la propia función 
judicial que a una oficina privada.  
 
Puede legalmente la Corte Suprema de Justicia crear oficinas de mediación, designar 
mediadores y dotar a sus oficinas de la infraestructura para su funcionamiento.  
 
Las oficinas de mediación estarán compuestas por mediadores capacitados, a través de 
programas especialmente diseñados para el efecto, y bien pueden capacitarse para mediadores 
los propios funcionarios de carrera de la  función judicial.  
 
Estos mediadores deben ser designados por la Corte y se designará además el personal de apoyo 
de estas oficinas.  El número de mediadores dependerá de lo extensivo que se pretenda hacer el 
plan piloto y posteriormente, del éxito que este tenga.  
MOMENTO PROCESAL.  
 
En los diferentes foros en los que se ha tratado esta propuesta y específicamente en el taller de 
Guayaquil se ha discutido si la mediación debe tener lugar antes del proceso, luego de 
contestada la demanda  o en otro momento procesal.  
 
Desde una perspectiva normativa, la mediación antes del juicio requiere el acuerdo de las partes, 
generalmente establecido en un contrato, en el cual las partes se obligan a un proceso 
conciliatorio, antes de presentar su demanda.  
 
Este acuerdo es perfectamente válido, y con mucha frecuencia lo encontramos en los contratos 
colectivos que se suscriben en Ecuador.  
 
Adicionalmente debemos señalar que habiendo solo demanda y no todavía la contestación, el 
proceso de mediación pues el o los mediadores no conocen cuales son, a ese momento, las 
pretensiones de las dos partes. 
La otra posibilidad, en cuanto al momento consiste en derivar el proceso a la oficina de 
mediación luego de contestada la demanda, antes de abrir la causa a prueba.  El juez en la junta 
12 
 
o audiencia de conciliación sugerirá a las partes que suspendan los términos  del proceso y se 
sometan a la oficina de mediación.  
 
Son los propios contendientes los que componen el conflicto y basta que uno de ellos no quiera 
o no pueda aceptar la solución para que la mediación no funcione.  
 
La suspensión de la audiencia de conciliación es frecuente en la práctica judicial.  Cuando los 
abogados la solicitan como consulta en acuerdo con sus clientes.  
 
La respuesta varía dependiendo de la habilidad del juez para convencer a las partes de que 
acudan a la mediación, de un lado, y de la capacidad de los mediadores.  
TÉRMINO PARA LA CONCILIACIÓN  
 
Una vez que el juez deriva el caso a la oficina de mediación, la solución del litigio ha quedado 
en manos  de las partes y en buena medida de la habilidad del mediador para conseguir el 
acuerdo.  
 
Siendo, la Mediación un proceso de composición en el que la decisión depende de la voluntad 
de las partes, parecería que no es necesario fijar un período dentro del cual debe concluirse el 
proceso mediatorio sea logrado la transacción o por el retiro de cualquiera de las partes que 
puede dar por terminado el proceso mediatorio en cualquier tiempo y volver al juez de instancia 
para que continúe el proceso.  
 
Cuando el sistema de mediación esté más enraizado y exista una mayor cultura de mediación 
entre abogados, jueces y usuarios creo que no será necesario establecer un término como el que 
se ha sugerido para esta plan piloto.  
PRESENCIA DE LAS PARTES  
 
Una de las causas frecuentemente citada como atentatoria al éxito de la conciliación es que las 
partes no concurren, personalmente, a las diligencias conciliatorias.  
 
Es evidente que será más fácil la conciliación cuando presentes las partes, entran en contacto 
con el mediador quien les hará ver de una manera mucho más clara los riesgos y dificultades de 
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su situación procesal y las conveniencias de una solución negociada en la que el resultado 
depende de  ellos mismo y no de un tercer.  
 
En varios países en los que se han implementado sistemas de mediación la presencia personal de 
las partes y se sanciona fuertemente su inasistencia la que además tiene connotaciones 
procesales.  
EL  ARBITRAJE Y LA MEDIACIÓN COMO ALTERNATIVA A LA RESOLUCIÓN 
DE LOS PROBLEMAS DEL ARBITRAJE 
VALIDEZ DEL SISTEMA ARBITRAL  
 
El sistema arbitral es un mecanismo alternativo de solución de conflictos al cual las partes 
pueden someter de mutuo acuerdo, las controversias susceptibles de transacción, existentes o 
futuras para que sean resueltas por los tribunales de arbitraje administrativo por árbitros 
independientes que se conformaren para conocer dichas controversias.  
ARBITRAJE ADMINISTRATIVO O INDEPENDIENTE 
 
El arbitraje es administrativo cuando se desarrolla con sujeción a esta Ley y a las normas y 
procedimientos expendidos por un Centro de Arbitraje, y es independiente cuando se realza 
conforme a lo que las partes pacten, con arregla esta Ley.    
ARBITRAJE DE EQUIDAD O DERECHO 
 
Las partes indicarán  si los árbitros deben decidir en equidad o en derechos, a la falta de 
convenio, el fallo será en equidad.  
 
Si el laudo debe expedirse fundado en la equidad, los árbitros actuarán conforme a su leal saber 
y entender y entendiendo a los principios de la sana crítica.  En este caso, los árbitros no tienen 
que ser necesariamente abogados.  
 
Si el laudo debe expedirse fundado en derecho, los árbitros deberán atenerse a la Ley, a los 
principios universales del derecho, a la jurisprudencia y a la doctrina.  En este caso, los árbitros 
deberán ser abogados.  
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CAPACIDAD PARA ACUDIR AL ARBITRAJE  
 
Podrán someterse al arbitraje regulado en esta Ley las personas naturales o jurídicas que tenga 
capacidad para transigir, cumpliendo con los requisitos que establece la misma.  
 
Para que las diferentes entidades que conforman el sector público  puedan someterse al arbitraje, 
además de cumplir con los requisitos que establece la Ley, tendrán que cumplir los siguientes 
requisitos adicionales.  
 
Pactar un convenio arbitral, con anterioridad al surgimiento de la controversia; en caso de que se 
quisiera firmar el convenio una vez surgida la controversia, deberá consultarse al Procurador 
General del Estado, dictamen que será de obligatorio cumplimiento:  
 
La relación judicial al cual se refiere el convenio deberá ser de carácter contractual:  
 
En el convenio arbitral deberá incluirse la forma de selección de los árbitros; y,  
El convenio arbitral, por medio del cual la Institución de sector público renuncia a la 
jurisdicción ordinaria, deberá ser firmado por la persona autorizada para contratar a nombre de 
dicha institución.  
 
El cumplimiento de los requisitos señalados acarreará la nulidad de convenio arbitral.  
DEFINICIÓN DEL CONVENIO ARBITRAL 
 
El convenio arbitral es el acuerdo escrito en virtud del cual las partes deciden someter a arbitraje 
todas las controversias o ciertas controversias  que hayan surgido o puedan surgir entre ellas 
respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual.  
 
El convenio arbitral deberá constar por escrito y, si se refiere a un negocio jurídico al que no se 
incorpore el convenio en su texto, deberá constar en un documento que exprese el nombre de las 





RENUNCIA AL CONVENIO ARBITRAL  
 
Las  partes pueden de mutuo acuerdo renunciar por escrito al convenio arbitral que hayan 
celebrado, en cuyo caso cualesquiera de ellas  puede acudir con su reclamación al órgano 
judicial competente.  
MEDIDAS CAUTELARES  
 
Los árbitros podrán dictar medidas cautelares, de acuerdo con las normas del Código Civil o las 
que se consideren necesarias para cada caso, para asegurar los bienes materia del proceso o para 
garantizar el resultado de éste.  Los árbitros pueden exigir una garantí a quien solicite la medida, 
con el propósito de cubrir el pago del costo de tal medida y de la indemnización por daños y 
perjuicios a la parte contraria.   
 
Para la ejecución de las medidas cautelares, los árbitros siempre que las partes así lo estipularen 
en el convenio arbitral, solicitarán el auxilio de los funcionarios públicos, judiciales, policiales y 
administrativos que sean necesarios sin tener que recurrir a Juez ordinario alguno del lugar 
donde se encuentren los bienes o donde sea necesario adoptar las medidas.  
DEMANDA ARBITRAL  
 
La demanda se presentará ante el director del centro de arbitraje correspondiente o ante el 
árbitro o árbitros independientes que se hubieren establecido en el convenio.    
 
La demanda contendrá:  
 
La designación del centro o del árbitro ante quien se la propone.  
La identificación del actor y la del  demandado.  
Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión. 
La cosa, cantidad o hecho que se exige 
La determinación de la cuantía.  
La designación del lugar en que debe citarse el demandado, y  la del lugar donde debe 
notificarse al actor; y  
Los demás requisitos que la Ley exija para cada caso.  
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Adicionalmente, se adjuntarán las pruebas y se solicitará la práctica de las diligencias 
probatorias que justifiquen lo aducido en la contestación.  
 
El silencio se  considerará como negativa pura y simple de los fundamentos de la demanda.  Si 
el actor le fuera imposible determinar el domicilio del demandado. Si el demandado no 
compareciere en el término de 10 días después de la última publicación.  
 
Al contestar la demanda el demandado podrá reconvenir exclusivamente sobre la misma materia 
del arbitraje siempre  y cuando su pretensión pueda, conforme al convenio arbitral, someterse al 
arbitraje.  
 
A la reconvención y su contestación se deberá adjuntar  las pruebas y solicitar las diligencias 
probatorias que justifiquen lo aducido en éstas.  
MODIFICACIÓN DE  LA DEMANDA O CONTESTACIÓN  
 
Las partes podrán modificar la demanda, la contestación a ésta, la reconvención a la demanda, o 
a la contestación a ésta, por una sola vez, en el término de cinco días luego de presentada 
cualquiera de éstas.  Las partes tendrán el término de tres días para contestar cualquiera de las 
modificaciones, en cuyo caso no correrán los términos que estuvieren transcurriendo.  
AUDIENCIA DE MEDIACIÓN  
 
Una vez contestada o no la demanda o la reconvención, el director del centro de arbitraje o el 
árbitro o árbitros independientes notificarán a las partes, señalando día y hora para que tenga 
lugar la audiencia de mediación a fin de procurar un avenimiento de la partes.  En la audiencia 
podrá intervenir las partes, sus apoderados o representantes y podrán concurrir con sus abogados 
defensores.  
 
Esta audiencia se efectuará con la intervención de un mediador designado por el director del 
centro de arbitraje o el tribunal independiente, quien escuchará las exposiciones de los 
interesados, conocerá los documentos que exhibiere  y tratará que lleguen a un acuerdo que 
ponga término a la controversia, lo cual constará en una acta que contendrá exclusivamente lo 




El acta en la que conste la mediación total o parcial de la controversia tiene efecto de sentencia 
ejecutoriada y de cosa juzgada y se ejecutará del mismo modo que las sentencias de última 
instancia, siguiendo la vía de apremio, sin que el juez ordinario acepte excepción alguna ni sea 
necesario iniciar un nuevo juicio.  
DESIGNACIÓN DE ÁRBITROS  
 
De no existir acuerdo total en la audiencia  de mediación, el director del centro de arbitraje 
enviará a las partes la lista de árbitros, para que de común acuerdo designen en el término de 
tres días los árbitros principales y el alterno que deban integrar el tribunal. 
  
Las partes de común acuerdo, podrán designar árbitros de fuera de la lista presentada por el 
respectivo centro.  
 
Si las partes no efectuaren la designación de alguno o varios árbitros  o no se pusieron de 
acuerdo en ella, la designación se hará por sorteo, para lo cual el director del centro de arbitraje 
notificará a las partes a fin de que, en la fecha y hora que señale y ante el presidente del centro 
de arbitraje, efectúen el sorteo, de cuya diligencia se sentará el acta respectiva, quedando en esta 
forma legalmente integrado el tribunal de arbitraje.  
 
OBLIGACIÓN DE CUMPLIR  EN EL ENCARGO DE ÁRBITRO  
 
Aceptado por los árbitros el cargo de tales, estos tienen la obligación irrestricta de cumplir las 
funcione que la presente Ley les asigna, debiendo responder a las partes, en caso de 
incumplimiento de sus funciones por daños y perjuicios que su acción u omisión les causare, a 
menos que se trate de un impedimento justificado.  
 
REEMPLAZO DE ÁRBITROS  
 
Si por muerte, excusa justificada o cualquier otra causa otra llega a fallar definitivamente alguno 





DE LA MEDIACIÓN  
 
La mediación es un procedimiento de solución de conflictos por el cual las partes, asistidas por 
un tercero neutral llamado mediación.  
 
La mediación podrá solicitarse a los Centros de Medicación o a  medidores independientes 
debidamente autorizados.  
 
Podrán someterse al procedimiento  de medicación que establece la presente Ley, sin restricción 
alguna, las personas naturales o jurídica, públicas o privadas, legalmente capaces para transigir.  
 
Cuando exista convenio escrito entre la partes para someter sus conflictos a mediación.  Los 
jueces ordinarios no podrán conocer demandas que versen sobre el conflicto materia del 
convenio,  a menos que exista acta de imposibilidad de acuerdo o renuncia escrita de las partes 
al convenio de mediación.  
 
Si dentro del término de quince días contados desde la recepción por parte  del centro de la 
notificación del juez, no se presentare el acta que contenga el acuerdo, continuará la tramitación 
de la causa, a menos que las partes comuniquen por escrito al Juez su decisión de ampliar dicho 
término.  
 
Por la sola firma del mediador se presumen que el documento y las firmas contenidas en éste 
son auténticos.  
 
Si el acuerdo fuere parcial, las partes podrán discutir en juicio únicamente las diferencias que no 
han sido parte del acuerdo.  En el caso de que no se llegare a ningún acuerdo el acto de 
imposibilidad firmada por las partes que hayan concurrido a la audiencia y el mediador podrá 
ser presentada por la parte interesada dentro de un proceso arbitral o judicial, y esta suplirá la 
audiencia o junta de mediación o conciliación prevista en estos procesos. No obstante, se 
mantendrá cualquier otra diligencia que deba realizar dentro de esta etapa en los procesos 
judiciales, como la contestación a la demanda en el juicio verbal sumario.  
 
Quien actúe  como mediador durante un conflicto queda inhabilitado para intervenir en 
cualquier proceso judicial  o arbitral relacionado con el conflicto objeto de la mediación, ya sea 




Los centros de mediación que se establecieron deberán contar con una sede dotada de elementos 
administrativos y técnicos necesarios para servir de apoyo para las audiencias.  
 
Los reglamentos de los centros de mediación deberán establecer por lo menos:  
La manera de formular las listas de mediadores y los requisitos que deben reunir, las causas de 
exclusión de ellas, los trámites de inscripción y forma de hacer su designación para cada caso;  
 
Tarifas de honorarios del mediador, de gastos  administrativos y la forma de pago de éstos; sin 
perjuicio de que pueda establecerse la gratitud del servicio.  
 
Forma de designar el director, sus funciones y facultades;  
Descripción del manejo administrativo de la medicación; y,  
Un código de ética de los mediadores.  
POLÍTICAS SOCIALES DE PROTECCIÓN Y REHABILITACIÓN DE MENORES EN 
EL ECUADOR 
 
El Gobierno ecuatoriano, dentro de su política social, ha planteado líneas estratégicas de trabajo 
con el fin de ampliar la cobertura y mejorar la calidad de los servicios para los menores 
ecuatorianos.  El eje de esta nueva política en beneficio de los menores es la atención 
comunitaria a los niños de 0 a 6 años, en las zonas más pobres del país, ya sea del campo o la 
ciudad, y con la participación de las organizaciones comunitarias. 
 
 A partir de este eje se pretende perseguir la mayor cobertura posible, pues si bien es un 
programa estatal, también es un esfuerzo de la propia comunidad que atiende a sus niños en el 
lugar  donde viven y con el concurso de madres cuidadoras del propio sector.  
 
A esta cobertura debe añadirse la cobertura institucional que lleva adelante el Estado.  La 
segunda línea estratégica será rediseño de las instituciones que atiende a sus niños en el lugar 
donde viven y con el concurso de madres cuidadoras del propio sector.  
 
A esta cobertura debe añadirse la cobertura institucional que lleva adelante el Estado.  La 
segunda línea estratégica será rediseño de las instituciones que atienden a menores con el fin de 




Partiendo del Consejo Nacional de Menores, que ha sido reactivado, con una presentación 
adecuada, con una Secretaría Ejecutiva, con proyectos y presupuesto perfectamente 
establecidos, se ha buscado el incremento de la inversión del país en los niños.  Promulgada por 
el Congreso Nacional  y refrendada por el Presidente de la República el día 20 de febrero del 
presente año, la  Ley de nutrición y Protección a la población infantil ecuatoriana, servirá para 
destinar rentas hacia los principales proyectos en beneficio de los niños, especialmente en lo que 
se refiere al componente alimenticio de éstos.  Es decir el incremento de la inversión del país en 
los niños es la tercera línea estratégica de trabajo.  
 
La cuarta línea estratégica de trabajo se relaciona con el impulso de la participación de las 
organizaciones no gubernamentales en todos los programas sociales que en beneficio del menor  
ecuatoriano hoy desarrollan los otros Ministerios de Frente Social, y en particular el Ministerio 
de Bienestar Social.  
 
La quinta línea estratégica de trabajo se refiere a las reformas legales.  Consideramos que es 
importante crear un marco jurídico que facilite la ejecución de todas las nuevas políticas, por 
ejemplo;  los mecanismos de participación popular, un mejor y más moderno funcionamiento de 
los servicios judiciales de atención al menor, etc.  La incorporación al Código de Menores del 
Ecuador de algunas instituciones legales y de normas que son ya parte de las nuevas tendencias 
de protección a los menores y a la familia en el mundo  entero, es una tarea de especial 
importancia para nosotros.  El Consejo Nacional de Menores llevará a la práctica el Proyecto de 
Reformas Legales orientado a reformar al conjunto de la legislación ecuatoriana sobre menores.  
 
La última línea estratégica de trabajo se refiere a la apertura y humanización institucional. Las 
instituciones de internado, y sean de protección o rehabilitación de menores, necesitan abrirse 
mucho más a la comunidad, necesitan una capacitación especia de su personal, para que la de 
intervención institucional que se hace en la vida de los niños resulte una forma de integración 
familiar y social de éstos y no una forma de institucionalización.  
 
La institucionalización provoca secuelas muy graves en la mente y en el organismo del chico, 
pues lo vuelve una persona  que no puede integrarse a la sociedad, a una vida normal y  que no 
podrá formar, conseguir trabajo e insertarse en el sistema educativo.  Todos estos problemas se 
profundizan cuando las instituciones que atienden a los chicos son muy cerradas y no establecen 
una comunicación con el medio social.  Es por esto  que se plantea una apertura y humanización 
institucional a favor de los chicos que son internados por problemas de conducta por parte de los 
Tribunales  de Menores.  
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Creemos que hay que darle a los menores una alternativa de reinserción social, familiar y 
laboral,  porque si no reproducirán, una vez que salgan  de las instituciones, la conducta que les 
llevó a ser internados. Si al salir no encuentran oportunidades de trabajo  y una posibilidad 
cierta de ganarse la vida, recaerán en aquel medio de ocupación de su tiempo libre que los llevó 
a la conducta irregular.  Si los menores provienen de una familia desestructurada deben tener la 
posibilidad de colocación familiar, de reincorporación a su familia original o de formar su 
propia familia cuando cumplan la mayoría de edad.  Si no tiene trabajo, entrenamiento, 
educación formal, difícilmente  podrán  formar su propia familia y su vida transcurrirá 
seguramente de institución en institución o en la calle, con todo tipo de riesgos que esto 
significa.  Esta es la nueva tarea que queremos cumplan las instituciones de protección y 
rehabilitación de menores.  
 
Por lo demás hay que destacar la confirmación del Frente Social que ya cuenta con proyectos 
coordinados en el área de menores. Creemos que al frente Social hay que formalizarlo un poco 
más para lograr que los proyectos diseñados se lleven a la práctica en base al trabajo coordinado 
de los personeros de las diferentes instituciones.   El ser humano al cual atendemos no está 
subdividido  en segmentos, por lo que la acción estatal no tiene por qué estar subdividida en 
sectores, presupuestos y departamentos que no tienen nada que ver el uno con el otro.   Este 
esfuerzo debe ser la principal tarea del Frente Social.  
 
En el plano del cuidado diario a los niños, niñas y adolescentes, hay seis áreas fundamentales 
que debemos plantear:  las guarderías, casas cunas y casas maternales que son del Estado, y que 
atienden directamente a los que tiene acceso a ellas; la guarderías de las empresas que establece 
el artículo 156 del Código del Trabajo, que tienen que ser creadas  y financiadas  por éstas, y 
que deben ser una de las reivindicaciones más importantes que las organizaciones sindicales 
planteen; las guarderías y centros de cuidado diario subvencionados por el Estado, que acogen a 
menores mediante becas o pensiones, y que deben cumplir las normas  generales que se 
establezcan para este tipo de establecimientos; las guarderías institucionales para los hijos de los 
empleados  del Estado, que ya en algunas ciudades como Quito y Guayaquil se están 
implementando; otro gran ámbito son las guarderías privadas que han surgido en gran cantidad 
en las ciudades más grandes del país, cuyo funcionamiento tiene que ser normado, evaluado y 
supervisado por el Estado, a fin de aprovechas sus capacidades y homogenizar las normas y los 
métodos  que regulan su funcionamiento. Es importante que los cuidados diarios al menor en el 
Ecuador incorporen  las nuevas y modernas tendencias que se ha producido en este campo, y 




La sexta área es la comunitaria, que se concreta en la Red Comunitaria para el desarrollo 
infantil.  Este  programa bandera del Ministerio de Bienestar Social y del Gobierno Nacional, 
espera tener una cobertura de 108 mil niños es su primer año de acción y si es posible en las 20 
provincias del país.  Este programa es un gran esfuerzo entre el Estado y la sociedad civil para 
poder satisfacer en forma conjunta el cuidado a los menores, rescatar las formas tradicionales 
que tiene nuestra población en esta área y lograr transferir recursos para las necesidades básicas 
de los niños, como son la alimentación, y la salud.  
 
Consideramos que una buena alimentación es un medio efectivo para desarrollar tempranamente 
las capacidades físicas e intelectuales de los menores.  
 
Este programa es una verdadera concertación entre el Estado y la sociedad civil para crear un 
modelo ecuatoriano de cuidado a los niños.  El Frente Social está dando su apoyo a este 
programa, y los recursos provendrán de la Ley No. 14 que crea los fondos para la nutrición y  
protección a la población infantil ecuatoriana.  
 
Cabe destacar también que en el Presupuesto del Estado del presente año, el primer incremento 
que hizo el Gobierno  ecuatoriano fue la asignación de ranchos para los niños que reciben 
atención en los establecimientos y en los programas comunitarios que tiene el Ministerio de 
Bienestar Social.  El Congreso Nacional aprobó  esta asignación a través de su Comisión de 
Presupuesto el último día de sesiones, con lo cual hemos mejorado sustantivamente la calidad 
de la alimentación que proporcionamos a los menores en nuestros establecimientos.  
 
En el plano de las adopciones se ha creado la Unidad Técnica de Adopciones para regular 
convenientemente la adopción  de menores ecuatorianos por parte de extranjeros residentes 
fuera del país, y para desarrollar la adopción de niños ecuatorianos por parte de parejas 
ecuatorianas que no tienen hijos.  
 
En el nuevo Reglamento de Adopciones, que pronto será expedido por la Presidencia de la 
Repúblicas se busca regular en forma estricta los procesos de adopciones.  Se establece el 
control estatal sobre la etapa de pre-adopción, es decir la selección del niño, la selección de la 
pareja adoptante y se conceden derechos preferenciales a los adoptantes ecuatorianos.  Después 
de la etapa de adopción propiamente dicha viene un proceso de control y seguimiento en la 
etapa de post-adopción, pues el país debe saber el destino de aquellos niños que han sido 




En cuanto al plan de apertura y  humanización de las instituciones de protección y rehabilitación 
de menores hay que destacar el apoyo recibido del Fondo de las Naciones Unidas para la 
infancia, que antes cooperaba exclusivamente en la atención comunitaria a los niños.  
 
La apertura y humanización consiste  fundamentalmente en tener instituciones más abiertas 
hacia la comunidad y en su interior acogedoras con un ambiente mucho más estimulante para 
los menores que están allí internados.  Esto se logra con una estrategia muy concreta, y que 
tiene varios elementos.  Todos los espacios al interior de las instituciones deben ser 
aprovechados por los niños y adultos que viven en la comunidad y que no están en la 
institución.  Los espacios de recreación, de estudio, de consulta, como por ejemplo bibliotecas, 
de desarrollo de cultura y de recreación en el campo de las artes, que existen al interior de las 
instituciones tienen que ser aprovechados por los chicos que están internados para que se 
comunique con la  comunidad, para que se desarrollen la capacidad de adaptación, la capacidad 
de relación, la capacidad de crear su propio organismo.  
 
En cuanto a los talleres de trabajo planteado el programa de curriculum por competencias, por 
medio del cual cada chico que ingrese a la institución pueda ser evaluado en su educación 
formal, en su experiencia, en sus habilidades y en su vocación, y así saber qué tipo de taller y 
que tipo de entrenamiento le conviene en su vida.  Una vez establecido esto, hay que crear el 
curriculum conjuntamente con el menor de acuerdo a la educación compensatoria que necesita y 
de acuerdo al entrenamiento laboral que requiere. 
 
En esta área tenemos la colaboración de la Fundación San Patricio, con la que ya hemos 
desarrollado el proyecto respectivo.  Estamos entrenando a maestros de talleres y hemos  hecho 
el trabajo de valorización de la maquinaria para ver como ponemos en acción toda la capacidad 
instalada que existe.   También se ha realizado un convenio con el SECAP para provisión de 
capacitadores y para ver la posibilidad de inserción de nuestros chicos en los centros de 
capacitación del SECAP y para obtener de ellos la conformación del plan de entrenamiento.  
 
También se está impulsando los talleres transitorios, por medio de los cuales el que chico egresa 
de la institución  pueda continuar en sus actividades de producción orientadas al mercado a fin 
de que pueda colocar sus productos y obtener sus propias ganancias. De esta manera el chico 
verá en la práctica como se concretan sus posibilidades de obtener una retribución a su propio 




El programa de bibliotecas en las instituciones de rehabilitación complementará los programas 
indicados anteriormente, así como los programas de recreación que están en marcha.  
 
Estos son los programas, en general, que permitirán que los ambientes de las instituciones de 
rehabilitación de menores se reincorporen al proceso de apertura y humanización.  A todo esto  
hay que añadir que vamos a crear la Unidad de Defensa de los niños, niñas y adolescentes a fin 
de vigilar que en los ambientes de la policía y de las instituciones no se ejerza el maltrato en 
contra de los niños, niñas y adolescentes y además crear una mentalidad colectiva en contra del 
maltrato, de promoción de los valores de los chicos y reconocimiento a sus derechos.  
1.2. NATURALEZA JURÍDICA 
 
La Mediación  como una técnica utilizada para resolver los conflictos, se originó fuera del 
campo jurídico y aún en la actualidad es extrajudicial, que significa debe hacerse fuera de 
cualquier proceso aunque esto no implica que puede hacerse dentro del proceso como una  etapa 
de este; también existe la Mediación antes de acudir a un proceso jurídico como requisito para 
iniciarlos, como ocurre en argentina. 
 
La mediación es consensual puesto que las partes acuden voluntariamente a este proceso y 
aunque se establezca la obligatoriedad de la mediación las partes estarán en absoluta libertad de 
firmar o no el acuerdo. 
 
También, se trata de un negocio jurídico, puesto que existe la manifestación de la voluntad de 
las partes para crear, modificar o extinguir una situación en derecho,  además, en nuestra Ley de 
Arbitraje y Mediación, en el artículo  46 se consagra la procedencia de la mediación cuando 
exista un convenio escrito entre las partes. 
 
Es un acto pre-procesal obligatorio, en el artículo 46 de la Ley de Arbitraje y  Mediación, en el 
literal a), se establece la imposibilidad de conocer por parte de los jueces las demandas que 
versen sobre lo que se ha acordado llevar a mediación, a menos de que se presente el acta de 
imposibilidad  o una renuncia de las partes al convenio de mediación. 
 
Para el correcto análisis de la mediación como uno de los métodos para solucionar los 
conflictos, debemos saber si existen o no diferencia con la conciliación. Según el análisis hecho 
por la doctora Gladys Stella Álvarez, acerca de estos dos términos podríamos decir que a nivel 
de Latinoamérica y Estados Unidos no existe criterios totalmente definidos para diferenciar uno 
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de otro, debido a que los dos constituyen formas pacíficas y no formales de solución de 
conflictos, con la intervención de un tercero que además de ser imparcial y neutral no puede 
emitir fallo alguno. 
 
A nivel de un análisis lingüístico del tema la diferencia está dada en el llamado “lenguaje 
técnico” (utilización de las reglas de la sintaxis del lenguaje natural y de símbolos que incluye 
un vocabulario especializado) y en el “lenguaje natural” que es aquel que hablamos todos los 
días. 
 
La doctora Álvarez cita en su artículo al doctor Raymondo Shonholtz, que en 1987 en una 
conferencia expone que, “… la Mediación apunta a la resolución del conflicto y la conciliación 
apunta a la relación entre las partes. ” El mediador busca información de una manera confidencial 
y por separado y el conciliador busca mejorar la relación entre las partes. De esta concepción a 
lo que actualmente tenemos hay muchos cambios. 
 
Las diferencias entre conciliación y mediación son: 
 
La Mediación es considerada por los tratadistas como pre procesal, ultra procesal; esto se puede 
observar claramente en nuestro país, en donde la conciliación es una de las etapas del proceso, 
ya sea del juicio ordinario, ejecutivo, verbal sumario, en donde el juez es el llamado a que las 
partes lleguen a avenirse (artículo 410 Código de Procedimiento Civil), y  por el contrario la 
Mediación puede ser antes del proceso, durante el proceso o sin haber proceso. 
 
Otra diferencia podría estar dada en el aspecto práctico, en donde la conciliación es utilizada 
como un término para designar el método de resolución de conflictos en las disputas 
comerciales internacionales. 
 
También los tratadistas menciona diferencias en cuanto al papel del conciliador y mediador, es 
muy importante porque se determina cuál es el papel de uno y de otro así el conciliador evalúa 
el conflicto y llega a sus propias conclusiones y plantea a las partes cual es la solución más 
justa, en cambio el mediador es un facilitador para solucionar el conflicto, no aconseja, no 
propone soluciones, no emite opinión alguna de quien tenga la razón o no.   
 
La profesionalización de la Mediación, con el paso del tiempo va marcando una diferencia más 
con respecto a la conciliación, pues en la mediación se han desarrollado cada vez más, técnicas, 
26 
 
estrategias, normas jurídicas  que regulan especialmente ésta, es decir que la Mediación se ha 
ido profesionalizando. 
 
Según el conciliador Franco Sánchez otra diferencia se refiere a la calidad del tercero, “… pues 
la intervención de un funcionario público o semipúblico hace del procedimiento una conciliación,  pero 
si el tercero es un particular se transforma en Mediación” 6.. 
 
Algunos países como Colombia han optado por denominar a estos procesos de solución 
alternativa  de conflictos como conciliación, siendo un criterio más pragmático. 
 
En nuestro país, prácticamente se ha tomado a la Mediación  y la Conciliación extrajudicial 
como sinónimos tal es así que la propia Ley de Arbitraje y Mediación lo consagra en el artículo 
55 que dispone: “ La conciliación extrajudicial es un mecanismo alternativo para la solución de 
conflictos. Para efectos de la aplicación de este Ley se entenderán a Mediación y la Conciliación 
extrajudicial como sinónimos”. 
1.3. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA, VALIDEZ Y OPONIBILIDAD. 
1.3.1. VOLUNTAD. 
 
La voluntad es la expresión o manifestación de una persona que conduzca   de una manera 
inequívoca a la realización de un acto. Esta manifestación es propia del ser humano. 
 
La voluntad se conforma por dos momentos el primero que es la intensión que nace al interior 
de la persona y el segundo que es la expresión o manifestación de esta intensión. Cabe anotar 
que la voluntad  está presente en todo acto del ser humano y esto es lo que importa es la 
existencia de la Mediación. 
1.3.2. CONSENTIMIENTO. 
 
El consentimiento  es el elemento creador en muchos actos jurídicos y principalmente en la 
mediación, puesto que en ella existe el concurso de varias voluntades  o por lo menos de dos, 
que tienen un problema que pretenden solucionarlo a través de este nuevo mecanismo. En el 
Art. 47 de la Ley de Arbitraje y Mediación, se le da relevancia  a este elemento puesto que de 
esto depende o  no la eficacia del proceso de mediación en materia civil. Así: “El procedimiento 
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de Mediación concluye con la firma de un acta     en la que conste el Acuerdo total o parcial, o en su 
defecto la imposibilidad de lograrlo”. 
 
Es así que en la Mediación el consentimiento unido a otros puede llegar a la firma de un acta en 
la que se exprese ese acuerdo de voluntades que puede ser total o parcial. 
1.3.3. OBJETO Y CAUSA LÍCITA. 
 
Según  lo que dispone el artículo 1503 del Código Civil: “Toda declaración de voluntad debe tener 
por objeto una o más cosas que se trata de dar, hacer o no hacer. El mero uso de la cosa o su tenencia 
puede ser objeto de la declaración”. 
 
El objeto es un elemento necesario para que exista la Mediación, no es del caso analizar que este 
objeto puede ser  lícito o ilícito puesto que esto ya sería un problema de la validez del acto, lo 
que importa en la esencia es que la Mediación llegue a existir. 
 
Con respecto a la causa y entendida ésta como “el motivo que induce al acto o contrato” como lo 
consagra el artículo 1510 del Código civil, podemos decir que ésta también debe existir para que 
nazca la Mediación como tal, es decir  que la causa debe ser real.   
1.3.4. FORMALIDADES. 
 
Entendemos  por formalidades el conjunto de solemnidades necesarias para poder celebrarse la 
Mediación, sin éstas simplemente no nace jurídicamente o representar otro distinto. 
 
Existen diversos contratos en el mundo  jurídico en los cuales las solemnidades juegan un papel 
importante tal es así que sin ellas no existe este contrato como sucede por ejemplo con el 
matrimonio o con la venta de inmuebles.    
 
En la Ley de Arbitraje y Mediación, en el título segundo cuando se habla acerca de la 
Mediación existen cantidad de actos  que deben cumplir ciertas formalidades empezando con 
el artículo 45 de este Ley que dice que, la solicitud para ascender a la Mediación debe hacerse 
por escrito, el artículo 46 del mismo cuerpo legal establece que la  Mediación procederá cuando 
exista convenio escrito por las partes, o a solicitud de una de ellas o cuando el Juez así lo 
disponga; es solemne también porque el acuerdo necesariamente deberá constar en una Acta. 
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Es necesario, también advertir que la Mediación, para su perfeccionamiento debe cumplir con 
algunos requisitos para su validez. 
 
Los elementos que analizamos anteriormente hacen que la Mediación exista, sin embargo es 
indispensable que analicemos también elementos que hacen que tenga validez, pues de esto 
dependerá su eficacia en el mundo jurídico. 
 
El Código Civil en el Libro Cuarto, Título segundo, en el  artículo 1488 se consagra los 
requisitos de validez para todo acto o declaración de voluntad, así: 
 
Artículo 1488.- Para que  una persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad es 
necesario: 
  
1º. Que sea legalmente capaz; 
2º. Que consienta en dicho acto o declaración, y su consentimiento no adolezca                  de 
vicio; 
3º. Que recaiga sobre un objeto lícito; y, 
4º. Que tenga una causa lícita. 
 
La capacidad de una persona consiste en poderse obligar por sí misma, y sin el ministerio o la 
autorización de otra”. 
 
Como nos indica esta norma legal la capacidad de la persona es indispensable para la 
celebración de cualquier acto, debemos distinguir que a la capacidad tanto en la doctrina como 
en el ordenamiento jurídico, se diferencia la capacidad de goce de la capacidad de ejercicio 
entendiéndose por la primera la que es inherente a todas las personas desde el momento mismo 
de sus existencia y la capacidad de ejercicio que es la capacidad legal entendida esta por la 
facultad de obligarse por sí misma SIN LA AUTORIZACIÓN DE OTRA. En concordancia con 
lo que dispone el artículo 44 de la Ley de Arbitraje y Mediación, al procedimiento de mediación 
se puede someter a todas las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas legalmente 
capaces para transigir, es decir que se exige algo más que la sola capacidad legal. 
 
Es indispensable analizar los requisitos antes mencionados desde el punto de vista de la validez 







 Como manifestamos anteriormente la voluntad es el acto del ser humano ejecutado con el fin de 
que se presenten efectos jurídicos. La voluntad puede existir pero esto no significa qu8e sea 
válida debido a que puede estar afectada por diferentes circunstancias, debemos tener en cuenta 
que el derecho, como lo han definido algunos autores es lo mínimo moral exigido por lo tanto 
también es preocupación delo derecho que esta voluntad sea admitida apegada a las normas 
ético jurídico de la sociedad.  
 
El proceso de la Mediación  está expuesto a muchos factores y a pesar de que la Ley ha previsto 
una serie de solemnidades para asegurarse que la voluntad de las partes se dé libre, espontánea, 
consiente; siempre existirá el riesgo de que esto no ocurra y que por lo tanto estemos frente a 
una voluntad viciada. El mediador es la persona directamente comprometida a observar que la 




Es necesario establecer las diferencias que existe entre consentimiento y voluntad, según el 
doctor José Junco Vargas, estas diferencias pueden ser: 
 
“La primera se trata de una expresión o manifestación de su querer o de su conciencia por parte del 
individuo tendiente a hacer una cosa; ya el consentimiento compete a actos generalmente personales o 
pluripersonales, bien sea tratándose de actos complejos de entes jurídicos que están conformados por 
varias personas que forman una unidad (asambleas o juntas), o cuando se trata de distintas personas o 
propios que confluyen a unja misma razón o decisión. 
 
Entonces la esencia de esa diferenciación está en el consentimiento al concurso de varias voluntades que 
se conjugan en un mismo acuerdo; hay pluralidad de manifestaciones individuales de la voluntad y 
además que todos convergen en un mismo querer, deseo o solución”7. 
 
No debemos olvidar que  la mediación tiene por objeto llegar a un acuerdo de voluntades que se 
plasmarán en una acta pero también debemos recordar que entre las partes existen 
desavenencias,  diferentes puntos de vista, caprichos que el mediador debe descubrirlos 
logrando llegar a los verdaderos intereses de las partes,  entonces no estamos frente a un acto 
que empieza con un buen trasto entre las partes sino que partimos en un proceso en donde las 




Al artículo 1494 del Código Civil nos dice que los vicios del consentimiento pueden ser el  
error, la fuerza y el dolo, estos vicios propiamente en la forma en que hemos estudiado a los 
anteriores conceptos afectaría en primer lugar a la voluntad y por ende al consentimiento, por 
otra parte es menester señalar que en la mediación es difícil que se dé un caso de estos puesto 
que precisamente debido al procedimiento con muchas solemnidades señalado en la Ley de 




2. LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. 
2.1. DEFINICIÓN. 
 
La violencia es toda acción u omisión  que consiste en el maltrato físico, psíquico o sexual y que 
además sea ejecutado por un miembro de la familia en contra de la mujer o de los demás 
integrantes del núcleo familiar. 
Existen tres hechos fundamentales. 
 
 La imposición por la fuerza brutal de una voluntad contra la otra. 
 El avasallamiento es invasión de unos valores; interés, conspiraciones, y deseos sobre 
otros, y ; 
 El empleo de mecanismo de coacción que puede ser destructivo e incriminatorios. 
 
Cabe destacar aquí la discusión que se centra en el análisis de quienes deberían formar ese 
núcleo familiar para extender la protección jurídica hacia estas personas. Entonces el ámbito de 
aplicación de la Ley debería ir hacia la mujer, cónyuges conviviente, ascendiente y 
descendiente, hermanos y hermanas hasta segundo grado de afinidad, pudiendo extenderse hacia 
los ex - cónyuges, ex - convivientes; a quienes mantengan o hallan manteniendo una relación 
consensual de parejas a quienes comparten el hogar del o los agresores. 
LA FAMILIA EN EL RÉGIMEN JURÍDICO 
 
A lo largo de nuestra historia se ha podido observar cambios profundos ya que la familia al ser 
el núcleo o base de la sociedad se encuentra con profundas grietas pues la crisis interna es el 
reflejo de la crisis personal especialmente en los padres existiendo una falta de identificación de 
los roles en cada uno de los miembros de la familia, día a día el problema social se agudiza 
trayendo consigo fuertes brotes de delincuencia por ello la delincuencia que vive en el Ecuador 
en contra de la mujer y la familia en cualquiera de sus manifestaciones en causa del estado de 
agresión, el hecho de concurrir diariamente con violencia van desatando conductas y es por ello 
que la agresión se transforma en una norma de conducta social, de tal forma que en la actualidad 
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la familia ha tenido una altísima preocupación por parte de nuestros gobernantes creando leyes 
que la misma que trata de proteger valores y de otorgar derechos a la persona, pues es 
instrumento legal encaminado a resolver no solo las consecuencias, de la violencia contra la 
mujer y la familia sino prevenir y eliminar sus causas, establece medios de protección a los 
individuos que han sufrido actos de violencia de cualquier naturaleza y determinar sanciones a 
los responsables. 
 
CLASIFICACIÓN DE LA VIOLENCIA 
 
La violencia se la puede clasificar debido a la clase de maltrato que puede vivir un hogar, y es 
por ello que para el cumplimiento de sus fines, el estado reconoce la existencia de las siguientes 
violencias: 
 
 Violencia Física  
 Violencia Psíquica o Emocional 




Es el empleo de la fuerza que destruye o daña físico con la intencionalidad de provocar daño 
físico y tiene una sin pues se desarrolla en el interior de la familiar. 
 
Aquí tanto el agresor como la agredida la une vínculos de sentimientos (amo, afecto) motivo por 
lo cual en muchos hogares se convierte en campos de batalla. 
 
Esta violencia se puede manifestar a través de los golpes, patadas, cachetadas, etc.; y cualquier 
otro tipo de agresión al cuerpo; la violencia se percibe tanto del hombre hacia la mujer como de 
la mujer hacia el hombre; la diferencia en que la mujer utiliza la violencia como medio de 
defensa. 
 
VIOLENCIA PSÍQUICA O EMOCIONAL  
 
Es toda acción u omisión que cause daño o, perturbación emocional, muchas veces está formada 
del maltrato es peor que la física; si bien no deja huellas visibles del daño sus efectos se verán 




La Desvalorización.- Se manifiesta a través de opiniones e la mujer exteriorizada, las tareas que 
realiza y la desvalorización de su cuerpo. 
 
La Hostilidad.- Se han los reproches, acusaciones, insultos, criticas constantes. 
La Indiferencia.- S e manifiesta a través de diferente estados de ánimo de las personas, no se 




El medio para la agresión es el sexo cuyo objetivo es privar la voluntad de la víctima 
convirtiéndola en objeto sexual productora del placer para el agresor, como por ejemplo: forzar 
a tener relaciones sexuales;  intimidación para participar en actos sexuales no agradables para la 
víctima, burlares de la sexualidad, la asedian sexualmente en lugares inoportunos, etc. 
 
FACTORES DE VIOLENCIA 
 
Se puede establecer que la agresión propinada hacia la mujer y la familia dependen de varios 
factores los mismos que motivan o impulsan la violencia ocasionada graves conflictos que 
influyen en la conducta del ser humano. 
Así tenemos. 
 
 Factor Socio - Cultura 
 Factor Psicológico 
 
 
FACTOR SOCIO – CULTURAL 
 
Se da debido a la relación admitida de maltrato entre los cónyuges de los hijos, basado en 





En la que se basa en el psicoanálisis del hombre y la mujer, señalando que la mujer que se deja 
golpear son masoquistas y el maltrato viene a reforzar sus sentimientos de culpa y de 
inferioridad que ellas tiene y los hombres son considerados como enfermos mentales que no son 
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responsables de su comportamiento; así por ejemplo tenemos las psicosis maníaco - depresiva, 
paranoias. 
LAS CAUSAS Y EFECTOS DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y LA 
FAMILIA 
 
A las puertas del tercer milenio, cuando la violencia amenaza la vida cotidiana y atemoriza a las 
personas, los temas principales que orientan la defensa de los derechos humanos son la 
democracia, justicia social o la equidad. Sin embargo, hay un tipo de violencia que hace poco se 
mantuvo silenciosa, a pesar de que margina a la mitad de la población mundial - las mujeres - 
del disfrute de sus derechos. 
 
Esta violencia ejercita contra la mujer que se basa en el uso del poder masculino para 
intimidarlas, ha demostrado tener grandes proporciones. Es por ello que hemos de ver sus 




Cuando el agresor se siente motivado a cometer o hacer alguna cosa. 





Son influencias externas que predominan en el agresor y determinan su comportamiento dentro 
de la familia así tenemos: 
 
SOCIO - CULTURALES.- Son los niveles jerárquicos diferentes o todas esfera y estrato 
social. 
 
SOCIO ECONÓMICAS.- Son problemas que económicos que generan inestabilidad razón por 
la cual la persona se ve angustiada, tensionada. etc.; y como la sociedad no puede canalizar esto, 
se intenta resolver en la familia considerándola como la agresora. 
 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN.- Estos forman parte de la violencia doméstica, pues se 
transmite imágenes de varón como un súper hombre dedicado a su trabajo, de igual manera las 
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imágenes estereotipadas de la mujer como son ; pasar el tiempo en la cocina, del área 
domésticas, el cuidado de los hijos, miran a la mujer incapaz de tomar decisiones. 
 
Estas incriminaciones son violencia sutil que introduce patrones de conductas tanto en los 
hombres, mujeres y niños. Y debido a los  medios de comunicación esclavizan y someten a los 
miembros de la familia soportando todo tipo de agresividad. 
 
FAMILIA Y EDUCACIÓN.- Influyen directa o indirectamente, nos pone la base para ser 
actuales agresores, en la casa es común enseñar a la mujer a las tareas del hogar mientras que le 
varón juega, si nos hemos desarrollado en ámbitos familiares violentos vamos a generar  
violencia, nuestra educación es una obsoleta pues trata de discriminar la participación de la 
mujer en la sociedad, lo que ha ido poco a poco cambiando hasta lograr una igualdad de 
oportunidades para todos. 
   
CAUSAS INTERNAS.- Son las que generan violencia producidas psicológicamente por el 
agresor incluyendo en la familia. Así tenemos: 
 
Abuso de poder.- Generando en el varón pues cree que el ser autoridad implica atacara a los 
miembros de la familia, y la mejor formar de lograr su objetivo es la violencia, mediante ella 
desea que los demás miembros de la familia obedezcan sumisamente los deseos y placeres, 
impidiendo que la familia se desarrollen en plena democracia. 
 
Inestabilidad para expresar sus sentimientos.-  Es cuando la persona va alimentando 
internamente su agresividad en cualquier momento estalla y cuando lo hace esta furia interna se 
transforma en violencia. 
 
Inestabilidad para manejar presiones.- Es cuando el individuo no puede manejar situaciones 
cotidianas, inconvenientes que deben de enfrentar en la vida. 
 
 Problemas psicológicos.- Se refiere a enfermedades mentales produciendo un patología que 










Son todas las consecuencias personales, jurídicas, sociales, físicas y psíquicas que ocasionan 




Son aplicaciones jurídicas que tiene el agresor cuando cometen alguna violencia contra un 




    
Son aquellos que quebrantan el ordenamiento familiar y por ende resquebrajan la base de toda 
sociedad que es la familia; pues todos los daños producidos por las personas que han sido 
agredidas afectarán directa o indirectamente a la comunidad en la cual estos se desarrollan. 
Estos efectos pueden ser, físicos, psíquicos y sociales.  
2.2. ESTUDIO EXEGÉTICO DE LA LEY CONTRA LA VIOLENCIA A LA MUJER Y 
LA FAMILIA.  
 
La Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia está publicada en el Registro Oficial No. 839 
de 11 de diciembre de 1995. Fue dictada teniendo como marco internacional y fundamento a la  
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra  la mujer
1
, 
denominada “Convención  De Belén do Pará”, de la  cual Ecuador es Estado Parte.  
 
A esta Ley se la conoce como “Ley 103”. 
 
La Ley 103 por ser pre constitucional no se ajusta a los estándares constitucionales en varios 
aspectos, algunos de los cuales serán analizados a continuación. 
                                            
1 Otros antecedentes son: 
A nivel mundial: 
La Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer en México en el año 1975 a las que le surgieron Copenhague en 1980, Nairobi en 
1985 y Beijing en 1975. 
La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 1979.  
La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 1993.  
El Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 1999.  
A nivel regional la Organización de los Estados Americanos emitió hasta entonces:  






La Constitución ecuatoriana en el artículo 3 N. 8 impone al Estado el deber primordial de: 
“Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la seguridad integral y a vivir en una  
sociedad democrática y libre de corrupción.” 
 
Además en el artículo 30 reconoce que:  
 
“Las personas tienen derecho a un hábitat seguro y  saludable” 
Y,  el artículo 393 establece que: 
 
 “El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas, para asegurar 
la convivencia pacífica de las personas, promover una  cultura de paz y prevenir las formas de violencia 
y discriminación y la comisión de infracciones y delitos. La  planificación y aplicación de estas políticas 
se encargará a órganos especializados en los diferentes niveles de  gobierno”. 
 
De lo que inicialmente podemos concluir que el Estado ecuatoriano ha asumido la 
responsabilidad de garantizar el derecho de todas las personas a su integridad, sea previniendo 
la violencia en todas sus formas, sea promoviendo la cultura de paz, ya sea previniendo  las 
infracciones. 
 
La integridad de las personas comprende aspectos físicos, sicológicos, morales, sexuales, que 
deben permanecer indemnes. 
 
Así lo señala el texto constitucional 66 que en  su numeral 3 reconoce y garantiza:   
 
“Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte. 
2. El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, 
vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física, 
vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios. 
3. El derecho a la integridad personal, que incluye: 
a) La integridad física, psíquica, moral y sexual. 
b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las medidas 
necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida 
contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, personas con 
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discapacidad y contra toda persona en situación de desventaja o vulnerabilidad; idénticas 
medidas se tomarán contra la violencia, la esclavitud y la explotación sexual. 
c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanos o 
degradantes. 
d) La prohibición del uso de material genético y la experimentación científica que atenten contra 
los derechos humanos...” 
 
El contenido garantista constitucional es mucho más amplio que el de la Ley 103, que en  su 
artículo 1 establece como fines: 
 
“Artículo1. Fines de la Ley 
 
La presente ley tiene por objeto proteger la integridad física, psíquica y la libertad sexual de la 
mujer y los miembros de su familia, mediante la prevención y la sanción de la violencia 
intrafamiliar y los demás atentados contra sus derechos y los de su familia. 
 
Sus normas deben orientar las políticas del Estado y la comunidad sobre la materia.” 
 
La garantía constitucional es más amplia ya que se refiere al derecho a la vida libre de violencia, 
en tanto la Ley se refiere a la proscripción de la violencia intrafamiliar y no lo hace respecto de 
la violencia moral. 
 
La Ley 103 para sus efectos define tres formas de violencia, dice el artículo 4: 
 
“Artículo 4. Formas de violencia intrafamiliar 
Para los efectos de esta Ley, se considera:  
 
a) Violencia física.- Todo acto de fuerza que cause daño, dolor o sufrimiento físico en las personas 
agredidas cualquiera que sea el medio empleado y sus consecuencias, sin considerarse el 
tiempo que se requiera para su recuperación  
b) Violencia psicológica.- Constituye toda acción u omisión que cause daño, dolor, perturbación 
emocional, alteración psicológica o disminución de la autoestima de la mujer o el familiar 
agredido. Es también la intimidación o amenaza mediante la utilización del apremio moral 
sobre otro miembro de la familia infundiendo miedo o temor a sufrir un mal grave o inminente 
en su persona o en la de sus descendientes o afines hasta el segundo grado ; y  
c) Violencia sexual.- Sin perjuicio de los casos de violación y otros delitos contra la libertad 
sexual, se considera violencia sexual todo maltrato que constituya imposición en el ejercicio de 
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la sexualidad de una persona, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas sexuales con 
el agresor o con terceros, mediante el uso de la fuerza física, amenazas o cualquier otro medio 
coercitivo.”  
Y entre sus fines tiene: 
 
 La protección de la integridad física, psíquica y sexual de la mujer y los miembros de la 
familia 
 Prevenir la violencia intrafamiliar 
 Sancionar la violencia intrafamiliar 
 Al relacionar la Constitución y la Ley 103, tenemos que el Estado ecuatoriano: 
 Proscribe toda forma de violencia, en particular la intrafamiliar; 
 Se obliga a prevenir la violencia en todos los ámbitos de la vida, uno de ellos el  
intrafamiliar; 
 Busca proteger a las víctimas de la violencia, sea o no familiar; 
 Sanciona a los agresores tanto por infracciones comunes como infracciones especiales, 
entre las  que están las intrafamiliares. 
 
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY 103 
 
La Ley 103 en su  artículo 3 considera miembros del núcleo familiar, a: 
 Los cónyuges 
 Los ascendientes 
 Los descendientes 
 Los hermanos 
 Los parientes hasta el segundo grado de afinidad. 
 
Además la protección abarca a: 
 Los ex cónyuges 
 Los convivientes 
 Los ex convivientes 
 La pareja 
 La ex pareja 




Nótese que la Ley 103 no se refirió a quienes viven en unión de hecho, es decir a quienes siendo 
libres de vínculo matrimonial han convivido por más de dos años, según la Ley que regula las 
uniones de hecho sino a los convivientes, es decir a quienes comparten mesa y lecho sin 
consideración de tiempo determinado, pudiendo estar o no vinculados a tercera persona, 
 
Así también al referirse a la pareja, podría ser del mismo sexo. E, inclusive protege a quienes sin 
tener ninguna de las calidades antes anotadas comparten el hogar del  agresor o del agredido 
como sería el personal de empleadas o empleados domésticos bajo la modalidad “puertas 
adentro” y otras personas con relaciones similares. 
 
En este punto resulta necesario dejar constancia que al dictarse la Ley 103 la legislación solo 
reconocía a la familia nuclear, la actual Constitución dejó tal consideración y ahora “se reconoce 
la familia en sus  diversos tipos” con lo que las relaciones familiares se han ampliado, y- claro 
está- la protección a los relacionados. 
JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 
 
En el Ecuador el sistema de administración de justicia en materia penal divide las competencias, 
de acuerdo a la gravedad de la falta. El juzgamiento de infracciones menores o contravenciones 
son atendidos por instancias judiciales del Ejecutivo, mientras los delitos son conocidos por los 
jueces y tribunales del Poder Judicial. Las instancias judiciales que dependen del Ejecutivo a 
través del Ministerio del Interior (antes Ministerio de Gobierno y Policía) , tienen distinta 
circunscripción territorial, y son: las Intendencias de Policía que operan a nivel provincial, las 
comisarías nacionales de policía y comisarías  de la mujer y la familia cuya competencia es a 
nivel cantonal (municipal), seguidas por las Tenencias políticas que actúan en el nivel 
parroquial que es la unidad político administrativa más pequeña dentro de la organización 
política ecuatoriana. En todas ellas se resuelven conflictos o infracciones de menor cuantía, 
cuya máxima sanción de prisión que pueden imponer es de siete días.  
 
Desde 1995 en que se emite la Ley 103 contra la violencia a la mujer y a la familia, esta práctica 
se considera un ilícito que se juzga en las Comisarías de la Mujer y la Familia y, en los lugares 
donde no existen estas instancias, debe ser conocida en las otras dependencias judiciales que 





La actuación de estas instancias y de las Comisarías de la Mujer y la Familia se rige, también, 
por el Código Penal, de manera que la violencia intrafamiliar se juzga como contravenciones 
dentro de este ámbito. Al decir de una especialista: 
 
En estos espacios de administración de justicia, específicamente de casos de Violencia 
intrafamiliar, se llevan adelante dos tipos de trámites: el  contravencional especificado en la 
legislación penal y el otro especial, determinado en la misma ley de la materia.  Por tanto en el 
primer caso, el trámite se termina con una sentencia y en el segundo con una resolución.  Solo 
dentro del ámbito penal se puede sancionar con penas de prisión; en tanto que en el ámbito civil, 
las sanciones son únicamente pecuniarias.” (Jácome 2003: s/p) 
 
Para establecer en qué casos la violencia intrafamiliar es una contravención y en qué casos se 
trata de un delito, el Código Penal establece que las lesiones se consideran delitos si al hacer el 
reconocimiento médico legal se determina incapacidad para el trabajo de más de 3 días. De ser 
así, la agresión denunciada deja de ser competencia de las CMF y de las demás instancias que 
juzgan contravenciones (intendencias, comisarías, tenencias políticas); pues éstas tienen que 
dejar de conocer la causa y remitirla a la Fiscalía  para que se inicien las investigaciones 
pertinentes. Vale subrayar que la violencia sexual en cualquier ámbito o en sus distintas 
expresiones es siempre un delito, por tanto las CMF no tienen competencia para conocer esos 
hechos. 
 
Las CMF y las dependencias que juzgan contravenciones por violencia al interior de la familia, 
sólo pueden dictar sentencia de 1 a 7 días para los agresores. Cuando a la denuncia se le da un 
trámite especial (civil), de encontrar culpable al agresor, la autoridad sólo podrá emitir una 
resolución con sanciones que pueden ir desde la indemnización de daños y perjuicios (de 1 a 15 
salarios mínimos vitales), hasta la reposición en numerario o en especie de los bienes perdidos o 
destruidos, u obligará a que el agresor realice trabajo comunitario, en los casos en que no 
dispone de recursos económicos.  
 
Hasta hoy, la violencia psicológica sólo ha sido juzgada mediante el procedimiento civil, debido 
a que ésta no consta en el Código Penal que es el instrumento mediante el cual se puede dictar 
prisión.  (Camacho Z. & Jácome V., 2008) 
 
En el año 2009, se promulga mediante  Decreto Presidencial,  el Código Orgánico de la Función 
Judicial, el mismo que establece en el Art. 10, que de conformidad con el principio de unidad 
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jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del estado podrá desempeñar funciones 
de administración de justicia ordinaria y establece la nominación de: 
 
- Jueces-zas contra la violencia a la Mujer y la Familia  
- Jueces-zas de contravenciones y,  
- Jueces-zas de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia 
 
Los dos primeros podrán conocer contravenciones de violencia intrafamiliar y aplicar la Ley 
103 y los Jueces de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia pueden aplicar la Ley 103 en lo que 
corresponde al procedimiento de tipo civil que contiene dicha Ley. 
 
Las Comisarías de la Mujer y la Familia se encuentran actualmente en período de transición, así  
lo establece el Código Orgánico de la Función Judicial, una vez que se nombren los Jueces y 
Juezas de Violencia contra la Mujer y la Familia, ya que el Consejo de la Judicatura se 
encuentra renovando sus cuadros en cuanto a personal y tomando los correctivos necesarios 
para que la aplicación de lo dispuesto en el citado código sea  definitiva y completa con respecto 
a las competencias de los jueces creados en diferentes ámbitos y entre ellos la Mujer y la 
Familia, entonces dejarán de ser instancias judiciales que dependen del Ejecutivo.  (Camacho Z. 
& Jácome V., 2008, págs. 17-18) 
MANUAL DE NORMAS Y  PROCEDIMIENTOS PARA LA ATENCIÓN DE CASOS 
DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR EN LAS COMISARÍAS DE LA MUJER Y LA 
FAMILIA R. O. Nº 299, de 15 de marzo de 2006 (Web. 
http://www.ministeriodelinterior.gob.ec/dinage/manual_de_procedimientos.html) 
 
¨El numeral 1.3 determina: COMPETENCIA, JURISDICCIÓN Y FUERO. 
 
De acuerdo con los artículos 8 y 11 de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, los/las 
jueces/zas de familia y los/las comisarios/as de la mujer y la familia, tendrán competencia para 
conocer los casos de violencia física, psicológica o sexual que no constituyan delitos. ¨ 
 
En las localidades en que no se hayan establecido las autoridades arriba mencionadas, deberán 
actuar en su reemplazo los/las intendentes de policía, los/las subintendentes de policía, los/las 




Ningún caso de violencia intrafamiliar puede ser conocido por otra autoridad que no sea de las 
establecidas anteriormente, sin importar el cargo o función que tengan las partes.  
 
 Art. 2 literal c) Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 
la Mujer. Art. 8 y 10 Declaración Universal de Derechos Humanos.  
 
El Título I, Capítulo I de la (Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia) Art. 8 respecto a la 
competencia y jurisdicción señala:  
 
¨Artículo 8.- DE LA JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.- El juzgamiento por las infracciones 
previstas en esta Ley corresponderá a: 
 
1. Los Jueces de la familia; 
2. Los Comisarios de la Mujer y la Familia; 
 
3. Los Intendentes, Comisarios Nacionales y Tenientes Políticos; 
4. Los Jueces y Tribunales de lo Penal. 
 
La Competencia estará determinada por el lugar de comisión de la infracción o el domicilio de la 
víctima, sin perjuicio de las normas generales sobre la materia. ¨ 
 
Art. 11.- DE LOS JUECES COMPETENTES.- Los jueces de familia, los comisarios de la 
Mujer o la Familia, conocerá, los casos de violencia física, psicológica, o sexual, que no 
constituyan delitos. 
 
En las localidades en que no se haya establecido estas autoridades actuaran en su reemplazo los 
intendentes, los comisarios nacionales o los tenientes políticos.  (Ley Contra la Violencia a la 
Mujer y la Familia)  Art. 11. 
 
La autoridad tiene la obligación de ordenar cualquier acto probatorio o diligencia que conduzca 
al esclarecimiento del caso, esto puede hacérselo en cualquier momento antes de dictar la 
sanción o sentencia, actuación que está dada en concordancia con el Artículo 122 del Código de 
Procedimiento Civil; y, de conformidad con el Art. 26 de la Ley 103. 
 
Todas las obligaciones que lleven a un juzgamiento claro y pegado a la verdad deben ser 




La Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia no reconoce fuero, así está determinado en el 
artículo 25 de la citada ley. 
LOS JUECES DE FAMILIA 
 
Los Jueces de Familia; que ya se habían establecido en la Ley s/n reformatoria a la Ley 
Orgánica de la Función Judicial, publicada en el Registro Oficial Nº 145 de 4 de septiembre de 
1997, mismos que no existen hasta la actualidad, ya que aún no se han creado los Juzgados de 
Familia,  desde el 9 de Marzo de 2009, contamos con el Código Orgánico de la Función 
Judicial, publicado en el Registro Oficial Nº 544, (Suplemento), existe la disposición en el 
artículo 233, respecto a la competencia de las Juezas y jueces de familia, Mujer, Niñez y 
Adolescencia, señalando lo siguiente: 
 
¨En cada cantón existirá una judicatura de familia, mujer, niñez y adolescencia, conformada por juezas y 
jueces especializados de conformidad con las necesidades de la población. 
 
El numeral 3 del artículo 234, señala, respecto a los deberes y atribuciones: En los cantones en que no 
exista juez o jueza de contravenciones o de violencia contra la mujer y la familia, conocer y resolver en 
primera instancia sobre las materias contempladas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia. 
 
Cuando se aplicaren las medidas cautelares de amparo previstas en la Ley contra la Violencia a la Mujer 
y la Familia, simultáneamente la jueza o el juez fijará la pensión de alimentos correspondiente que, 
mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor, tomándose en cuenta las necesidades 
de subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión;… ¨ 
LOS COMISARIOS DE LA MUJER Y LA FAMILIA 
 
En el Reglamento de las Comisarías de la Mujer y la Familia están determinadas las 
competencias para estos funcionarios públicos: 
 
¨Art. 6.- Las Comisarías de la Mujer y la Familia tendrán competencia exclusiva en los casos de 
violencia intrafamiliar, contravenciones contra mujeres y menores en el ámbito familiar.  Sin embargo, si 
conocieran estos casos otras comisarías de Policía, será obligación de éstas informar o derivar el caso a 
la Comisaría de la Mujer y la Familia competente. 
 
Donde no existiere comisarías de la Mujer y la Familia, la Intendencia, Subintendencia, comisarías 
nacionales de Policía y Tenencias políticas, asumirán las mismas competencias asignadas a las 
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Comisarías de la Mujer y la Familia, conforme el artículo 3 de este reglamento y art. 11 de la Ley Contra 
la Violencia a la Mujer y la Familia. ¨ ( Reglamento de las Comisarías de la Mujer y la Familia) 
Art. 6. 
LOS INTENDENTES, COMISARIOS NACIONALES Y TENIENTES POLÍTICOS; Y,  
 
En los lugares donde no existan Comisarías de la Mujer y la Familia, Jueces de Familia, 
actuarán en su reemplazo los intendentes, los comisarios nacionales o los tenientes políticos, así 
lo señala el inciso segundo del Artículo 11 de la Ley 103.  
 
Los Comisarios Nacionales, tienen jurisdicción cantonal, existen en todos los cantones del país, 
y, entre otras autoridades han sido facultados, para que apliquen la Ley Contra la Violencia a la 
Mujer y la Familia, a más de sus funciones específicas. 
LOS JUECES Y TRIBUNALES DE LO PENAL (HOY JUECES DE GARANTÍAS 
PENALES Y TRIBUNALES DE GARANTÍAS PENALES) 
 
El ( Código de Procedimiento Penal) Art. 16 determina con respecto a la Jurisdicción,  ¨Sólo los 
jueces de garantías penales y tribunales de garantías penales establecidos de acuerdo con la 
Constitución y las demás leyes de la República ejercen jurisdicción en materia penal¨ 
 
Los Jueces de garantías penales y tribunales de garantías penales son competentes para el 
juzgamiento de los actos de violencia física y sexual que constituyan delitos y que sean 
cometidos en el ámbito intrafamiliar, así lo establece el Artículo 23 de la Ley 103; 
 
¨Art. 23.- JUZGAMIENTO.- El juzgamiento de los actos de violencia física y sexual que constituyan 
delitos, y que sean cometidos en el ámbito intrafamiliar, corresponderá a los jueces y tribunales de lo 
Penal, sujetándose a las normas previstas en el Código de Procedimiento Penal. 
 
Se considerara agravante la condición, de familiar, de los sujetos mencionados en el artículo 11 de esta 
Ley, además de las determinadas en los artículos 30, 37, y 38 del Código Penal¨.  
 
Entre las sanciones contempladas en la Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia, no está 
la prisión del agresor, puesto que la misma se encuentra en las disposiciones del Código Penal, 




Los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, que tengan motivos para creer que se han 
producido o pudiere producirse una violación al Código, informarán a sus superiores o a 
cualquier otra autoridad u organismo que tenga atribuciones de control o correctiva. 
 
Existen una serie de disposiciones penales que han sido mejoradas, especialmente en lo que se 
refiere al derecho adjetivo, a fin de otorgar mejores condiciones para el juzgamiento. 
 
( Código Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial Suplemento Nº 544, 9 de Marzo de 
2009)  
 
Las instancias actuales de denuncia para los casos de violencia que no constituyen delito son: 
los Juzgados de Contravenciones, Juzgados de Violencia Contra la Mujer y la Familia, Juzgados 
de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia y Juzgados Únicos. 
 
Este Código establece la competencia para los jueces competentes que juzgarán la violencia 
intrafamiliar, de acuerdo a  los siguientes artículos: 
JUEZAS Y JUECES DE CONTRAVENCIONES 
 
¨Art. 231.- En cada distrito habrá el número de juezas y jueces de contravenciones que determine el 
Consejo de la Judicatura, con la determinación de la localidad de su residencia y de la circunscripción 
territorial en la que tengan competencia; en caso de no establecer esta determinación se entenderá que 
es cantonal. Serán competentes para:  
 
1. Conocer los hechos y actos de violencia y las contravenciones de policía cuando se trate de los 
casos previstos en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, siempre que en su 
jurisdicción no existieran juezas o jueces de violencia contra la mujer y la familia. Cuando se 
aplicaren las medidas cautelares de amparos previstos en la Ley contra la Violencia a la Mujer 
y la Familia, simultáneamente la jueza o juez podrá fijar la pensión de alimentos 
correspondiente que, mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor, 
tomándose en cuenta las necesidades de subsistencia de las personas perjudicadas por la 
agresión. Le corresponde también al juez o jueza ejecutar esta disposición en caso de 
incumplimiento;  
 
2. El Consejo de la Judicatura determinará, de entre estas juezas y jueces, a los que serán 
competentes para juzgar las contravenciones militares, policiales, de tránsito, de violencia 
intrafamiliar de conformidad con lo que dispone la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la 
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Familia, o contravenciones de cualquier otra naturaleza, y determinará su competencia 
territorial de conformidad con las necesidades del servicio; y,  
 
3. Ejercer las demás atribuciones que establezca la ley. ¨ 
 
JUEZAS Y JUECES DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y LA FAMILIA  
 
¨Art. 232.- En cada distrito, tomando en cuenta criterios de densidad poblacional, prevalencia y 
gravedad de la violencia, habrá el número de juezas y jueces de violencia contra la mujer y la familia 
que establezca el Consejo de la Judicatura, con la determinación de la localidad de su residencia y de la 
circunscripción territorial en la que tengan competencia. Serán competentes para:  
 
1. Conocer los hechos y actos de violencia y las contravenciones de policía cuando se trate de los casos 
previstos en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia.  
 
Cuando se aplicaren las medidas  cautelares de amparo previstas en la Ley contra la Violencia a la 
Mujer y la Familia, simultáneamente la jueza o juez podrá fijar la pensión de alimentos correspondiente 
que, mientras dure la medida de amparo, deberá satisfacer el agresor,  tomándose en cuenta las 
necesidades de subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión. Le corresponde también al 
juez o jueza ejecutar esta disposición en caso de incumplimiento; y,  
 
2. Ejercer las demás atribuciones que establezca la ley.  
 
El Consejo de la Judicatura podrá  disponer la creación de oficinas técnicas con profesionales en 
medicina, psicología, trabajo social; para garantizar la intervención integral. ¨ 
JUEZAS Y JUECES DE FAMILIA, MUJER, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA ( Código 
Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial Suplemento Nº 544, 9 de Marzo de 2009)  
 
¨Art. 233.-  En cada cantón existirá una judicatura de familia, mujer, niñez y adolescencia, conformada 
por juezas y jueces especializados de conformidad con las necesidades de la población. ¨ 
 
Entre los deberes y atribuciones, este Código señala que la juez o el juez, están facultados a 
aplicar medidas de amparo, y señala que simultáneamente fijará la pensión de alimentos, 





JUEZAS Y JUECES ÚNICOS O MULTICOMPETENTES  
 
¨Art. 244.- El Consejo de la Judicatura, podrá crear juzgados únicos o multi competentes, 
preferentemente  en cantones o parroquias rurales apartados. Residirán en la localidad que señale el 
Consejo de la Judicatura, el cual fijará la competencia territorial correspondiente. ¨  
Estos jueces conocerán sobre todas las materias. 
COMISARÍAS DE LA MUJER Y LA FAMILIA 
 
En el Ecuador, a mediados de la década de los ochenta aparecen las primeras noticias y acciones 
públicas en torno a la violencia contra las mujeres, hasta entonces silenciada y considerada un 
asunto privado que debía resolverse en el ámbito doméstico, donde el Estado y el aparato de 
justicia no tenían injerencia ni debían intervenir. 
 
En el Ecuador, al igual que en los demás países de la región, la violencia contra la mujer dentro 
del hogar no era considerada como una infracción, por tanto la estructura jurídica e institucional 
no contemplaban disposiciones legales al respecto, ni existían espacios o instancias para 
denunciarla. La imposición de una sanción a un marido agresor era simplemente impensable, 
pues la violencia hacia la mujer era considerada un problema privado, de alguna manera 
abalizado por disposiciones legales como aquella que obligaba a la mujer a guardar obediencia a 
su marido o a seguirla a donde él establecía su domicilio.  Tales normas estaban contempladas 
en el Código Civil vigente hasta 1989, año en que se reformó dicho cuerpo legal, 
estableciéndose formalmente la igualdad de marido y mujer. Sin embargo, en las prácticas 
individuales e institucionales subsiste en gran medida la creencia de que el hombre es el jefe del 
hogar y de que una “buena mujer” debe obedecerlo. 
 
Las Comisarías de la Mujer y la Familia surgieron legamente en nuestro país por Acuerdo 
Ministerial Nº 3548, publicado en el Registro Oficial Nº 410 de 30 de marzo de 1994, en el cual 
se dictan disposiciones para la organización y funcionamiento de las Comisarías de la Mujer y 
la Familia. 
 
El 14 de noviembre de 1994, en Quito empieza a funcionar la Comisaría de la Mujer y la 
Familia, asignación que se la dio a la Comisaría Sexta Nacional de Policía de ese entonces, es 




El 11 de Diciembre de 1995 cuando se publica la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la 
Familia, determinando el  marco jurídico que regirán  las actuaciones de las Comisarías de la 
Mujer y la Familia, en el que consta,  la Constitución de la República y los instrumentos 
internacionales que sobre los derechos de la Mujer, el Niño y Niña que haya suscrito  o al cual 
se haya adherido nuestro país, los Códigos; Penal, Procedimiento Penal, Civil, Procedimiento 
Civil, Niñez y Adolescencia,  se expide además el Reglamento de las Comisarías de la Mujer y 
la Familia, mediante Acuerdo Ministerial Nº 341 y se publica en el Registro Oficial Nº 718 de 4 
de Diciembre de 2002, con lo cual se enmarca jurídicamente el funcionamiento expedito de las 
CMF, el mismo que se encuentra vigente hasta la presente fecha,   finalmente en el 2004 se 
publica el Reglamento General a la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia. 
 
Las Comisarías de la Mujer y la Familia son instancias de carácter especializado y técnico.  
Jerárquicamente dependen de la Dirección Nacional de Género, en la actualidad funcionan 38 
CMF a nivel nacional, 5 de éstas están en Pichincha. 
. 
Después de haber reseñado el camino que han debido  recorrer las mujeres para lograr que el 
Estado acoja sus peticiones por demás justas, al realizar cambios y expedir leyes, crear 
instancias de justicia, preparar políticas públicas y conseguir ser tomadas en cuenta, como 
mujeres, madres de familia, profesionales, es decir como seres humanos que merecemos 
atención en cualquier ámbito, por el solo hecho de ser mujer.  Lo que las mujeres en situación 
de violencia requieren es que cualquiera que fuese la autoridad, Comisaría o Juzgado,  realice 
un trabajo ágil, eficaz y oportuno.  
 
En las Comisarías de la Mujer se receptan las denuncias por cualquier tipo de violencia física, 
psicológica y sexual que se dan dentro del círculo familiar, ya que constituyen una herramienta 
importante para parar estos tipos de crímenes, especialmente porque al darse a conocer nos 
damos cuenta que tenemos derechos para exigir que se nos respete y que no se nos agreda en 
ningún ámbito mucho menos en el interior del hogar. 
 
Actualmente una de las grandes innovaciones de las Comisarías de la Mujer y la Familia, es 
hacer práctica la vigencia de las disposiciones no solo de la ley,  sino también la de las 
Convenciones Internacionales, tales como: La Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, la de Belém do Pará, la Declaración y Programa de 
Acción de Viena, donde jurídicamente constituyen los fundamentos legales para dictar las 
sentencias, las contravenciones y las resoluciones en los expedientes sobre violencia sociológica 
y/o destrucción de bienes conforme invoca la Ley 103. 
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 MEDIDAS DE  AMPARO 
 
Las medidas de amparo son  previsiones judiciales que se ordenan para garantizar la vida, la 
integridad de los  miembros familiares o sus relacionados, así como los bienes materiales de la 
familia. 
 
Son medidas de amparo: 
 
“Artículo 13: 
Las autoridades señaladas en el artículo 8, cuando de cualquier manera llegare a su conocimiento un 
caso de violencia intrafamiliar, procederán de inmediato a imponer una o varias de las siguientes 
medidas de amparo en favor de la persona agredida:  
1.  
1. Conceder las boletas de auxilio que fueran necesarias a la mujer o demás miembros del 
núcleo familiar;  
2. Ordenar la salida del agresor de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo para la 
seguridad física, psíquica o la libertad sexual de la familia ;  
3. Imponer al agresor la prohibición de acercarse a la agredida en su lugar de trabajo o de 
estudio;  
4. Prohibir y restringir al agresor el acceso a la persona violentada; 
5. Evitar que el agresor, por sí mismo o a través de terceras personas, realice actos de persecución 
o de intimidación a la víctima o algún miembro de su familia; 
6. Reintegrar al domicilio a la persona agredida disponiendo la salida simultánea del agresor, 
cuando se tratare de una vivienda común, impidiéndole que retire los enseres de uso de la 
familia ;  
7. Otorgar la custodia de la víctima menor de edad o incapaz a persona idónea siguiendo lo 
dispuesto en el Artículo N° 107, regla 6° del Código Civil y las disposiciones del Código de 
menores ; y,  
8. Ordenar el tratamiento al que deben someterse las partes y los hijos menores de edad si fuere el 
caso.” 
EL ALLANAMIENTO (VER CONSTITUCIÓN) 
 
Para la ejecución de las medidas de amparo la autoridad que  conoce el caso puede ordenar de 





 “Art. 14.- ALLANAMIENTO.- Si para la aplicación de medidas de amparo solicitadas por la 
víctima de amparo de conformidad a lo previsto en el Código de Procedimiento Penal la 
autoridad  que conociera el caso  lo podrá ordenar mediante oficio, sin que sea necesario dictar 
providencia en los siguientes casos:  
 
Cuando debe recuperarse a la agredida o familiares y el agresor los mantenga intimidados.  
 
Para sacar al agresor de la vivienda.  Igualmente cuando éste se encuentre armado o bajo los 
efectos del alcohol, de sustancias estupefacientes o drogas psicotrópicas”. 
PROCEDIMIENTO Y SANCIONES 
 
La Constitución en su artículo 81 dispone que: 
 
“Art. 81.- La ley establecerá procedimientos especiales y expeditos para el juzgamiento y sanción de los 
delitos de violencia intrafamiliar, sexual, crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, 
adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus 
particularidades, requieren una mayor protección. Se nombrarán fiscales y defensoras o defensores 
especializados para el tratamiento de estas causas, de acuerdo con la ley.” 
 
Sin que hasta la presente fecha se haya dictado una Ley que regule tales procedimientos 
especiales y expeditos para Juzgar y sancionar las infracciones de violencia intrafamiliar, lo que 
afecta al derecho al debido proceso y causa re victimización. 
 
Tampoco se han formado ni nombrado fiscales, defensores y defensoras especializadas en 
violencia intrafamiliar, las que existen en  algunas provincias son abogados generales que 
reciben nombramiento o encargo para  atender casos de violencia intrafamiliar, en muchos de 
los casos duran poco y están sujetos a rotación y  traslados. 
PRINCIPIOS DEL PROCESO POR INFRACCIONES DE VIOLENCIA INTRA -
FAMILIAR 
 
El proceso penal sea por delito o por contravención de  Violencia intrafamiliar, se rige por los 
siguientes principios especiales a más de los generales que hemos analizado: 
 
a) Principio de atención prioritaria 
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De acuerdo al artículo 35 de la Constitución: “Las  personas adultas mayores, niños, niñas y 
adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad,  personas privadas de la 
libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad,  recibirán 
atención prioritaria y especializada  en los ámbitos público y privado. La misma atención 
prioritaria recibirán  las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia doméstica y 
sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El Estado prestará especial 
atención  a las personas en condiciones de doble vulnerabilidad” 
 
b) Principio de interés superior 
 
Conforme al artículo 44 de la Constitución: “El Estado, la sociedad y la familia promoverán 
de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes,  y asegurarán el 
ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá el principio pleno de su interés superior  y sus 
derechos prevalecerán sobre  los de las demás personas. 
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como 
proceso de crecimiento,  maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades,  en un 
entorno familiar, escolar, social y comunitario de efectividad y seguridad. 
Este entorno permitirá la satisfacción  de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales  y 
culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales.”  
 
c) Principio de protección integral 
 
Consagrado en el segundo inciso del artículo 44 de la constitución: “ 
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como 
proceso de crecimiento,  maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades,  en un 
entorno familiar, escolar, social y comunitario de efectividad y seguridad”.  
  
d) Principio de acusación al agresor 
 
Previsto en el numeral 8 del artículo 77 de la Constitución: “En todo proceso penal en que 
se haya privado de la libertad a una persona, se observarán las siguientes garantías básicas: 
 
1. La privación de la libertad se aplicará excepcionalmente cuando sea necesaria para garantizar 
la comparecencia en el proceso, o para asegurar el cumplimiento de la pena; procederá por 
orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con las formalidades 
establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la 
persona detenida sin fórmula de juicio por más de veinticuatro horas. La jueza o juez siempre 
podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión preventiva. 
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2. Ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una orden escrita 
emitida por jueza o juez competente, salvo en caso de delito flagrante. Las personas procesadas o 
indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de libertad permanecerán en centros de 
privación provisional de libertad legalmente establecidos. 
 
3. Toda persona, en el momento de la detención, tendrá derecho a conocer en forma clara y en un 
lenguaje sencillo las razones de su detención, la identidad de la jueza o juez, o autoridad que la 
ordenó, la de quienes la ejecutan y la de las personas responsables del respectivo interrogatorio. 
 
4. En el momento de la detención, la agente o el agente informará a la persona detenida de su 
derecho a permanecer en silencio, a solicitar la asistencia de una abogada o abogado, o de una 
defensora o defensor público en caso de que no pudiera designarlo por sí mismo, y a 
comunicarse con un familiar o con cualquier persona que indique. 
 
5. Si la persona detenida fuera extranjera, quien lleve a cabo la detención informará 
inmediatamente al representante consular de su país. 
 
6. Nadie podrá ser incomunicado. 
 
7. El derecho de toda persona a la defensa incluye: 
 
a) Ser informada, de forma previa y detallada, en su lengua propia y en lenguaje sencillo de las 
acciones y procedimientos formulados en su contra, y de la identidad de la autoridad 
responsable de la acción o procedimiento. 
b) Acogerse al silencio. 
c) Nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar 
su responsabilidad penal. 
 
8. Nadie podrá ser llamado a declarar en juicio penal contra su cónyuge, pareja o parientes hasta 
el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, excepto en el caso de violencia 
intrafamiliar, sexual y de género. Serán admisibles las declaraciones voluntarias de las víctimas 
de un delito o de los parientes de éstas, con independencia del grado de parentesco. 
 
Estas personas podrán plantear y proseguir la acción penal correspondiente. 
 
9. Bajo la responsabilidad de la jueza o juez que conoce el proceso, la prisión preventiva no podrá 
exceder de seis meses en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año en los 
casos de delitos sancionados con reclusión. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión 




10. Sin excepción alguna, dictado el auto de sobreseimiento o la sentencia absolutoria, la persona 
detenida recobrará inmediatamente su libertad, aun cuando estuviera pendiente cualquier 
consulta o recurso. 
 
11. La jueza o juez aplicará de forma prioritaria sanciones y medidas cautelares alternativas a la 
privación de libertad contempladas en la ley. Las sanciones alternativas se aplicarán de 
acuerdo con las circunstancias, la personalidad de la persona infractora y las exigencias de 
reinserción social de la persona sentenciada. 
 
12. Las personas declaradas culpables y sancionadas con penas de privación de libertad por 
sentencia condenatoria ejecutoriada, permanecerán en centros de rehabilitación social. 
Ninguna persona condenada por delitos comunes cumplirá la pena fuera de los centros de 
rehabilitación social del Estado, salvo los casos de penas alternativas y de libertad 
condicionada, de acuerdo con la ley. 
 
13. Para las adolescentes y los adolescentes infractores regirá un sistema de medidas 
socioeducativas proporcionales a la infracción atribuida. El Estado determinará mediante ley 
sanciones privativas y no privativas de libertad. La privación de la libertad será establecida 
como último recurso, por el periodo mínimo necesario, y se llevará a cabo en establecimientos 
diferentes a los de personas adultas. 
 
 
14. Al resolver la impugnación de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona que 
recurre. Quien haya detenido a una persona con violación de estas normas será sancionado. La 
ley establecerá sanciones penales y administrativas por la detención arbitraria que se produzca 
en uso excesivo de la fuerza policial, en aplicación o interpretación abusiva de contravenciones 
u otras normas, o por motivos discriminatorios. 
 
e) Para los arrestos disciplinarios de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía 
Nacional, se aplicará lo dispuesto en la ley.” 
 
f) Principio de especialidad: 
 
Conforme el artículo 81 de la Constitución: “ La ley establecerá procedimientos especiales y 
expeditos para el juzgamiento y sanción de los delitos de violencia intrafamiliar, sexual, 
crímenes de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con 
discapacidad, adultas mayores y personas que, por sus particularidades, requieren una mayor 
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protección. Se nombrarán fiscales y defensoras o defensores especializados para el tratamiento 
de estas causas, de acuerdo con la ley” 
.  
g)  Principio de no re victimización y reparación integral 
 
Conforme el artículo  78 de la Constitución: “Las víctimas de infracciones penales gozarán 
de protección especial, se les garantizará su no re victimización, particularmente en la 
obtención y valoración de las pruebas, y se las protegerá de cualquier amenaza u otras formas 
de intimidación. Se adoptarán mecanismos para una reparación integral que incluirá, sin 
dilaciones, el conocimiento de la verdad de los hechos y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. 
Se establecerá un sistema de protección y asistencia a víctimas, testigos y participantes 
procesales”.  
 
Artículo 80 del Código de la Niñez y Adolescencia: “Exámenes médico legales.- Los 
exámenes médico legales a un niño, niña o adolescente, se practicarán en estrictas condiciones 
de  confidencialidad  y  respeto  a la intimidad e integridad física y emocional del paciente. 
 
Salvo   que  ello  sea  imprescindible  para  su  tratamiento  y recuperación,   se  prohíbe  volver  
a  someter  a  un  niño;  niña  o adolescente  víctima  de  alguna  de  las  formas  de maltrato o 
abuso señalados  en  este  título, a un mismo examen o reconocimiento médico legal. 
 
Los profesionales de la salud que realicen estos exámenes, están obligados  a  conservar  en  
condiciones de seguridad los elementos de prueba encontrados; y a rendir testimonio propio 
sobre el contenido de sus informes. 
 
Los informes de dichos exámenes, realizados por profesionales de establecimientos  de salud 
públicos o privados y entidades de atención autorizadas, tendrán valor legal de informe 
pericial”. 
 
h) Principio de gratuidad: 
 
Conforme el artículo 7 de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia: “En los 
trámites para la aplicación  de esta Ley regirán los principios de gratitud, inmediación 
obligatoria, celeridad y reserva.  
 
Salvo en los procesos a cargo de los jueces y tribunales  de lo Penal, no se requerirá  patrocinio 
de  abogado, excepto en los casos en que la autoridad lo considere necesario.  
56 
 
En esta caso llamará a intervenir a un defensor público”.                                                      
 
i) Principio de inmediación. 
 
Conforme el artículo   7 de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia: “En los 
trámites para la aplicación  de esta Ley regirán los principios de gratitud, inmediación 
obligatoria, celeridad y reserva.  
 
Salvo en los procesos a cargo de los jueces y tribunales  de lo Penal, no se requerirá  patrocinio 
de  abogado, excepto en los casos en que la autoridad lo considere necesario.  
En esta caso llamará a intervenir a un defensor público”.                                                      
DE LOS PROCEDIMIENTOS PREVISTOS EN LA LEY 103 
 






a) Procedimientos Garantistas de la Ley 103 
 
Tienen expresión en las medidas de amparo que se encuentran descritas en el  artículo 13, de las 
que hemos tratado anteriormente. 
 
Estos procedimientos son: 
 Informales y aún orales tanto en la presentación de la demanda como en la decisión 
 De ejecución inmediata  con auxilio de la Policía Nacional 
 Punibles en caso de desacato 
 
b) Los procedimientos conciliatorios 
 
Ocurren cuando el hecho no constituye delito de acción pública, o se trate uno de uno de los 




Dice el artículo 21 de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia: “La audiencia de 
conciliación empezará con la contestación a la petición o demanda.  El Juez procurará la solución del 
conflicto  y de llegarse a ésta, aprobará el acuerdo mediante resolución dictada en la misma diligencia, 
sin perjuicio de disponer las medidas rehabilitadores y mantener las de amparo que fueren del caso.  
 
De no obtenerse la conciliación  o en rebeldía de la parte demandada, el Juez abrirá la causa a prueba  
por el término de seis días, dentro del cual se practicarán las que soliciten las partes y las que él estime 
convenientes.  
 
Concluido el término de prueba y presentados los informes periciales, dictará de inmediato la resolución 
que corresponda, la misma que no será objeto de recurso alguno.  
 
No obstante, el Juez podrá revocar o reformar la providencia en que se hubiere resuelto el caso 
planteado, si para ello hubiera fundamento razonable, basado en nuevos elementos probatorios.  Pera el 
efecto, con  notificación de parte contraria, podrá solicitarse la práctica de las correspondientes 
pruebas”.  
 
Los trámites penales se distinguen entre los que se aplican a contravención y los que se aplican 
a delitos. 
 
 Trámites de las contravenciones. 
 Sanciones a  las contravenciones 
 Trámite de Juzgamiento a los delitos 
 Sanciones para los delitos 
 El problema de la falta de sanción a la violencia sicológico y a la violencia moral. 
EL PROBLEMA DEL FUERO 
 
El fuero es la garantía que la ley establece a favor de determinada personas para que en razón de 
las funciones que cumplen no sean investigadas ni procesadas por jueces de primer nivel u 
ordinarios, así se limita el abuso de acciones que pudieran iniciarse en su contra.  
 
La Ley 103 en el artículo 25 declara que no reconoce fuero en el trámite de los delitos y las 
contravenciones, sin embargo esta declaración la confronta con la Constitución, el Código 
Orgánico de la Función Judicial y el Código de Procedimiento Penal.  
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,  SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  "CONVENCIÓN DE BELEM DO 
PARA"  
 
 LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,  
 
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;  
 
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el 
reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;  
 
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;  
 
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada 
por la Vigesimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y 
afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de la sociedad 
independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel 
educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;  
 
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición 
indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en 
todas las esferas de vida, y  
 
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar 
toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados 
Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y 
eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,  
 






CAPITULO I  
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN  
 
Artículo 1  
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier 
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.  
 
Artículo 2  
La violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:  
 
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio 
que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;  
 
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  
 
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  
 
CAPITULO II  
DERECHOS PROTEGIDOS  
 
Artículo 3  
 
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el 
privado.  
 




Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos 
humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros:  
 
 
a. el derecho a que se respete su vida;  
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;  
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;  
d. el derecho a no ser sometida a torturas;  
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a 
su familia;  
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos;  
h. el derecho a libertad de asociación;  
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de 
la ley, y  
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a 
participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.  
 
Artículo 5  
 
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Los Estados Partes 
reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.  
 
Artículo 6  
 
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de 






CAPITULO III  
DEBERES DE LOS ESTADOS  
 
Artículo 7  
 
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:  
 
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que 
las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 
conformidad con esta obligación;  
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 
la mujer;  
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las 
de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;  
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, 
amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o perjudique su propiedad;  
e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para 
modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o 
consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la 
mujer;  
f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida 
a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el 
acceso efectivo a tales procedimientos;  
g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 
mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 
otros medios de compensación justos y eficaces, y  
h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 






Artículo 8  
 
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive 
programas para:  
 
a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de 
violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;  
 
b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el 
diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de 
prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de 
los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o 
exacerban la violencia contra la mujer;  
 
c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, 
policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del 
personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y 
eliminación de la violencia contra la mujer;  
 
d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer 
objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive 
refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y 
custodia de los menores afectados;  
 
e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado 
destinados a concientizar al público sobre los problemas relacionados con la violencia 
contra la mujer, los recursos legales y la reparación que corresponda;  
f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y 
capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;  
 
g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 
contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el 




h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información 
pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, 
con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la 
violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y  
 
i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la 
ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.  
 
Artículo 9  
 
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán 
especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer 
en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o 
desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está 
embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica 
desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 
  
CAPITULO IV  
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN  
 
Artículo 10  
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los 
informes nacionales a la Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán 
incluir información sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la 
mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que 
observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia contra la 
mujer.  
 
Artículo 11  
 
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán 
requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la 




Artículo 12  
 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en 
uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 
de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con 
las normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones 
estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el 
Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  
 
CAPITULO V  
DISPOSICIONES GENERALES  
 
Artículo 13  
 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores 
protecciones y garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y 
erradicar la violencia contra la mujer.  
 
Artículo 14  
 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o 
limitación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones 
internacionales sobre la materia que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con 
este tema.  
 
Artículo 15  
 
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la 







Artículo 16  
 
La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  
 
Artículo 17  
 
 La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado.  Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 




Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, 
firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:  
a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;  
b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.  
 
 Artículo 19  
 
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión 
Interamericana de Mujeres, una propuesta de enmienda a esta Convención.  
 
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que 
dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación.  En 
cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus 
respectivos instrumentos de ratificación.  
 
Artículo 20  
 
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos 
sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán 
declarar, en el momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a 




Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones 
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la 
presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.  
 
Artículo 21  
 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya 
depositado el segundo instrumento de ratificación.  Para cada Estado que ratifique o adhiera a la 
Convención después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o adhesión.  
 
Artículo 22  
 
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos de la entrada en vigor de la Convención.  
 
Artículo 23  
 
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe 
anual a los Estados miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive 
sobre las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como 
las reservas que hubieren presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las 
mismas.  
 
Artículo 24  
 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá 
denunciarla mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.  Un año después a partir de la fecha del depósito del 
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, 






Artículo 25  
 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su 
registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas.  
 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus 
respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belem do Pará".  
 
HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de mil 
novecientos noventa y cuatro. 
¿QUÉ ES ESO DE GÉNERO? 
 
¿Qué es eso de género? Son una serie de cápsulas informativas que buscan ampliar los 
conocimientos que tenemos en torno al tema de género. Se busca conocer algunos conceptos 
básicos sobre la teoría de género y sobre instrumentos legales que fortaleces esas teorías. 
 
En ese sentido,  es que hemos decidido divulgar este breve resumen de la Convención conocida 
como “BELÉM DO PARÁ” de manera que tengamos algunas nociones básicas sobre su contenido 
y sobre la trascendental importancia que esta representa para la legislación nacional e 
internacional. 
 
CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ:  
MARCO LEGAL REGIONAL SOBRE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  
 
La Convención de Belém do Pará es un instrumento jurídico de la más alta relevancia para 
la defensa de los derechos humanos de las mujeres en toda la región de las Américas. 
Constituye el marco legal regional más avanzado en lo que se refiere especialmente a la 




De los actuales 34 países miembros de la OEA, solamente tres no la han ratificado: Canadá, 
Estados Unidos y Jamaica. (Nota: el Gobierno de Cuba está excluido de participar en la OEA 
desde 1962).  
 
Por tanto, son Estados partes de la Convención de Belém do Pará: Antigua y Barbuda; 
Argentina; Bahamas; Barbados; Belize; Bolivia; Brasil; Colombia; Costa Rica; Chile; 
Dominica; Ecuador; El Salvador; Grenada; Guatemala; Guyana; Haití; Honduras; México; 
Nicaragua; Panamá; Paraguay; Perú; República Dominicana; San Kitts y Nevis; San Vicente y 
las Grenadinas; Santa Lucía; Suriname; Trinidad y Tobago; Uruguay; Venezuela. 
 
Como Estados partes de la Convención, los 31 países que la ratificaron han reconocido que la 
violencia contra la mujer es una violación de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales; una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres, que transciende todos los sectores de la 
sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel 
educacional, edad o religión. Han reconocido, también, que la eliminación de la violencia contra 
la mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria 
participación en todas las esferas de vida. 
 
 Al ratificar la Convención de Belém do Pará, los Estados han contraído la obligación jurídica 
de tomar todas las medidas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer, en acuerdo a los marcos conceptuales y a los derechos y deberes establecidos por la 
Convención, los cuales destacamos a seguir. 
 
Definición de la violencia contra la mujer 
 
Cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado (art. 1o.) 
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA CONVENCIÓN  
 
La Convención se aplica a toda manifestación de violencia física, sexual o psicológica contra la 
mujer: a) que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la 
mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b) que tenga lugar en la 
comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, 
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abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro 
lugar, y c) que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra 
(art. 2o.). 
 DERECHOS PROTEGIDOS POR LA CONVENCIÓN 
 
Derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado (art. 3o.), 
lo que incluye, entre otros, el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación y a 
ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales 
y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación (art. 6o.).  
  
Derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las 
libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos, los cuales comprenden, entre otros, el derecho: a que se respete su vida; su integridad 
física, psíquica y moral; a la libertad y a la seguridad personales; a no ser sometida a 
torturas; a la dignidad inherente a su persona y la protección de su familia; a igualdad de 
protección ante la ley y de la ley; a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales 
competentes; a libertad de asociación; a la libertad de profesar la religión y las creencias 
propias; a igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 
públicos, incluyendo la toma de decisiones. 
  
Derecho a ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales, con total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e 
internacionales sobre derechos humanos.   
DEBERES DE LOS ESTADOS PARTES DE LA CONVENCIÓN  
 
Deber de adoptar, por todos los medios y sin dilaciones, políticas destinadas a prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, y: a) abstenerse de cualquier acción o práctica 
de violencia contra la mujer por sus autoridades, funcionarios, personal, agentes e instituciones; 
b) actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la 
mujer; c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas o de otra 
naturaleza para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer; d) adoptar medidas 
jurídicas para que el agresor se abstenga de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en 
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peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su 
propiedad; e) abolir leyes y reglamentos vigentes, y modificar prácticas jurídicas o 
consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer; f) 
establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer sometida a violencia, que 
incluyan medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 
g) establecer mecanismos judiciales y administrativos para asegurar que la mujer tenga acceso 
efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, 
y h) adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 
efectiva esta Convención (art. 70).  
  
Deber de  adoptar, en forma progresiva, medidas específicas y programas para: a) fomentar el 
conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia; b) 
modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño 
de programas de educación formales y no formales para contrarrestar prejuicios y costumbres y 
otras prácticas que se basen en la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en 
los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia 
contra la mujer; c) fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de 
justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley y de las políticas de 
prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; d) suministrar los servicios 
especializados para la atención a la mujer, inclusive refugios, servicios de orientación para toda 
la familia, cuidado y custodia de los menores afectados; e) fomentar y apoyar programas de 
educación para concientizar al público sobre la violencia contra la mujer, los recursos legales y 
la reparación que corresponda; f) ofrecer a la mujer acceso a programas eficaces de 
rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y 
social; g) alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que 
contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer y a respetar a la dignidad de la mujer; h) 
garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información sobre las causas, 
consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de 
las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y 
aplicar los cambios que sean necesarios, y i) promover la cooperación internacional para el 
intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger a la 
mujer (art. 8o.). 
  
Deber de tomar especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda 
sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada 
o desplazada, y también cuando esté embarazada, sea discapacitada, menor de edad, anciana, o 
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esté en situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados 
o de privación de su libertad.  




Todo acto de fuerza que cause daño, dolor o sufrimiento físico en las personas agredidas 
cualquiera que sea el medio empleado y sus consecuencias, sin considerarse el tiempo que se 
requiera para su recuperación. 
 
Son acciones que afectan directamente el cuerpo y la salud de las víctimas: bofetadas, 
empujones, patadas, agresiones con objetos, otros. 
 
Producen enfermedades, heridas mutilaciones e inclusive la muerte. 
Las consecuencias que se producen pueden ser: lesiones en el cuerpo, abortos, incapacidades e 




Constituye toda acción u omisión que cause daño, dolor, perturbación emocional, alteración 
psicológica o disminución de la autoestima de la mujer o el familiar agredido. Es también la 
intimidación o amenaza mediante la utilización del apremio moral sobre otro miembro de la 
familia infundiendo miedo o temor a sufrir un mal grave o inminente en su persona o en la de 
sus descendientes o afines hasta el segundo grado. 
 
Es la que afecta a la salud mental o emocional de la víctima. 
 
Se manifiesta por: palabras soeces, amenazas, burlas, encierros, celos, otros. 
Las consecuencias que se producen pueden ser: ansiedad, depresión, temor, agresividad, 
irritabilidad, resentimiento, inseguridad, inestabilidad, dependencia, enfermedades 
psicosomáticas, perdidas de autoestima, abuso de alcohol y drogas, intentos de suicidio, 








Se considera violencia sexual todo maltrato que constituya imposición en el ejercicio de la 
sexualidad de una persona, y que la obligue a tener relaciones u otras prácticas sexuales con el 
agresor o con terceros, mediante el uso de la fuerza física, amenazas o cualquier otro medio 
coercitivo. 
 
Es obligar a la víctima a tener relaciones sexuales utilizando la fuerza o el chantaje y desprecio 
de la capacidad sexual. 
 
Las víctimas agredidas viven una sexualidad para los demás, en donde su placer no existe o está 








Parejas que responden a modelos convencionales de masculinidad o feminidad. Son parejas de 
acción que exhiben su poder dominando a su pareja. 
Historia Personal. 
 
Son personas que vivieron violencia desde muy pequeños y que más tarde buscan un compañero 




CARACTERÍSTICAS DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. 
 
De las víctimas de Violencia intrafamiliar. 
 
 Baja Autoestima.  
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 Acepta la responsabilidad de las agresiones.  




 Personas con una marcada mezcla de amor y temor a la pareja.  
 No se creen merecedores del cariño de sus parejas y sienten un temor constante al 
abandono.  
 
 Los agresores creen que su compañera/o los aniquila emocionalmente, perdiendo el 
poder sobre sí mismos.  
 
 La persona agresora logra autoafirmarse si se siente necesario, para lo cual refuerza la 
dependencia.  
 
 Han sido formados con un aislamiento emocional.  
 
De los hijos/as donde existe violencia doméstica. 
 
 Apatía.  
 Violencia.  
 Insensibilidad.  
 Dificultad para expresarse.  
 Falta de seguridad personal.  
 Tendencia a repetir las conductas aprendidas.  
 Dificultad para escoger en base a sus propios criterios.  
 Pueden presentar síntomas de deficiencia mental.  
 Seudomadurez.  
 Estados de pánico.  





ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN CASOS DE VIOLENCIA INTRAFAMI -LIAR 
(FÍSICA, PSICOLÓGICA Y SEXUAL) 
 
El juzgamiento por las infracciones previstas en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la 
Familia les corresponde a Las/os Comisarias/os de la Mujer y la Familia, y donde no exista esta 
autoridad a los/las Intendentes de Policía, Subintendentes, Comisarias/os de Policía y 
Tenientes/as Políticas, los cuales existen a nivel nacional. 
 
Y la competencia estará determinada por el lugar de comisión de la infracción o el domicilio de 
la víctima. 
 
Estos espacios de administración de justicia tienen la obligación de: 
 
Receptar una denuncia o demanda por violencia intrafamiliar  
Otorgar en forma inmediata las medidas de amparo que el caso amerite y que se refieren a:  
 
1. Conceder las boletas de auxilio que fueren necesarias a la mujer o demás miembros del 
núcleo familiar; 
 
2. Ordenar la salida del agresor de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo para la 
seguridad física, psíquica o la libertad sexual de la familia; 
 
3. Imponer al agresor la prohibición de acercarse a la agredida en su lugar de trabajo, o 
estudio; 
 
4. Prohibir o restringir al agresor el acceso a la persona violentada; 
 
5. Evitar que el agresor, por sí mismo o a través de terceras personas, realice actos de 
persecución o de intimidación a la víctima o algún miembro de su familia; 
 
6. Reintegrar al domicilio a la persona agredida disponiendo la salida simultánea del agresor, 





7. Otorgar la custodia de la víctima menor de edad o incapaz a persona idónea siguiendo lo 
dispuesto en el Art. No. 107, regla 6ª. del Código Civil y las disposiciones del Código de 
Menores; y, 
 
8. Ordenar el tratamiento al que deben someterse las partes y los hijos menores de edad si 
fuere el caso. 
 
En las Comisarías de la Mujer y la Familia cuando se presenta un caso de violencia 
intrafamiliar, éste se lo trámite de acuerdo al tipo de contravención, sea éste en materia Penal o 
Ley Especial (Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia). El Código Penal, Libro III 
clasifica las contravenciones y para los casos de violencia intrafamiliar los enmarca dentro de 




























3. LA CONTRAVENCIÓN COMO INFRACCIÓN 
3.1. ANTECEDENTES Y CONCEPTO 
 
CONTRAVENCIÓN.- La contravención aplicada a la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la 
Familia, es infracción de la Ley cuando se obra contra ella o en fraude de la misma, transgresión 
de un contrato. En lo civil siempre que se quebranta lo mandado, existe contravención, unas 
veces sancionada, y otras no; según la naturaleza y disposición de la ley controvertida y de las 
normas en general.  
 
En lo penal, dentro de los ordenamientos, como el francés, establece una división tripartita de 
las infracciones penales: crímenes, delitos y contravenciones, la más leve, el simple 
quebrantamiento de ordenanzas municipales o reglamentos de policía, reprimida con penas más 
bien de carácter administrativo, vienen a constituir así las faltas de la legislación penal 
hispanoamericana. 
 
En otros sentidos, es incumplimiento de una obligación  jurídica  o de carácter moral; descuido, 
negligencia, omisión, culpa. En sentido muy genérico y en expresión eufemística – modo de 
expresar con disimulo palabras de mal gusto, inoportunas o mal sonantes-, todo deleito o 
infracción punible. Dentro del tecnicismo penal, contravención, ya sea de policía o disciplina, 
ya sea el denominado delito venial, la infracción es castigada con pena leve  en leyes y códigos. 
 
Nuestro Código Penal, en el Título Segundo del Libro Primero al hablar de  las contravenciones 
en general, en el artículo 10 define  que las contravenciones son los actos imputables  y 
sancionados por leyes penales y que estas se dividen en delitos y contravenciones según la 
peculiaridad de las penas. 
 
La legislación ecuatoriana, al igual que otras, divide las infracciones penales en delitos y 
contravenciones, muchas son las definiciones que se han vertido tratando de definir lo que es la 
contravención. Según (Cabanellas, 1993, pág. 336) es la “… falta que se comete al no cumplir  lo 
ordenado. Transgresión de la Ley”. Otros autores como los doctores  (Sotomayor & Ortega, 1990, 
pág. 83), coinciden en definir a la contravención como: “Es todo acto con el cual se causa mal a 
otra persona por descuido, imprudencia o impericia”. 
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 El Código Penal ecuatoriano en el Libro Tercero titulado de las contravenciones, en el título 
primero clasifica a las contravenciones, así el artículo 603 de este mismo cuerpo legal determina 
lo siguiente: “ Para el efecto e imposición de penas, las contravenciones se dividen, según su mayor o 
menor gravedad, en contravenciones de primera, de segunda, de tercera y cuarta clase”. 
DE LAS CONTRAVENCIONES. 
 
Siguiendo el mismo orden establecido, cabe indicar que el  diccionario de la lengua española 
manifiesta que la palabra “Contravención significa acción y afecto de contravenir, verbo que significa 
obrar en contra da lo ordenado por la ley o una disposición, desobedecer infringir”. La legislación  
ecuatoriana no da un concepto cabal de lo que es contravención y, tomando en consideración el 
concepto indicado anteriormente, me atrevo a decir que contravención de tránsito es la acción u 
omisión que hace una persona en contra de las leyes, reglamentos y ordenanzas de tránsito o de 
órdenes legítimas de agentes de tránsito. 
 
Doctrinariamente se afirma que la contravención  es la " Falta que se comete al no cumplir  lo 
ordenado. Transgresión de la ley cuando se obra contra ella o en fraude  de la misma.... 
2. En lo penal dentro de los ordenamientos, como el francés, que establecen una división tripartita  de las 
infracciones penales: crímenes, delitos, (v.) y contravenciones, la más leve, el simple quebrantamiento de 
ordenanzas municipales  o reglamentos de policía, reprimidas con penas más bien de carácter 
administrativo. Vienen a constituir así las faltas  (v.) de la legislación hispanoamericana..."  
(Cabanellas, 1993, pág. 356) 
3.2. DIFERENCIAS ENTRE DELITO Y CONTRAVENCIÓN. 
EL DELITO.  
 
Los elementos del delito son de dos clases: ESENCIALES y ACCIDENTALES. Los primeros 
denominados también elementos constitutivos del delito, son aquellos cuya presencia es 
indispensable para que exista delito,  si uno d ellos falta no hay delito; y, son los siguientes: 
LA ACCIÓN 
 
Todo delito, como el bigamia,  implica un acto humano, ni los animales, ni las cosas, ni las 
personas jurídicas pueden ser culpables o responsables  de un delito, sólo las personas naturales 
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pueden, a través de acciones u omisiones,  ser responsables de delitos, como el cónyuge que 
cometió presuntamente el delito de bigamia, de modo que existen delitos por acción  o por 
omisión, tal es el caso del delito de bigamia,   por ejemplo cuando la ley ordena no hacer algo o  
cuando pudiendo evitarse el delito no se lo evita, en cuyo caso no evitar un delito produce  igual 
responsabilidad que cometerlo. 
LA TIPICIDAD  
 
Que corresponde al principio de la legalidad, no hay delito ni pena sin previa ley penal, se 
tipifican las conductas dañosas y se establece las penas que a esas conductas se ha de aplicar. 
LA PUNIBILIDAD 
 
Elemento exclusivo del derecho penal, toda norma que contiene un efecto sancionador  es 
norma de derecho penal, este elemento pretende ahora ser reemplazado por la rehabilitación 
social, no0obstante siempre estará presente la acción punitiva. 
LA IMPUTABILIDAD 
 
Imputar es achacar, inculpar a alguien de algo. La imputabilidad es la capacidad jurídica en 
materia penal, transforma a la persona en sujeto del derecho penal, no son imputables o son 
inimputables por ejemplo; los menores de edad que están sujetos a las leyes de menores, las 
personas que   al momento del hecho dañoso actuaron de adoleciendo de enfermedades 
mentales, síquicas o sin  conciencia ni voluntad, dañosas ya sea  por enfermedades siempre de 
orden mental o por presiones irresistibles, estos tipos e individuos deberán demostrar su 
condición dentro del proceso   a efectos de que el Juez suspenda el juicio una vez demostradas 
esas condiciones. 
LA CULPABILIDAD  
 
Elemento que se refiere a la conciencia y voluntad dañosas que permite establecer el grado de 
peligrosidad de las personas; así por ejemplo cuando han actuado de manera dolosa con 
conciencia y con voluntad sañosas o si han actuado de manera culposa; es decir por negligencia, 





Elemento que permite cargar a la cuenta de un sujeto con el efecto jurídico del delito esto es la 
pena, y que permite establecer el grado de participación  de las personas en el hecho dañoso, 
as{i por ejemplo el autor puede ser de carácter  intelectual o material, intelectual cuando 
planifica  el delito y,  busca otra persona para que lo ejecute  ya sea mediante el pago de un 
precio, oferta, promesa, engaño, presión, etc.; y, actor material cuando ejecuta materialmente, 
físicamente de manera directa y personal el hecho dañoso, puede ser también cómplice o 
encubridor,  ambos actúan de manera indirecta  coadyuvando a la acción delictiva, en el caso del 
cómplice concomitantemente y después del delito, y en el caso del encubridor pudiendo actuar 
antes , en o después del delito. 
ELEMENTOS ACCIDENTALES. 
 
Los Elementos Accidentales del delito son aquellas circunstancias que pueden o no estar 
presentes en un hecho delictivo que no son determinantes de que exista o no  delito; pero,  que 
modifican sus resultados, se denominan también  elementos circunstanciales del delito, así por 
ejemplo las circunstancias atenuantes que modifican el resultado del delito demostrando menor 
peligrosidad del delincuente, causando menor alarma social y produciendo una menor pena por 
ejemplo, demostrar buena conducta anterior y posterior al hecho delictivo,  ser mayor de sesenta 
años , haber demostrado arrepentimiento del delito entregándose a la acción de la justicia 
voluntariamente, haber ayudado a loa víctima, etc. 
CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES. 
 
Son circunstancias agravantes  aquellas que demuestran una mayor peligrosidad del delincuente, 
generan mayor escándalo social y ocasionan la pena más drástica, más grave, así por ejemplo  
ensebarse en la víctima, ser reincidente en acciones delictivas, aprovecharse de loa noche , del 
poblado en pandilla, usando armas, letales, veneno, aprovechándose de siniestros, 
descarrilamientos, incendios, inundaciones, etc. 
EXIMENTES 
 
Son aquellos que como su nombre lo indica, eximen, liberan y exoneran de responsabilidad a la 





Que igualmente excusan o exoneran  de responsabilidad a quien comete  un hecho dañoso. La 
diferencia está dada por los excusantes, como en el  caso de la legítima defensa y, sólo son los 
que la Ley  describe como tales, golpes, lesiones,  heridas que se pueda producir a otra persona 
que a su vez le esté propinando golpes, ocasionando, heridas lesiones a quien se defienda, los 
golpes heridas o muerte que puede ocasionarse a los hermanos,  cónyuges, hija. 
3.3. CULPA Y DOLO. 
 
LA CULPABILIDAD. 
EVOLUCIÓN HISTÓRICA  
 
En los remotos diseños que conocemos en base a la historia de los pueblos, nos damos cuenta 
que esta figura jurídica como tal, no ha sido estudiada ni peor aún distinguida como forma de 
catalogar al delito, en su  ámbito externo o interno del individuo frente a los actos que hoy 
denominamos delitos. 
 
Tan solo se castigaba, se reprimía, se emanaban leyes penales que cumplían venganzas ya sea 
de un pueblo a otro pueblo, de familia a familia y de persona a persona; estos eran iguales tanto 
para quien lesiona con intención un interés social, como para el que producía un daño por azar 
por casualidad, sin tener culpa o propósito de causarlo. 
 
En el derecho romano las infracciones cometidas por azar, así como las causadas 
intencionalmente provocaba la cólera de los dioses, que debía ser extinguida con la expiación. 
Luego, ya aparece como principio el de que no será condenado el reo que haya actuado con 
conocimiento de su injusticia. Ahí en los delitos se mira la voluntad, no el resultado; debe 
castigarse la intención del individuo no el hecho. 
 
La religión hebrea, amenazaba no solo a los culpables, sino a sus descendientes, hasta la séptima 
generación. 
 
En el derecho germánico se sancionaba tanto los hechos voluntarios como involuntarios; en la 
edad media se reprimía no solo a los reos, sino también a los miembros de su familia, pandilla o 
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grupo aunque estos fueran inocentes. Es decir, tomaban en cuenta el resultado del acto, 
perdurando este pensamiento por largo tiempo en la conciencia jurídica germana.  
 
Aparecieron los moralistas griegos que introdujeron en el derecho romano con el elemento de la 
voluntad antijurídica, es así que en el sistema romano se puso el peso de la responsabilidad en la 
intención, que iba en contra del sistema germano que se basaba en el resultado; triunfa el 
principio de que no hay pecado, ni delito sino es voluntario; se sanciona ya no a la acción, sino 
la intención en contra de la ley humana y divina. 
 
Para la Antigua Grecia, “El culpable es responsable. Tiene carácter humano y sagrado: 
insubordinación del hombre contra el hombre en su existencia individual y colectiva (familia, gens, 
ciudad) pero, sobre todo del hombre contra Dios, de aquí la intervención de la potencia divina en la 
venganza, aunque se ejerza por el hombre”. (Jiménez de Azúa, pág. 104) 
 
Los griegos castigaban sin mirar nada tanto a los reos como a los inocentes;  estaban guiados 
por el pensamiento ético-religioso de que la culpa engendra la culpa, y por lo tanto esta debe ser 
vengada; La culpa encierra dentro de su concepto, el orgullo, la ansía de poder, falta de piedad, 
el desprecio a las leyes de la naturaleza y de dios. Son muchas las trágicas historias griegas que 
van desde Esquilo hasta Sófocles, donde la idea de justicia es la retribución por el mal causado; 
donde la venganza se extiende a los descendientes. Pero el pensamiento griego va 
evolucionando y se reemplaza la venganza por una justicia a cargo de un tribunal que juzga, 
ahora ya no se retribuye por el mal causado, sino por la culpa del individuo; luego el concepto 
de justicia avanza y rechaza la mera responsabilidad causal u objetiva y se atiene a la idea de la 
culpabilidad, si antes se juzgaba al causante por un acto cometido aun habiendo sido 
involuntario o inconsciente; surge así la concepción de que el causante solo deberá ser juzgado 
como responsable por el resultado producido intencionalmente. 
 
“El principio que hoy nos parece tan natural, de que la culpabilidad es uno de los caracteres esenciales 
del delito, y que sin culpabilidad no es posible imponer pena alguna, es el resultado de una larga 
evolución, hasta hoy poco estudiada, y aún no terminada actualmente”. (Jiménez de Azúa, pág. 378) 
Tomo II. 
 
En el derecho canónico, se reprimía confundiéndolo a la culpabilidad como culpa y aún más 
después se afirma en que solo interesaba ser la culpabilidad en su inicio para que el autor tenga 
ya la culpabilidad en el acto, sin dar carta o averiguar las causas por la que intervino o hizo 
dicho acto ilícito. 
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Al haber mencionado brevemente la evolución que ha tomado la significación de la culpabilidad 
a través de las diversas civilizaciones y en diferentes tiempos de la historia, nos damos cuenta 
que al principio se lo tomaba como una forma de represión a todo aquel que ofendiere a otro, y 
este a la vez tenía la facultad de devolver el mal causado por otro igual; sin tomar en cuenta las 
causas que motivaron a que el agente activo realice el hecho delictivo o dañoso; sin ni siquiera 
tomar en consideración si lo hizo con conciencia y voluntad, o por alguna situación que estuvo 
fuera de su control o dominio, o por alguna causa de fuerza mayor o caso fortuito.  Pero con el 
paso del tiempo, las legislaciones van distinguiendo entre la culpa propiamente dicha, y la culpa 
involuntaria o falta de precaución, y van dándose ideas y nociones de diversos autores acerca de 
lo que significa la culpabilidad. 
 
NOCIONES Y CONCEPTOS GENERALES. 
CULPABILIDAD 
 
En relación a la culpabilidad, esta nace en su principio como sinónimo de responsabilidad, a la 
vez que se le confunde también con el libre albedrío manifestada por la escuela clásica con 
relación a la responsabilidad del acto por la persona en la cual recaía la culpabilidad; así 
también que es confundida por la del dolo eventual o dolo indirectus que en definitiva viene a 
ser en ese tiempo una especie de culpabilidad.  
 
Con esto se concluye que la culpabilidad nació de la responsabilidad social puesta de manifiesto 
por la escuela clásica, y de tal dolo indirecto que también viene a ser una especie de dolo 
mínimo, coordinando estas dos da como resultado la culpabilidad, y por ende la de la 
preterintencional que es una forma de complementar la figura jurídica, de la cual vemos que si 
no hay estos tres elementos, no hay o no existe la figura de la culpabilidad. 
 
Ahora pasaremos a ilustrar el pensamiento de algunos autores con respecto al concepto de 
culpabilidad: 
 
“La culpabilidad es el reproche que se hace al autor de un concreto acto punible, al que le liga un nexo 
psicológico motivado, pretendiendo con su comportamiento un fin, o cuyo alcance le era conocido o 
conocible, siempre que pudiera exigírsele un proceder conforme a las normas”.  (Jiménez de Azúa, 




“La culpabilidad, es la desobediencia consciente y voluntaria, y de la que uno está obligado a responder 
a alguna ley”. (Soler, pág. 451) 
 
Según (Cabanellas G. , 1998, pág. 103): “La culpabilidad es la imputación de delito o falta a quien 
resulte agente de uno u otro, para exigirle la correspondiente responsabilidad, tanto civil como penal”.  
 
Según (OMEBA; Enciclopedia Jurídica, pág. 291) “Por culpabilidad puede entenderse el reproche 
genérico que la norma hace al autor de un ilícito penal”. 
RESPONSABILIDAD  
 
En las comunidades primitivas, el castigo era igual tanto para quien lesiona con intención un 
interés social, como para el que producía un daño por azar, sin tener culpa o propósito de 
causarlo. 
 
El Título III, Capítulo I, artículo 32 nos manifiesta sobre la  responsabilidad que “nadie puede ser 
reprimido por un acto previsto por la ley como infracción, si no lo hubiere cometido con voluntad y 
conciencia”.  
 
Seguidamente el artículo 33 nos manifiesta: “Repútense  como actos conscientes y voluntarios todas 
las infracciones, mientras no se pruebe lo contrario, excepto cuando de las circunstancias que 
precedieron o acompañaron al acto, pueda deducirse que no hubo intención dañada al cometerlo”. 
 
En el código penal, solamente se le puede declarar culpable de sus actos a quien los haya 
realizado con voluntad consciente; es decir, con conocimiento del hecho que se realiza y con 
conocimiento de lo que se realiza. En otras palabras, todo hombre es responsable de los actos en 
los que actúa conscientemente. 
 
“La responsabilidad penal es la obligación de sufrir una pena a causa de un delito; luego uno es 
penalmente responsable cuando todas las condiciones materiales y morales previstas por la ley como 
esenciales a un delito, se encuentran existentes en el hecho imputado”.  (Maggiore, pág. 483) 
 
“Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo, o, en ocasiones especiales, por otro, la pérdida 
causada, el mal inferido o el daño originado, cargo de conciencia por un error, deber de sufrir las penas 
establecidas para los delitos o faltas cometidas por dolo o culpa en lo criminal, la ajena a un acto u 
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omisión penado por la ley y realizado por persona imputable, culpable y carente de excusa absolutoria”. 
(Cabanellas G. , 1993, pág. 283) 
 
Así entendida la responsabilidad vemos que es la que recae sobre una persona que ha infringido 
una ley penal por la cual se hace merecedor a una sanción por su acto realizado sin decirnos cuál 
fue la causa, esto es lógico por cuanto en todos los delitos está la relación con la responsabilidad 
para que haya la sanción hacia una determinada persona. 
 
La responsabilidad, nace del libre albedrío para luego ser traducida al ámbito social por la 
responsabilidad social, la cual manifiesta que esta es consecuencia de lo que hace un hombre y 
que repercute en la esfera social, lo cual debe ser castigado, o mejor dicho imponerle una pena a 
dicho individuo, también posteriormente nos dicen que esta es la consecuencia de la 
culpabilidad, pero confundiéndolo en el campo procesal y que no es otra cosa que la 
señalización de un determinado proceso para imputar a una persona.  
IMPUTABILIDAD  
 
En sentido general la imputabilidad se entiende como la capacidad de entender y de querer. Un 
individuo que conoce la ilicitud del hecho y voluntariamente se resuelve a la producción del 
resultado antijurídico, se le puede considerar culpable ya sea a título de dolo o culpa. 
 
“La imputabilidad es presupuesto de la culpabilidad,”  y es por esto que al analizar todo lo referente 
al aspecto subjetivo del Iter Críminis nos encontramos con ella. No se es culpable porque sí, 
sino porque tiene la capacidad de serlo; es la imputabilidad esa aptitud para aparecer como 
culpable de un hecho que la ley señala como punible, ya sea porque la conducta del agente es 
dolosa, culposa o preterintencional. No se puede generar ninguna de estas conductas si no se 
tiene capacidad intelectiva y volitiva. (Jiménez de Azúa, pág. 74) Tomo V. 
 
Ser presupuesto significa que para darse la culpabilidad necesariamente tiene que haber 
imputabilidad, es decir, que esta sea condición para la existencia de aquella.  
 
Imputar una acción a una persona es atribuirle el hecho como resultado de su propia acción u 
omisión para que responda por sus consecuencias ya que ante la ley penal es responsable.  
 
Cualquier individuo puede cometer un hecho punible, pero para estar en la posibilidad de 
atribuírselo, ya sea porque lo cometió a título de dolo o a título de culpa, es necesario que haya 
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sido imputable de la conducta antijurídica; esto porque solamente es culpable el que es 
imputable. 
 
Tener la capacidad de comprender el hecho, es afirmar la imputabilidad desde el punto de vista 
psicológico, y determinarse de acuerdo con esa comprensión, entendiendo la anti juridicidad y 
el hecho dañoso, es mirar la imputabilidad como algo que es reprochable normativamente.  
 
La imputabilidad es un factor síquico que establece la relación de causalidad entre el acto 
previsto como delito y el autor; siendo factor psicológico precisa que el agente haya obrado con 
conciencia y voluntad dentro de su libertad. Debe la persona ser apta para discernir sobre su 
acto y sus consecuencias. Quien realiza un acto sin voluntad y conciencia no es imputable.  
INIMPUTABILIDAD 
 
“La inimputabilidad no es más que el reverso de la imputabilidad, es decir, su aspecto negativo, 
consistente en la ausencia de imputabilidad. Causas de inimputabilidad son, por tanto, aquellos 
supuestos en los que no puede afirmarse que la persona sea imputable en el momento de la realización 
del delito”. (Rosal, pág. 466) 
 
De acuerdo lo expresado por Cobo del Rosal, la inimputabilidad es lo contrario de la 
imputabilidad. Es la incapacidad de entender y de querer. El estado normal del hombre supone 
el ser libre e inteligente, en este momento el individuo se puede considerar capaz, por hallarse 
en el pleno uso de sus facultades; por algunas circunstancias ajenas a su voluntad puede verse 
afectado psicológicamente, en tal forma que no puede tener conciencia de sus actos y por lo 
tanto se coloca en un estado de incapacidad. Este estado anormal del individuo es considerado 
como carente de imputabilidad. 
 
Según los artículos del 34, 35, 36, 37, 38, 39 y 40 del Código Penal los casos de inimputabilidad 
son : la perturbación mental absoluta; la perturbación mental relativa; cuando es resultante del 
engaño de otra persona; la embriaguez, en el caso de que está se haya producido por caso 
fortuito o fuerza mayor y privo del conocimiento al autor, en el momento que este cometió el 
acto, no existirá responsabilidad; la intoxicación por sustancias estupefacientes, observando la 
regla aplicada a la embriaguez; el sordomudo; y, las personas que no hayan cumplido 18 años 
de edad. Más adelante en los siguientes capítulos analizaremos detenidamente cada una de estas 





“La peligrosidad es un juicio de desvalor que se vierte sobre una persona, sobre bases objetivas, en 
virtud del cual se considera muy probable que cometa delitos en el futuro”.  (Estrada Vélez, pág. 327) 
 
Lo peligroso objetivamente considerado, es aquello que tiene riesgo o está en la posibilidad de 
ocasionar un daño, y una persona peligrosa es una persona anormal cuyo comportamiento desde 
el punto de vista psicológico es diferente al de cualquiera otra corriente. En otras palabras, la 
peligrosidad es la capacidad, la aptitud, la tendencia que tiene una persona para convertirse 
probablemente en autora de delitos. 
 
El juicio de desvalor o de reproche al anormal, al momento de consumarse la conducta típica y 
antijurídica concomitante con la anomalía síquica, se hace no porque la persona voluntariamente 
se comporte ilícitamente, sino por su estado peligroso. Hay una aptitud potencial de ser 
delincuente, basada precisamente es esa posibilidad de ocasionar un daño, fuente de 
responsabilidad penal. 
 
No será la pena la medida propia como defensa social sino la medida de seguridad adecuada a 
esa peligrosidad.  
 
La peligrosidad envuelve un sentido de anti sociabilidad del agente y es a la vez indicio de su 
inadaptabilidad a las condiciones vigentes de la vida civilizada, en su ambiente y medio social 
en que le corresponde actuar. Por lo tanto no se nos debe escapar la relación que existe entre 
este fenómeno y los delitos pulposos, si recordamos que muchos de ellos se fundamentan en las 
condiciones de inferioridad social del individuo, que tiene como resultante la imprudencia, la 
negligencia, la inobservancia, la impericia, etc. Y más todavía si tomamos en cuenta la 
probabilidad de reincidencias de delincuentes pulposos, podemos afirmar que este puede ser 
más peligroso que el delito doloso, ya que los resultados de su acción se derivan de hábitos o de 
costumbres de la vida normal para cuya reglamentación son insuficientes las sanciones de los 
códigos. 
 
Por esta razón cuán difícil ha de ser el análisis de la peligrosidad en un delincuente ya que no se 
trata de un simple diagnóstico, sino de un pronóstico, fenómeno lleno de complejidades; esto 
para significar el sano criterio de quien ha de determinar el grado de peligrosidad de un 
individuo enfrentado a la ley, dadas las importantes consecuencias que de él se derivan. 
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RELACIÓN DE CAUSALIDAD. 
 
El artículo 11 de nuestro código penal nos habla de la relación de causalidad y dispone que 
“nadie podrá ser reprimido por un acto previsto por la ley como infracción, si el acontecimiento dañoso 
o peligroso de que depende la existencia de la infracción, no es consecuencia de su acción u omisión.” 
 
En este artículo se consagra el principio de la causalidad, porque si se dice que determinada 
conducta humana, sea de hacer o de no hacer, produce una mutación en el mundo exterior, es 
porque necesariamente entre ese comportamiento y el resultado se desliza una relación de 
causalidad. 
 
Entonces, el hecho punible puede ser realizado por acción o por omisión, como formas de la 
conducta capaces de infringir la ley penal. La teoría del nexo causalidad está comprendida en el 
análisis del elemento material del delito. Nexo es sinónimo de enlace por eso cuando nos 
referimos a nexo causal lo hacemos concretamente a la unión causal que media entre la 
conducta y el resultado; gracias a esta el resultado antijurídico se le puede atribuir a un 
determinado sujeto. 
 
Los delitos de acción, se determinan como tales porque en ellos la conducta es actividad dolosa 
o culposa que consiste en hacer voluntariamente algo cuyo resultado es considerado como 
antijurídico. En los delitos de omisión, el aspecto material del delito se caracteriza precisamente 
por la inactividad, también culposa o dolosa del sujeto, consistente en un no hacer, que al igual 
que en los delitos de acción, produce un cambio en el mundo exterior. 
 
Los delitos de omisión son de gran importancia en el estudio del delito culposo, ya que gran 
parte de estos delitos se cometen por la omisión, entonces hablaremos un poco como se presenta 
el nexo causal en las omisiones. 
 
 Pero es en el artículo 12 del mismo cuerpo legal, donde se explica el alcance de la relación 
causal en la omisión es decir el “no impedir un acontecimiento, cuando se tiene la obligación jurídica 
de impedirlo, equivale a ocasionarlo”. Entonces cuando el agente que estando en condiciones 
adecuadas de impedir el resultado, además porque se tiene el deber jurídico de evitarlo, no lo 
hace, pone en movimiento la norma anteriormente citada, y en consecuencia que se le exija 
jurídicamente responder como si hubiera sido generado por él. Responde en igual forma al que 
lo hizo con su conducta dolosa o culposa. No hay un nexo causal objetivo, pero si uno 
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normativo. Se hace una valoración de la conducta en consideración a una norma de derecho 
Penal, por aparecer diversa a ésta. 
 
La causalidad objetiva como la subjetiva son fenómenos básicos para determinar la 
imputabilidad como presupuesto de la culpabilidad. En el estudio del delito el problema de la 
causalidad toma importancia; si bien este ente del Derecho Penal, se estructura como una acción 
típica, antijurídica y culpable, donde la acción es una conducta humana voluntaria de hacer o de 
no hacer que produce una mutación en el mundo exterior, y es el Derecho Penal un derecho de 
culpabilidad, es gracias a la causalidad jurídica como se logra establecer la imputación de un 
hecho doloso o culposo a su agente. 
 
Concluyendo, habrá una acción cuando mediante una actividad o una inactividad, es decir, un 
hacer o un no hacer, se viola una prohibición, omisión, cuando mediante el mismo 
comportamiento se incumple un mandato. Habrá omisión cuando simplemente el agente realiza 
una conducta distinta a la acción esperada cuyo fundamento es necesariamente la norma 
jurídico-penal’ encontramos entonces en esta explicación, la razón de porqué en esa acción 
esperada, eje del delito de omisión, se hubiera impedido el resultado que el derecho desaprueba. 
TEORÍAS DE LA CULPABILIDAD 
TEORÍA NORMATIVA 
 
La culpabilidad para los normativistas no se presenta como una simple situación psicológica, 
sino que se debe analizar los motivos que dieron origen a esa situación, es decir, que el 
individuo de un momento a otro no se coloca en un estado anímico que lo induce a cometer el 
delito, es necesario entonces que haya sido motivado por una fuerza extraña independiente de su 
voluntad. Pero no basta solamente la motivación y las situación psicológica del individuo, 
porque para que haya reproche a una conducta debe haber violación al ordenamiento jurídico-
penal, como lo manifiesta (Jiménez de Azúa, pág. 164) Tomo V “la concepción normativa se funda 
en el reproche (basado en el acto psicológico, en los motivos y en la caracterología del agente) y en la 
exigibilidad”.   
 
Para la teoría normativa el dolo y la culpa no son formas de la culpabilidad, sino tan solo los 
elementos constitutivos de ella, y que junto a los demás presupuestos de la pena así como de las 
causas de exclusión, sirven de base al juicio del reproche base netamente de la culpabilidad en 
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la comprobación frente al delito. Se  produce la desaprobación del comportamiento, una vez 
examinados los motivos psicológicos del autor, que lo llevan a cometer el hecho.  
 
La concepción normativa de la culpabilidad le agrega a la idea psicológica de la misma, el nexo 
que  liga la acción con la ley violada. Se dice que una acción es culpable cuando no solamente 
es producto de la intención, sino cuando además es reprochable o contraria al deber. Se trata de 
un juicio de valor sobre la conducta que formula el autor mismo de la acción, la sociedad o el 
juez. Entonces la culpabilidad no está dentro del sujeto sino en quien hace el reproche, de 
acuerdo con la específica tipificación legal. Se es culpable a título de dolo, porque se ha obrado 
con voluntad consciente del hecho y de su ilicitud; se reprocha al actor por haber obrado contra 
la ley y la norma. 
TEORÍA PSICOLÓGICA  
 
Para los psicologistas la Culpabilidad es una correspondencia de carácter subjetivo y 
psicológico entre la voluntad del autor y el hecho ilícito. 
 
El dolo, la culpa y la preterintención son formas o especies de la culpabilidad, en este aspecto es 
un estudio que llena los vacíos en parte sobre la culpabilidad, en cambio, que las causas 
excluyentes constituyen el aspecto negativo de la misma.  
 
“La concepción psicológica de la culpabilidad se basa, pues, sobre un vínculo de carácter subjetivo que 
une el hecho con su autor en los límites respectivos del dolo o de la culpa”. Pero el mismo autor más 
abajo, hace referencia a una más reciente definición que ha proporcionado Bellavista, donde 
dice que la culpabilidad – término genérico que comprende tanto el dolo como la culpa- es “la 
relación psicológica entre el agente y la acción que ocasiona un evento querido, o no querido, y aunque 
no previsto, previsible”.  (Bettiol, pág. 320) 
 
Tomando en cuenta lo manifestado por Bettiol, la intención en el actuar determina el reproche 
de la conducta humana; determina igualmente la forma como se presenta la culpabilidad ante el 
derecho. Esto es,  que si la intención del autor en el momento de la comisión del delito era 
producir un resultado antijurídico, se presentará bajo la forma del dolo; por el contrario si no 
previó la situación contraria a derecho, o no quería producir el resultado ilícito, la culpabilidad 




La teoría psicológica de la culpabilidad la explica mediante el nexo causal que existe entre el 
autor y el hecho, o mejor entre la voluntad y el resultado. No tiene en cuenta para nada la 
conciencia de la antijuricidad. Se trata de un juicio sobre la acción en cuanto es obra del autor, 
en cuanto más suya objetivamente hablando, pero no hace referencia a la antijuricidad derivada 
de la ley. 
 
Se es culpable porque se ha obrado voluntariamente, porque se ha querido la acción, esta es una 
concepción de culpabilidad muy elemental porque se fundamenta en el mero nexo que existe 
entre la intención y el resultado. 
TEORÍA FINALISTA.  
 
Para la concepción finalista la culpabilidad se fundamenta en la acción humana, en el resultado, 
producto de un actuar ilícito. Es decir, que el hombre a través de su inteligencia tiene la 
capacidad de representar en su mente, diversas situaciones, como consecuencia de su actividad, 
esa actividad está siempre dirigida hacia un fin específico. Se determina un plan que se dirige a 
cumplir un objetivo que es la finalidad propuesta, esto se lleva a cabo dirigiendo los 
acontecimientos causales.  
 
La culpabilidad se concreta en el reproche al sujeto de su conducta antijurídica, debido a que 
conoció la ilicitud de ésta, en su entender representó la actividad final.  
 
Según la concepción finalista de la culpabilidad, esta no solamente es una relación de 
divergencia objetiva entre la acción y el orden jurídico, como resulta de la concepción 
normativa, sino que implica además el reproche personal al autor por no haber omitido la acción 
antijurídica, a pesar de haberla podido omitir. 
 
La concepción finalista es desarrollo de la idea de la acción finalista expuesta por (Welsen, 
1956, pág. 47). Para este autor alemán la acción finalista “expresa dos cosas: 1.) que toda acción 
humana tiene una estructura finalista, vale decir, se dirige a sí mismo, de acuerdo con los medios, metas, 
consecuencias secundarias, mentalmente anticipadas; 2.) que las normas del derecho penal 
necesariamente se estructuran sobre esta construcción finalista determinada (hacia un resultado no 
deseado), o imponiendo una dirección finalista determinada (la aplicación de una medida mínima de 




Esta teoría de la Culpabilidad ha sido criticada en relación a la conducta culposa, porque en este 
tipo de comportamiento el agente nunca desarrolla una actividad final; lo anterior en razón a que 
sus actos no los ha dirigido hacia un fin, que por cierto, tratándose de Culpabilidad penal, es 
ilícito. 
ESTRUCTURA DE LA CULPABILIDAD 
 
Entonces, al hablar sobre la estructura de la culpabilidad supone necesaria -mente analizar el 
problema de la conducta humana precedida de una actitud intelectiva y volitiva, que es 
precisamente lo que está consagrado en el artículo precedente, y que va hacer motivo de este 
breve análisis.  
 
La combinación de estos dos aspectos, intelectivo y volitivo, cada uno cumpliendo una función 
determinada, de representación el primero y de intención el segundo, constituyen la esencia del 
fenómeno subjetivo en la culpabilidad. Luego encontramos una fase objetiva que mira cómo 
desde el punto de vista objetivo se desarrolla el comportamiento que genera el resultado, 
previamente conocido en la ley como antijurídico; previamente conocido en la ley porque la 
conducta para que sea punible requiere necesariamente su tipicidad. 
ASPECTO INTELECTIVO 
 
El fenómeno subjetivo para los efectos jurídicos está montado sobre una estructura psicológica 
que es la participación intelectiva y volitiva del agente en la acción. 
 
El aspecto intelectivo cumple una primera función, que consiste en representar todo aquello 
sobre lo que el entendimiento toma conciencia precedido de una aprehensión a través de los 
sentidos del acontecer exterior. La representación se caracteriza por ser simplemente una 
reproducción; se da siempre como imagen del objeto concreto que representamos limitada a 
ciertas cualidades esenciales de lo representado. La representación de algo se da en el 
entendimiento, en la mente del sujeto, de tal forma que anticipadamente se toma conciencia del 
desenvolvimiento causal objetivo. El individuo tiene capacidad para representar el 
comportamiento antijurídico. 
 
Este fenómeno de la representación juega un papel diferente en el dolo y la culpa, aunque el 
proceso de concienciación es el mismo.  
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En el dolo se quiere la producción de un resultado que se conoce como antijurídico; en el 
mundo exterior se presenta un nexo causal objetivo entre el entendimiento de la ilicitud del 
hecho más la voluntad consciente del mismo y el resultado. Por esto para que el hecho pueda 
considerarse como doloso se requiere que el agente lo haya conocido, que el resultado 
antijurídico producido en la mente proceda a la conducta activa u omisiva; que se tenga 
conciencia de la ilicitud del hecho. 
 
En la culpa ocurre que el agente puede representar o no el resultado antijurídico. En el primer 
caso confía en poder evitarlo y espera su no producción; se diferencia del dolo porque en éste al 
representar la conducta antijurídica se compromete la esfera volitiva; es decir, no solo se toma 
conciencia de la conducta, sino que se quiere generar el acto. En el segundo caso hay una acción 
voluntaria con ausencia de representación de lo que es posible ser representado. 
 
Se genera una acción subjetiva intelectiva en las dos culpas; en la primera porque se representa 
el resultado antijurídico, pero se corre el riesgo creyendo evitarlo y en la segunda porque aun 
cuando no se fija intelectivamente se está en capacidad de representarlo y por lo tanto evitarlo. 
ASPECTO VOLITIVO 
 
La voluntad, al igual que la inteligencia cumple una función determinada en el desarrollo del 
delito, y se presenta como el querer dirigido a la consecuencia de un fin conocido, representado 
en la mente. Hay una idea que se perfecciona intelectivamente en el sujeto que finalmente se 
moviliza a ejecutarla. 
 
La voluntad es definitiva, para la perpetración del hecho punible. La conducta dolosa conlleva 
una voluntad consciente dirigida a la producción de un hecho antijurídico, con consecuencias 
punibles. Se tiene la intención, el deseo de ocasionar el daño; el querer se da cuando se acepta 
con anterioridad el hecho contrario a derecho. 
 
Se requiere en todos los casos, la fuerza suficiente para ejecutar el hecho; no basta tener 
conciencia de lo que se quiere, sino conciencia de la conducta antijurídica. 
 
La culpa también implica una participación intelectiva y volitiva. Pero la voluntad no se 
presenta de igual forma que en el dolo. En la culpa lo que es voluntario es la acción que el 
agente realiza, acompañada por la representación de un eventual resultado, o simplemente la 
misma acción con ausencia de representación de lo que es posible ser representado. En el primer 
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caso estamos ante una culpa consciente porque el agente voluntariamente realiza el hecho 
previendo el acontecer antijurídico, y en el segundo caso ante una culpa inconsciente en cuanto 
que el sujeto activo no prevé lo que ciertamente es previsible. 
 
Propiamente en relación a la culpa, la voluntad al igual que en el dolo es ilícita, pues aun cuando 
no está dirigida al evento prohibido como en el dolo, tampoco lo está el evento exigido 
jurídicamente. Hay una desobediencia, pero en menor grado; es claro que en el acto la violación 
normativa si es total.  
 
Diremos que entre el entendimiento y la voluntad hay un ligamen, un enlace que es el 
asentimiento. Si alguien en su mente representa el comportamiento ilícito y el resultado 
antijurídico y quiere su producción, pero no lo asiente en su producción, sucederá que la acción 
no se va a dar. 
 
Todo puede quedar en la mente del individuo, llegar a imaginar un sinnúmero de 
comportamientos ilícitos, de acciones contrarias a derecho, de producciones antijurídicas, 
representar cuantas conductas descritas en los tipos penales, pero si no lo asiente en su 
producción, sino lo transfiere a la realidad, el solo mundo subjetivo no tendrá significancia, ni 
trascendencia jurídica. 
 
Es por tanto necesario para la producción de ciertos jurídicos que entre ese primer fenómeno 
subjetivo, la inteligencia y el segundo, la voluntad, exista una afirmación, un asentimiento en la 
producción de la conducta objetivamente considerada.  
  
Haciendo una conclusión diremos, que el delito existe por un actuar, por una operancia humano, 
el delito es una acción culpable. Al hablar de culpabilidad nos estamos refiriendo a toda la 
subjetividad del acto humano, es decir, se comprende tanto la posición volitiva del sujeto, como 
su sentido intelectiva. 
 
El hecho delictuoso se produce y el sujeto es culpable por la existencia del entendimiento y de 
la  voluntad; por el nexo causal, vínculo necesario que debe existir entre el acto y el resultado 
producido, y la exigencia de una determinada actuación y por consiguiente el reproche de la 




FORMAS DE LA CULPABILIDAD. 
 
A breves rasgos pasaremos a resumir las categorías fundamentales con que la culpabilidad se 
muestra en la práctica penal, como tipos de gradaciones de intencionalidad en que el acto del 
sujeto se descarga sobre el mundo exterior. 
 
DOLO.- Por dolo entendemos la fórmula ciertamente más directa de la culpabilidad en su 
íntima estructura; no hay más que un acto provisto de sentido de valor que, reconociendo una 
dirección intencional hacia un objeto apetecido por la inteligencia, viene descrito 
normativamente por una figura penal. 
 
La teoría del dolo  viene íntimamente ligada al tipo del delito y al propio momento consumativo 
del mismo, y dentro de esta línea de  pensamiento debe decirse que autor doloso es quien 
conjuga el verbo típico consciente y voluntariamente, como tal actividad emprendida y 
culminada. Con esto mismo se puede brindar sin duda alguna luz al intenso problema que 
cuestiona sobre los supuestos de hecho que debe de conocer el sujeto. 
 
El dolo es por excelencia una manifestación subjetiva de los actos delictivos, ya que los actos 
humanos se verifican normalmente por la intención que estos acarrean.  
  
CULPA.-  La culpabilidad en su aspecto más leve constituye la culpa. El desarrollo de la vida 
en sociedad solicita que los hombres que conviven ajusten su propia conducta sobre bases de 
deberes que hacen al orden y a la seguridad comunes, por lo que la ley penal, además de 
mostrarse como represión de intenciones criminales, castiga ciertas conductas en sí, 
involuntarias, pero productivas de sucesos nocivos o potencialmente productivas de sucesos 
nocivos. 
 
De ahí la imputación a título de culpa que taxativamente expresa el catálogo penal, que 
consagran el cúmulo de previsiones que obligadamente se impone al hombre civilizado, al 
hombre de la ciudad en su quehacer diario. Por un lado y desde la más estricta noción de 
cuidado, el súbdito se constriñe, so pena de caer en el delito por título menor, o poner diligencia, 
prudencia y pericia en sus relaciones con los demás; por otro lado la relación se hace más 
explícita, y ahora es el simple peligro de daño lo que inspira el castigo en la prevención de la 
posibilidad de daño afectivo, con lo que la infracción derivada de la desobediencia a los 




Jurídicamente, la categoría de la culpa supone la involuntariedad del resultado ilícito, producto 
más que todo de la negligencia o la imprudencia del agente activo, cuando debió prever el 
resultado de su acto imprudente. 
DELITOS PRETERINTENCIONALES 
 
Delitos preterintencionales, cuando el intérprete se encuentra abocado al suceso que, siguiendo 
una finalidad criminosa del autor, excede, con todo, su meta específica para constituirse en 
evento de mayor gravedad que el previsto y querido. Se trata en el caso, de desplazar al tipo 
básico del delito emprendido para, con el ensanchamiento del campo de la culpabilidad, integrar 
o adecuar la acción a una figura no comprendida en el primitivo dolo directo. 
 
En los capítulos destinados a hablar específicamente de estos temas, ampliaremos y 
detallaremos más específicamente de lo que trata cada uno de ellos. 
INTRODUCCIÓN DE DOLO Y CULPA  
 
El hombre como ser inteligente posee la facultad de discernir acerca de la bondad o malicia de 
sus actos, y como ser libre tiene la potestad de obrar o no, haciendo uso de su libertad, llamada 
también libre albedrío. 
 
Al obrar racional y libremente, es de lógica que debe responder de las consecuencias de sus 
actos, y cuando estos no están de acuerdo con las normas establecidas por la ley natural o por la 
naturaleza humana, fundamentada en aquella, en bien y defensa de la sociedad, nos encontramos 
a las puertas del delito. 
 
Según (Carrara, 1956), delito es “la infracción de la ley del Estado promulgada para proteger la 
seguridad de los ciudadanos, resultante de un acto externo del hombre, positivo o negativo, moralmente 
imputable y políticamente dañoso”. 
 
De esta definición vamos a tomar el elemento hombre como sujeto activo del delito y único ser 
capaz de obrar con voluntad e inteligencia, y el concepto de imputabilidad moral, cuya 
consecuencia es la responsabilidad, estos son los que nos han de llevar a establecer tanto los 




Lógicamente para que un hombre responda ante el Estado de un acto delictuoso es menester que 
haya obrado haciendo uso de su inteligencia y de su libre voluntad. Juntados estos dos 
elementos surge necesariamente la intención, hacia un fin, y que según la forma como se 
desarrollen los elementos que la originan, toma modalidades especiales como las siguientes: 
 
1.- Cuando la inteligencia y la voluntad operan libres de cualquier perturbación, ya habitual o 
transitoria, es decir, a plenitud, diremos que la intención es perfecta y entonces el fenómeno de 
la imputabilidad no sufre mengua alguna. En caso contrario, la intención será imperfecta y la 
imputabilidad estará aminorada. 
 
La falta absoluta de la inteligencia o de la voluntad, o de ambas, implica la negación de la 
intención y por consiguiente de la imputabilidad. 
 
2.- La intención es directa cuando el sujeto activo prevé el resultado de su acción, en el caso del 
delito el agente prevé el efecto criminal de su manera de obrar y lo quiere. Más será la intención 
indirecta, cuando el resultado de una acción se mira por el agente como meramente posible, o no 
se prevé, o si se prevé no se quiere. 
 
La intención en este último caso o sea la indirecta comprende dos variaciones. Si el agente 
previó el resultado de su acción y a pesar de ello quiso los medios, aun cuando no quiera 
precisamente el efecto, la intención indirecta se llama positiva; será intención indirecta negativa, 
cuando no solo no se quiso el resultado sino que ni siquiera el agente o previó. 
 
Sentadas las anteriores premisas podemos ahora sí deducir los conceptos de dolo y culpa. 
Entonces, cuando nos hallamos frente a un acto delictuoso en el que se concretan la intención 
perfecta y directa, es decir que el sujeto prevé el resultado, o la intención indirecta positiva, ósea 
el sujeto prevé el resultado, quiere los medios pero no el resultado, surge el dolo. 
 
La culpa resultará de la intención imperfecta o de la indirecta negativa, es decir, el sujeto no 
previó las consecuencias nocivas de su acto, estando en condiciones de preverlas, o si las previó 
poderlas evitar. 
 
Concluyendo diremos que cuando el hombre normal desarrolla su actividad psíquica en una 
forma antijurídica, su acción le es imputable ya sea a título de dolo, caracterizado generalmente 
por la intención de realizar la acción dañosa prevista, ya a título de culpa en el caso en que el 
agente no previó la consecuencia antijurídica, siendo por otra parte previsible. 
97 
 
NOCIONES: DOLO COMO GRADO SUPERIOR DE LA  CULPABILIDAD  
 
El dolo al igual que sus clasificaciones ha sido objeto de profundas discusiones entre los 
tratadistas de derecho penal de todos los tiempos, por tal motivo, procederemos a enunciar a 
algunos de estos tratadistas. 
 
Para Jiménez de Azúa, el dolo, la forma más grave de la culpabilidad, consiste en “la producción 
de un resultado típicamente antijurídico (o la omisión de una acción esperada), con conocimiento de las 
circunstancias de hecho que se ajustan al tipo y del curso esencial de la relación de causalidad existente 
entre la manifestación de voluntad y el cambio en el mundo exterior (o de su no mutación), con 
consciencia de que se quebranta un deber, con voluntad de realizar el acto (u omitir la acción debida) y 
con representación del resultado (o de la consecuencia del no hacer) que se quiere, o consciente”.  
(Jiménez de Azúa, pág. 417) Tomo V. 
 
En la definición dada por Azúa, hace mención a la teoría de la voluntad y de la representación, 
tomando en cuenta el elemento intelectivo, que abarca el conocimiento de las circunstancias 
fácticas importantes en orden al tipo, así como el del curso que sigue la cadena causal, y además 
la consciencia de que el agente quebranta un deber, base del reproche. La voluntad del resultado 
que el agente se representa o su consentimiento, es lo que le permite, en esta disyuntiva final, 
recoger en un mismo concepto el dolo directo y el dolo eventual. 
 
El Dolo para (Velez Estrada, págs. 304-305) “es la manifestación subjetivo-normativo por excelencia 
de los actos delictivos”, “es la consciente realización del hecho típico voluntariamente, o sin la 
intervención de un impulso activo del querer para evitarlo”; rechaza la concepción puramente 
psicológica, y advierte que el actuar doloso suscita juicio de reproche “en cuanto el sujeto no 
atendió a las motivaciones de la ley para que observara determinada conducta que le era exigible porque 
tenía el deber-poder para realizarla”.  (Cabanellas G. , 1998, pág. 311) 
 
Según Guillermo Cabanellas, “dolo constituye la resolución libre y consciente de realizar 
voluntariamente una acción u omisión prevista y sancionada por la ley”. De esta definición 
deducimos que el aspecto intelectivo y volitivo son primordiales para que exista el delito, que es 
el fin del agente delictivo que por su acción u omisión quiere cometer dicha actividad 
delictuosa, en otras palabras el dolo es la voluntad de delinquir, de causar un daño al agente 
pasivo, donde el dolo y la intención criminal vienen a ser una especie de sinónimos. Cuando 
esta voluntad se encamina hacia la realización de un hecho delictuoso, se habla de que la 




Tomando en cuenta lo expresado por Cabanellas, el delito doloso es la violación a la ley penal 
con voluntad y conciencia, sea mediante un hecho positivo o por omisión al cumplimiento de un 
deber jurídico. Se funda en el concepto de la libre acción humana, la cual se supone que es libre 
y voluntaria, y por la que ha determinado agente se le puede establecer responsabilidad. 
 
El delito viene a ser el resultado de un proceso de elaboración mental y volitiva. Nace la idea 
por una percepción, por un estímulo, por venganza, necesidad, por poder, por dinero, etc. Se 
estima que el agente compara la conveniencia o inconveniencia del hecho a realizar y decide 
llevarlo a cabo, hay una especie de desprecio a la norma jurídica y a la sociedad. Pero,  no 
siempre existe este estado de premeditación en el agente activo, muchas veces el acto es 
cometido en forma instantánea frente al estímulo; hay un impulso incontrolable y el agente 
recapacita después de su acción y se arrepiente por el hecho y por sus consecuencias. Es por 
esto la importancia de considerar la peligrosidad o no del individuo para saber si tiene o no 
tendencia para delinquir, como lo hicimos en el capítulo primero. 
 
Como lo manifestamos en la primera parte de este capítulo en la que hablamos del dolo y la 
culpa en forma muy general, el delito doloso se engendra en la intención, por la cual la 
infracción puesta en realización viola la norma legal y tal norma se la tiene por conocida, de 
modo que nadie puede alegar como eximente de responsabilidad su ignorancia; tal como lo 
estipula nuestro código penal en su artículo 3 que textualmente manifiesta: “Se presume de 
derecho que las leyes son conocidas de todos aquellos sobre quienes imperan. Por consiguiente, nadie 
puede invocar su ignorancia como causa de disculpa”; este requisito de conocimiento parece injusto 
o irreal. Cómo puede suponerse o exigirse que toda persona, aún de ninguna cultura sepa el 
contenido de todo un cuerpo legal de un Estado. La explicación vendría a ser, que el hombre 
como ser racional y consciente tiene por su propia naturaleza el conocimiento de lo que es 
bueno y de lo que es malo. Claro está que quien tenga mayor conocimiento, tendrá que 
responder en mayor grado y por lo contrario la ignorancia o rusticidad constituye dentro de 
nuestro ordenamiento legal una atenuante de responsabilidad. 
 
Para el tratadista (Reyes Echandía, 1997, pág. 40), dolo “es la reprochable actitud de la voluntad 
dirigida conscientemente a la realización de conducta típica y antijurídica”. Este autor da cabida en su 
definición tanto al fenómeno de la voluntad como al de la representación, sin dejar de lado su 
contenido jurídico.  
 
Siguiendo con el análisis del concepto de Reyes Echandía diremos, que cuando el hombre 
realiza voluntariamente un hecho es porque se lo presentó previamente, lo hallo adecuado a sus 
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posibilidades y quiso llevarlo a cabo;  participando en el comportamiento humano las esferas 
intelectiva y volitiva de la personalidad ya que solo hay capacidad de querer lo conocido. Esta 
voluntad, alimentada por el conocimiento y el querer, se ha dirigido a la realización de una 
conducta típica, ya sea como delito o contravención, y antijurídica en la medida en que se 
vulnera el interés jurídicamente tutelado. 
 
Al actuar una persona orientando su voluntad y consciencia en dirección de un acto típico y 
antijurídico es lo que convierte en reprochable su actitud, puesto que ello significa que debiendo 
y pudiendo haber actuado diversamente decidió hacerlo en forma antijurídica. 
 
Desde un punto de vista lógico, el hombre primero piensa y quiere ejecutar un hecho ilícito y 
después lo concreta en realidad; pero ya en el plano jurídico, la verificación analítica de la 
conducta humana como delito, se realiza mediante un proceso inverso. Inicialmente, se adecua 
al tipo penal, luego se plantea la cuestión de si el actor que obró típica y antijurídicamente, 
actuó con dolo, culpa o preterintencional, esta aclaración es necesaria, sobre todo frente a la 
concepción finalista que, como se ha dicho, ubica el dolo dentro del injusto. 
 
El hombre como tal, tiene sus derechos inherentes, que son reconocidos y declarados por la ley. 
Cuando se violentan estos derechos ajenos, cuando hay finalidad de causar un daño individual o 
social, estamos frente a un hecho doloso. En el delito doloso el sujeto activo, dirige su acción a 
conseguir un objeto determinado; a quebrantar una norma jurídica; a realizar un acto indebido 
(acción), o dejar de realizar el acto que le era obligatorio jurídicamente (omisión); o a conseguir 
una ventaja de orden personal o de grupo. Estas acciones u omisiones deben estar dirigidas a 
causar un mal o a trastornar el orden racional establecido en la sociedad, y deben estar 
tipificados en la ley penal. 
 
Volviendo a la intención, el acto del sujeto activo, debe dirigirse hacia el exterior y producir el 
efecto buscado, en cuyo caso estamos hablando del delito consumado;  o por lo menos existir un 
principio de ejecución o llamado también tentativa, la simple intención dañosa no entra en el 
campo del derecho, porque esta no puede ser juzgada, no se la puede probar; ni aun cuando se 
manifestara a otras personas que se tiene la intención de causar daño o amenazarlo es suficiente 
al derecho. Si se cometiere la infracción y tenemos los antecedentes antes mencionados se pone 




Con respecto a la libre voluntad de causar daño puede oponerse algunos factores como son: la 
edad, el error, la ignorancia, la fuerza física o moral, la falta de conciencia, el instinto de 
conservación de la vida, la defensa de la familia y de los bienes. 
TEORÍAS: 
TEORÍA DE LA VOLUNTAD. 
 
Es considerada como la teoría clásica, que considera como condición primordial la voluntad del 
agente, y en segundo plano la representación del acto. 
 
Su máximo representante es (Carrara, 1956, pág. 73) quien define al dolo como “la voluntad más 
o menos perfecta de realizar un acto que se sabe contrario a la ley”. Es decir, el dolo supone el 
elemento intelectivo, que es la intención, y la consciencia de estar quebrantando una ley. 
Además este autor  manifiesta en otra de sus obras que no se trata de conocer cuál de los dos 
aspectos deben concurrir para formar el dolo, puesto que, todos estamos de acuerdo en que para 
la existencia del dolo deben siempre concurrir estos dos elementos. Tomando en cuenta lo que 
nos dice este autor vemos que no se considera a la representación dentro de su concepto, sino 
más bien  toma al elemento de la voluntad, como parte sustantiva del dolo y no del intelecto. 
Con lo cual una persona actúa dolosamente cuando ha sido consciente de una acción que se sabe 
que es ilícita, la reprochabilidad resulta de esa consciencia y de esa voluntad.  
 
No podemos hablar de una teoría voluntarista pura, afirmando que esta desconoce totalmente al 
intelecto, sino más bien se trata de considerar como sustancial y preferente la participación de la 
voluntad sobre la representación. Además el voluntarismo a más de  querer la acción, también 
toma en cuenta la intención de producir el hecho dañoso y antijurídico. 
 
(Reyes Echandía, 1997, pág. 36) En una de sus obras cita a Pannain que al respecto de la teoría 
de la voluntariedad, y específicamente a la definición de Carrara manifiesta que “el dolo no 
consiste en querer la violación de la ley, y añade que cuando el ladrón sustrae cosa ajena no lo hace 
para violar la ley; lo que quiere es apoderarse de algo que no es suyo; cosa distinta es que como 




TEORÍA DE LA REPRESENTACIÓN.  
 
Uno de sus más grandes representantes es (Von Liszt, págs. 397-398) el que afirma que el “dolo 
es la representación del resultado que acompaña a la manifestación de la voluntad; de donde se 
desprende que dicho concepto comprende los siguientes aspectos: a) la representación del acto 
voluntario, así como de las circunstancias en que se va a ejecutar; b) La previsión del resultado, y c) en 
los casos de acción, la representación de la causalidad del acto y en los de omisión, la representación del 
no impedimento del resultado”  
 
La representación envuelve todos los resultados representados y previstos como consecuencia 
de la acción, aunque ni hayan sido buscados directamente. Incluye así mismo aquellos 
resultados que el agente debió prever, como en el caso de los preterintencionales. 
 
Esta teoría parte del supuesto de que la parte esencial para la existencia del dolo es la 
representación del resultado, lo intelectivo, y después va la voluntad de actuar; Existen también 
críticas a esta teoría, y al respecto, (Pérez, pág. 270) manifiesta que “la mera representación no 
consentida del resultado no es suficiente para constituir el dolo, como en el caso del automovilista que 
admite la posibilidad de causar una muerte en la calle, y acelera confiado en su pericia”, puesto que en 
tal hipótesis solo habría culpa, dado que el sujeto confió en que tal resultado no se presentaría. 
TEORÍA FINALISTA.  
 
Esta teoría manifiesta que dentro de la voluntad está la representación total del hecho, es pues 
un querer el hecho antijurídico con representación mental el tipo. “Este querer no es ni un proceso 
sin presupuesto, ni un proceso uniforme. Un querer carente de presupuesto constituye, no dolo, sino 
instinto. Querer presupone en cierta medida, conocer. Si el autor quiere realizar un perjuicio debe 
conocer el hecho verdadero, derivándose el querer del conocer. Quien roba sabe que toma una cosa 
ajena. El dolo presupone, pues, cierto grado de conocimiento real”.  (Reyes Echandía, 1997). 
 
De lo citado podemos concluir que los finalistas acogen tanto al aspecto voluntarista y 
representativo. Si bien es cierto, que está es una teoría cuya concepción es sicológica y natural, 
no es menos cierto que ese conocimiento de los actos típicos que incluyen la voluntad y la 
acción, no incluyen la conciencia de la anti juridicidad de la propia conducta; de lo cual se 
deduce que para los finalistas cualquier persona es capaz de actuar con dolo. Es por esta razón 
que esta teoría es criticada, porque la han desplazado  a la teoría del tipo y desalojado de él lo 
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ilícito del hecho, y concluir también que los inimputables son capaces de actuar dolosamente, 
por estas razones están fuera de lo que es la culpabilidad. 
ELEMENTOS: 
 
El artículo 14 del Código Penal Ecuatoriano manifiesta respecto al dolo que “infracción dolosa es 
aquella en que hay el designio de causar daño y puede ser: intencional cuando el acontecimiento dañoso 
o peligroso que es el resultado de la acción o de la omisión de que la ley hace depender la existencia de 
la infracción, fue previsto y querido por el agente como consecuencia de su propia acción u omisión” 
 
De lo anterior podemos deducir y concretar los elementos del dolo de la siguiente manera: 
 
 La Intención, que es su elemento característico. 
 La Previsión o representación del resultado dañoso. 
 La voluntad de actuar 
 
Uniendo estos elementos podemos decir que el dolo es la voluntad que convertida en intención 
se dirige a ocasionar un resultado dañoso previsto o representado. 
 
En el punto anterior que tratamos en este capítulo hablamos ya sobre la voluntad y la intención 
en el dolo, pero no está por demás el ampliarlo y aclararlo tomando en cuenta que son elementos 
fundamentales para la existencia del dolo. 
LA INTENCIÓN. 
 
Es el factor característico o “la fuente de donde broto siempre la esencia delictiva”. Como ya 
habíamos anteriormente definido lo que es la intención, al hablar sobre la breve introducción del 
dolo y la culpa,  acudimos nuevamente para comprenderla mejor a través de la síntesis que de 
ella hace el Doctor (Lozano y Lozano, pág. 122) en los siguientes términos: 
 
“Todas las acciones del hombre tienen un valor en cuanto constituyen la expresión de una intención. Aún 
en la vida diaria apreciamos las acciones humanas de acuerdo con la intención que las determina. Se 
comprende que desde los comienzos de la historia penal, se estudiara dicho elemento, que, como es 
natural, no tuvo ninguna importancia dentro de las condiciones sociales primitivas, porque entonces se 
atendió más a la materialidad de los hechos que a sus aspectos subjetivos. De modo que aún en los libros 
religiosos primitivos y en las leyes bárbaras de la Edad Media basta la constancia del hecho criminal, 
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material, para constituir el delito, sin que el criterio intencional surja a un plano elevado. La legislación 
romana sí elaboró la doctrina de la intención, aunque no de una manera sistemática. Fueron después los 
primeros criminalistas italianos del siglo XIII y sus sucesores los que le dieron un desarrollo a la 
consideración del elemento subjetivo, especialmente bajo la influencia del derecho canónico, el cual 
inspirado sobre todo por conceptos de moralidad, cuidaba mucho del aspecto espiritual del acto humano. 
La Escuela Clásica después, desde Beccaria en adelante, ha constituido sistemáticamente la teoría de la 
intención criminosa formulando la tradicional distinción entre dolo, la culpa y el caso. La intención 
criminosa tiene lógicamente un punto de llegada, que es el efecto que el autor del delito quiere realizar 
con su propia acción; y la misma palabra, que viene del latín intendere, expresa este concepto; indica 
que se tiende hacia un determinado objeto que es por consiguiente, en la mente del que obra, una 
previsión”. 
 
Para este autor el dolo se funda en el concepto de la libre acción humana. La acción se supone 
libre y voluntaria en el hombre a fin de establecer responsabilidad. Es decir que al hablar de 
delito doloso, estamos frente a la violación de la ley Penal con voluntad y conciencia, sea 
mediante una acción o una omisión. 
LA PREVISIÓN. 
 
El segundo factor que consideramos, como elemento constitutivo del dolo, es la previsión o 
representación del resultado dañoso por parte del agente. Prever significa “Proyectar un juicio en 
el porvenir, pronosticando que de nuestra conducta se seguirá un determinado resultado, con relaciones 
de causa y efecto”. (Atavilla, pág. 2) 
 
En el acto delictuoso el agente mediante la previsión se da cuenta perfecta del resultado de su 
acción y a pesar de ello, se decide a obrar. Aquí encontramos la razón que nos asiste para 
considerar este fenómeno como elemento del dolo. 
 
En este punto, queremos también reforzar nuestra opinión con las palabras del eminente 
tratadista (Lozano y Lozano, págs. 122-123): “El que quiere cometer un robo, prevé el efecto de su 
acto y quiere el acto y todas sus consecuencias. Bien hicieron pues los grandes penalistas al tomar la 
previsión y la posibilidad de previsión como criterio distintivo entre l dolo, culpa y el caso. Pero en el XX 
los neoclásicos italianos trasplantaron de Alemania el principio de la causalidad, para sustituirlo al de 
previsión, sobre todo al distinguir entre el dolo y la culpa. Ciertamente que el vínculo de causa a efecto 






Pero es un error abandonar el de la previsión, que responde admirablemente a la realidad de las cosas. 
En el dolo el autor prevé, quiere y espera realizar el efecto que resultará de su acción delictuosa. En la 
culpa el efecto final sería previsible según la experiencia común, pero el que obra no prevé al ejecutar 
concretamente su acción. Aquel que queriendo matar a una persona prepara el arma, se le acerca, le 
dispara a corta distancia, prevé el efecto de su acción, puesto que es de esperarse que un tiro disparado 
a corta distancia sobre el cuerpo de un hombre lo mata; y de otra parte el individuo quiere el efecto que 
prevé. 
 
Por el contrario, en el ejemplo del cazador que dispara sobre una cerca, esperando matar a un animal, y 
sin verlo, causa el homicidio de un hombre que allí estaba, el efecto ciertamente era previsible, puesto 
que detrás de una cerca puede estar siempre un hombre, pero en la ocasión concreta el agente no previó, 
y por consiguiente no pudo querer el efecto producido”. 
LA VOLUNTAD. 
 
El estudio, siquiera somero, de la voluntad del hombre, es importante para un conocimiento más 
o menos preciso del dolo, pues si este concepto solo puede ser referido al acto humano y solo es 
acto humano el hecho voluntario, no podemos seguir adelante sin dejar sentado qué se entiende 
por voluntad. 
 
Partiendo del principio de que el acto humano no existe sin voluntad, habremos de referirnos a 
las expresiones “lo querido” y “no lo he querido” como reveladoras de algo que está en la 
conciencia del hombre; de tal suerte que cuando el agente de un acto delictuoso quiere un 
resultado y lo consigue mediante el ejercicio de su libre voluntad, nos encontramos con que esta 
se halla formando parte integrante del fenómeno dolo, en asocio de los dos elementos antes 
estudiados. 
 
Tan fundamental es el elemento voluntad de actuar en el dolo, que para muchos expositores, 
aquel solo es necesario para que este se tipifique. Cabe anotar que para considerar doloso un 
acto del hombre, es necesario, además de la intención y del conocimiento de las consecuencias 
dañosas del mismo, que sea ejecutado sin presiones, es decir, que goce el actor de la libertad de 
voluntad, de la facultad de escoger entre diversos motivos de conducta presentados a su 
consideración, de decidirse por medio de su libre arbitrio, cuya existencia se la afirma 




CLASES DE DOLO 
 
Aunque lo sustancial del dolo es la intención de causar daño, la previsión y la voluntad del 
agente activo; la doctrina nos ofrece una gran variedad de esta figura que pasaremos 
inmediatamente a revisarlas:   
 
DOLO GENÉRICO.- Consiste en la mera voluntad de realizar la conducta descrita en la ley 
penal como delito y su resultado cuando este aparece legalmente exigido, sin un fin 
determinado.  
 
DOLO ESPECIFICO.- Cuando el agente persigue un fin relevante para la ley, es decir, el 
propósito de obtener una determinada y particular finalidad, un fin específico, es propio de cada 
delito. Por ejemplo en las lesiones hay la intención de causar daño en el cuerpo, pero no de 
matar,  
 
DOLO DETERMINADO.- Cuando la voluntad consciente del autor apunta inequívocamente 
hacia un resultado previsto en el tipo penal. Por ejemplo A quiere matar a B, y hacia tal evento 
orienta su acción, es decir, la acción apunta a un resultado único, ya representado.  
 
DOLO INDETERMINADO.- Cuando ante varios resultados probables, el agente dirige su 
acción consciente y voluntaria hacia la producción de cualquiera de ellos. “el dolo indirecto se 
determina por el resultado”. (Maggiore, pág. 587) 
 
DOLO EVENTUAL.- Es cuando el agente se propuso realizar un hecho, y en efecto lo realizó, 
pero el resultado fue mayor que el querido, más allá de lo que se propuso. El sujeto activo en 
este caso debe responder de toda consecuencia. Es decir, que quien pone en peligro debe 
afrontar las consecuencias. Este tipo de dolo está más allá de lo simplemente imprudente de lo 
culposo. Por ejemplo alguien quiere matar  a  A,  pero sabe que puede causar la muerte de otras 
personas por hallarse en el lugar donde está la víctima, para el autor esto le es indiferente, ya 
que su único fin es matar al sujeto A; en este caso el autor responderá por dolo directo en contra 
de A, y de dolo eventual en contra de los otros. 
 
Dentro del dolo eventual se debe prever un resultado, no debe escapar aquello que puede 




La intención de causar un daño menor que el que efectivamente resultó, tiene que deducirse de 
lo racionalmente posible, del daño causado, del medio empleado, de los antecedentes, de la 
forma como se ejecuta el acto. 
 
DOLO DIRECTO.- Cuando en autor ha previsto y querido los resultados de su acción u 
omisión y aquellos corresponden a su intención. En otras palabras cuando el propósito del autor 
consiste en llevar a efecto un delito.  
 
DOLO INDIRECTO.- Cuando junto al resultado antijurídico previsto y querido, surge otro 
que está ligado con el primero y que el agente acepta como secuela natural del primero, es decir 
cuando la acción no fue representada, y la voluntad iba dirigida a producir un resultado 
diferente, la intención era distinta. Por ejemplo cuando unos sujetos se proponen asaltar un 
local, y en el curso de esta operación se interpone un vigilante, a quien por huir dan muerte; en 
este caso, existe dolo directo respecto del asalto al local, y dolo indirecto en relación con el 
homicidio.  
 
DOLO DE LESIÓN.- llamada también de daño, se refiere a todas aquellas situaciones en las 
que el agente prevé y quiere la realización de aquella conducta que destruye o disminuye en 
interés jurídicamente tutelado en el tipo penal.  
 
DOLO DE PELIGRO.- Se da cuando la conducta a la que se dirige la voluntad consciente del 
autor implica un riesgo de destrucción o disminución del interés jurídicamente protegido. Por 
ejemplo envenenamiento o contaminación de aguas. 
 
DOLO DE IMPETU.- Sucede cuando la voluntad culpable surgió en el agente súbitamente, 
violentamente, de improviso, como consecuencia de un cambio anímico. Según (Maggiore, pág. 
593) no modifica “la cualidad sino la cantidad del dolo y vale como atenuante cuando se trata de 
reacción en estado de ira o de intenso dolor causado por grave e injusta provocación”.  
 
DOLO DE PROPÓSITO.- Llamado también premeditado, Cuando de la idea maliciosa y el 
hecho delictivo, media un lapso más o menos considerable durante el cual la voluntad 
consciente madura su determinación de realizar el comportamiento antijurídico.  
 
DOLO ANTECEDENTE.- Llamado también inicial es aquel que precede a la conducta 
descrita en la ley como delito o contravención, aquel que existe desde el principio de la acción, 
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pero que luego viene a faltar. Por ejemplo, el sujeto que manda una bomba, y que luego se 
arrepiente y trata de evitarlo. 
 
DOLO CONCOMITANTE.- Es cuando el dolo acompaña al agente en todo el desarrollo del 
acto delictivo; o cuando surge en el transcurso de un acto lícito la cual se transforma de 
delictiva. 
 
DOLO SUBSIGUIENTE.- O sobrevenido se da cuando el agente realiza un acto lícito, y 
descubre que va a producir un daño y entonces omite el deber de actuar para evitarlo, a 
sabiendas de que vulnera así un interés penal tutelado. Un claro ejemplo es el abuso de 
confianza. 
ESENCIA Y PRESUNCIÓN LEGAL DEL DOLO. 
 
El artículo 14 del Código Penal Ecuatoriano dice: “...La infracción dolosa, que es aquella en que 
hay el designio de causar daño, es: 
Intencional, cuando el acontecimiento dañoso o peligroso, que es resultado de la acción o de la omisión 
de que la ley hace depender la existencia de la infracción, fue previsto y querido por el agente como 
consecuencia de su propia acción u omisión; y, 
 
Preterintencional, cuando de la acción u omisión, se deriva un acontecimiento dañoso o peligroso más 
grave que aquel que quiso el agente...” 
 
En este artículo esta la esencia del dolo. Cuando decimos el designio de causar daño, nos 
estamos refiriendo al propósito, al ánimo, al pensamiento aceptado por la voluntad de producir 
un mal, de causar dolor de lesionar un interés sea individual o social, que es resultado o 
consecuencia del delito.  
3.4. CLASIFICACIÓN DE LAS CONTRAVENCIONES 
 
La violencia intrafamiliar está contemplada como una contravención de tercera o cuarta clase, 
están tipificadas en los artículos 606 y 607 del Código Penal. 
 
¨Art. 606.- Serán reprimidos con multa de ¨siete a catorce dólares de los Estados Unidos de Norte 




¨Art. 607.- Serán reprimidos con multa de ¨catorce a veinte y ocho dólares de los Estados Unidos de 
Norte América¨ y prisión de cinco a treinta días, o con una de estas penas solamente… 
 
Art. 607.3.- Los que voluntariamente hirieren  o dieren golpes a otro, causándole enfermedad o 
incapacidad para el trabajo personal que no pase de tres días.¨ 
 
En el Ecuador el sistema de administración de justicia en materia penal divide las competencias, 
de acuerdo a la gravedad de la falta.  ¨El juzgamiento de infracciones menores o contravenciones son 
atendidos por instancias judiciales del Ejecutivo, mientras los delitos son conocidos por los jueces y 
tribunales del Poder Judicial. Las instancias judiciales que dependen del Ejecutivo a través del 
Ministerio de Gobierno y Policía (hoy Ministerio del Interior), tienen distinta circunscripción territorial, 
y son: las Intendencias de Policía  que operan a nivel provincial, las comisarías nacionales de policía y 
comisarías  de la mujer y la familia cuya competencia es a nivel cantonal (municipal), seguidas por las 
tenencias políticas que actúan en el nivel parroquial que es la unidad político administrativa más 
pequeña dentro de la organización política ecuatoriana. En todas ellas se resuelven conflictos o 
infracciones de menor cuantía, cuya máxima sanción de prisión que pueden imponer es de siete días. 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 
 
Establece en relación con la denuncia, cuando se trata de un delito: 
 
¨CPP. Art. 42.-  La persona que conociere que se ha cometido un delito de acción pública, excepto 
aquella a quien la Ley se lo prohíbe, debe presentar su denuncia ante el fiscal competente, la Policía 
Judicial o la Policía Nacional. ¨ 
 
¨Art. 45.- Prohibición.-  No se admitirá denuncia de descendientes contra ascendientes o viceversa, ni de 
un cónyuge contra el otro, ni de hermano contra hermano, salvo los siguientes casos: 
Los previstos en las leyes de protección de la mujer y la familia; y, 
Cuando entre el ofendido y procesado exista uno de los vínculos mencionado en el primer párrafo de este 
artículo. ¨ 
 
¨Art. 46.- La fiscal o el fiscal ante quien se presente la denuncia hará que el autor la reconozca sin 
juramento, advirtiéndole sobre las responsabilidades penales y civiles originadas en la presentación de 
denuncias temerarias o maliciosas. ¨ 
 
Libro Quinto, Juzgamiento de las Contravenciones 
 
Cuando se haya producido una contravención: 
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En el artículo 390 determina el juzgamiento de las contravenciones y establece la competencia 
para conocer y juzgar: son competentes los jueces de contravenciones que  establezca  el Código  
Orgánico de la Función Judicial, dentro de la respectiva circunscripción territorial. 
 
En efecto, el Código Orgánico de la Función Judicial, establece en los artículos 231, 232, 234, 
que serán competentes para conocer y sancionar la violencia intrafamiliar, las juezas y jueces 
de:  Contravenciones, de Violencia contra la Mujer y la Familia, de la Familia, Mujer, Niñez y 
Adolescencia y los Jueces únicos, que son las/los que deberán conocer y sancionar la violencia 
intrafamiliar, en la actualidad, donde no haya y Comisarías de la Mujer y la Familia Juzgados de 
Contravenciones, serán las intendencias, tenencias políticas o comisarías nacionales las 
encargadas del tema. 
 
En esta Ley no se toma en cuenta a las actuales Comisarías de la Mujer y la Familia, pues se 
encuentran en período de transición, hasta que se haga efectivo el nombramiento de juezas y 
jueces de violencia contra la mujer y la familia, será entonces que formarán parte de la Función 
judicial. 
 
En este Código se establece que las instancias actuales de denuncia para los casos de violencia 
que no constituyen delito son: los Juzgados de Contravenciones, Juzgados de Violencia Contra 
la Mujer y la Familia, Juzgados de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia y Juzgados Únicos. 
 
Al respecto debo manifestar que los Juzgados que ya se encuentran operando son los de 
Contravenciones. 
 
3.5. TRATAMIENTO PROCESAL PARA EL JUZGAMIENTO DE LAS 
CONTRAVENCIONES. 
 
COMPETENCIA:  Son  competentes para conocer u juzgar las contravenciones , los 
Intendentes, subintendentes y comisarios de policía , y los tenientes políticos, dentro de la 
respectiva sección territorial, de acuerdo con lo que dispone el artículo 435 en concordancia con 
el artículo 10 del Código de Procedimiento Penal. 
 
Las contravenciones son juzgadas de acuerdo a su naturaleza; es decir que las contravenciones 




INICIATIVA.-   Las contravenciones pueden juzgarse de oficio o a petición de parte de 
acuerdo con el artículo 490 del Código de Procedimiento Penal.  
 
CITACIÓN.- Cuando el juez competente llegara a tener conocimiento  que se ha cometido 
alguna contravención  manda a citar al acusado para el respectivo juzgamiento. 
 
La  citación se hará por medio de una boleta  en el que conste el día y la hora en que debe 
comparecer el citado, la misma que será entregada a este `por el secretario del juzgado o por 
algún agente de la autoridad. Si el acusado no fuere encontrado la boleta será entregada  a 
cualquier persona que se encuentre en el domicilio del acusado. 
 
En la boleta se hace constar el motivo de la situación  y si el acusado no tiene domicilio 
conocido se hará comparecer por medio de los agentes  de la autoridad, de acuerdo con el 
artículo 441 del código antes mencionado.   
PROCEDIMIENTO PARA EL JUZGAMIENTO Y SANCIÓN DE LAS 
CONTRAVENCIONES 
 
CONTRAVENCIÓN DE PRIMERA CLASE.-  De acuerdo con el artículo 443 del Código de 
Procedimiento Penal para el juzgamiento de estas contravenciones, una vez que se ha 
comprobado la existencia de la contravención, luego de escuchar al acusado dicta sentencia, la 
misma que se hace constar por escrito en un libro especial que el juez deberá  firmar y rubricar  
junto con el secretario en cada folio. 
 
CONTRAVENCIONES SEGUNDA, TERCERA Y CUARTA CLASE.- Para el juzgamiento 
de estas contravenciones, sea de oficio o mediante acusación particular, entregada la boleta de 
situación al acusado, se pondrá en su conocimiento los cargos que existen contra él o se le citará 
la acusación particular  de haberla para que la conteste en el plazo de 24 horas. 
 
Si hubiera hechos deban justificarse  se concederá el plazo de prueba de seis días, vencido el 
cual el juez dictará sentencia; sino existen hechos justificables el juez  dictará sentencia en el 
plazo de 24 horas, como lo indica el artículo 444 del Código de Procedimiento Penal. 
 
SENTENCIA.- de conformidad con el Art. 448 del código de Procedimiento Penal,  y, de 
conformidad con el Art. 76 de la Constitución de la República, la sentencia dictada por el Juez 
será motivada y deberá contener o absolver; si fuere condenatoria se ordenará el pago  de costas 
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y se mandará apagar los daños y perjuicios  si se hubiere propuesto acusación particular. Si la 
Sentencia fuere absolutoria  se condenará en costas al denunciante o acusador particular  que 
hubiere procedido temerariamente; la liquidación de costas la hace el mismo juez de la causa.  
 
TRANSACCIÓN.-  Este es un tema muy importante, pues  según el artículo 447 del Código de 
Procedimiento Penal en las contravenciones que se refiera una propiedad, a la honra de las 
personas o lesiones  que no excedan de tres días de curación el juez podrá  autorizar que el 
proceso, si lo hubiere, o la reclamación en caso contrario concluya mediante transacción entre 
las partes o por desistimiento. 
 
Las multas que se imponen los que transigen  se cobrarán por apremio real, por parte del propio 
juez que realiza la transacción. 
 
El acuerdo transaccional se hará constar en acta que será firmada por el juez, las partes y el 
secretario. 
 
NO EXISTENCIA DE RECURSO.- En las sentencias dictadas por el contravenciones no 
habrá recurso alguno a salvo el ejercicio de la acción de indemnización por daños y perjuicios 
contra el juez que la dictó, acción que podrá ejercerse dentro de los 15 días  contados desde la 
fecha de la última notificación  de la sentencia. Esta acción se deduce ante el Juez de garantías 
Penales  de la respectiva jurisdicción, quien presentada la demanda pedirá al juez el informe de 
policía contra el que se intentaré, concediéndole el término de tres días para que lo emita.   
 
Junto con el informe se enviará copia de todas las diligencias materia de la demanda, o el mismo 
expediente original. Si hubiere hechos que deba justificarse se concederá el plazo de prueba por 
seis días, después de lo cual se dictará sentencia, de la que no habrá recurso alguno. 
 
El juicio se sustanciará en papel simple, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 449 y 
451 del Código del Procedimiento penal. 
 
CONTRAVENCIÓN INFRAGRANTI.- Si una persona es sorprendida cometiendo  una 
contravención  será  aprehendida por loa agentes de la autoridad y llevada inmediatamente ante 
el juez competente  para su juzgamiento.   
 
Este criterio lo comporte (Suárez, 1996, pág. 41), al decir que, “Lo bueno o malo no es el conflicto, 
sino la forma como se lo encara y el proceso que deviene a partir  de él, que lleva a agudizarlo y 
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producir verdaderas “guerras” o a manejarlo o a conducirlo para buscar solucionarlo. También es 
cierto que hay determinadas  condiciones que ayudan evitar la creación de nuevos conflictos.” . 
 
La palabra conflicto tiene algunas concepciones, desde el punto de vista de la psicología es una 
realidad intrínseca, tomando la clasificación del doctor Peña nos manifiesta que debemos 
distinguir entre conflictos subjetivos   y conflictos intersubjetivos.   
 
“El conflicto inter … o conflicto subjetivo, es el tema fundamental del psicoanálisis y ha sido tratado 
también por otras escuelas como el estructuralismo y la reflexología, … el conflicto subjetivo o un 
conflicto entre reglas  diversas de decisión  o un problema de debilidad de voluntad. En cambio el 
conflicto intersubjetivo que es el que en particular nos interesa una o varias personas persigue una meta 





















4. LA MEDIACIÓN EN LAS CONTRAVENCIONES 
4.1. ARGUMENTO DE ADMISIBILIDAD DE LA MEDIACIÓN  EN LA 
CONTRAVENCIÓN POR VIOLENCIA DE GÉNERO. 
 
Tomando las palabras  del doctor (Autores & Carlos Peña González, 1999, pág. 31) respecto al 
conflicto: “… desde el punto de vista del análisis social  ni el conflicto, ni tampoco, las formas de 
resolverlos son los que los abogados, o quienes participan de la llamada dogmática jurídica, suelen 
creer”. 
 
Ester criterio lo comparte (Suárez, 1996, pág. 14) al decir que: “Lo bueno o malo no es el conflicto, 
sino la forma como se lo encara y el proceso  que deviene a  partir del él, que lleva a agudizarlo y 
producir verdaderas “guerras” o a manejarlo  o conducirlo para buscar  solucionarlo. También es cierto 
que hay determinadas condiciones que ayudan a evitar la creación de nuevos conflictos”.  
 
La palabra “conflicto” tiene algunas concepciones, desde el punto de vista de la psicología es 
una realidad intrínseca,  tomando a la clasificación del doctor Peña  nos dice que debemos 
distinguir entre conflictos  subjetivos y conflictos intersubjetivos. 
 
“El conflicto interior, o conflicto subjetivo, es el tema fundamental del psicoanálisis y ha sido tratado 
también por otras escuelas como el estructuralismo  y la reflexología, … el conflicto subjetivo o un 
conflicto entre reglas  diversas de decisión  o un problema de debilidad  de voluntad. En cambio el 
conflicto intersubjetivo que es el que en particular nos interesa, una o varias personas persiguen una 
meta única.” . (Varios Autores, pág. 83) 
 
Frente a los conflictos existen varias formas de solucionarlos, sin embargo,  no todas estas las 
asumen los abogados. 
 
Los tratadistas,  continuamente están buscando soluciones frente a éstos problemas,  soluciones 
que reforman de cierta manera el sistema  de administración de justicia. 
 
Refiriéndonos nuevamente al doctor Peña, quien nos señala en su artículo una herramienta 
valiosa para el análisis del conflicto que es la “teoría del juego” que, “En términos generales, y 
dada la condición de racionalidad estratégica, cualquier conflicto que produjese las condiciones del 
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dilema  conducirá a que los actores, movidos por su propia racionalidad, actuaran en contra de aquello 
que, en verdad, los favorece”. (Varios Autores, pág. 36) 
 
Como podemos observar, los conflictos,  que en el campo jurídico se los puede identificar  con 
la denominación de “litigio”, que son conflictos pero sujetos a ciertas reglas y cuyas partes son 
representadas por abogados, pueden ser resueltos por diversos mecanismos, todos ellos 
destinados a actuar  eficientemente y de manera definitiva. 
 
Pero, lamentablemente a través de la historia podemos  darnos cuenta que el sistema de justicia 
ordinario ha resultado ineficiente en varios casos, y que se han hecho muchos, intentos por 
varios juristas, por cambiar la forma de administrar justicia. Se han propuesto algunas solucione 
para el cambio, entre las cuales se encuentran los llamados “soluciones alternativas de conflictos”, 
existe sobre esto abundante bibliografía, cada autor describe y argumenta la admisibilidad de 
cada método. 
 
Estas formas alternativas de soluciones como los procesos no advérsales, de resolución de 
conflicto, entre los cuales encontramos a la transacción, la conciliación y la negociación. 
Debemos tener en cuenta que estos se diferencian  de los adversariales  (juicio, arbitraje) en que 
no se basa de la disputa en qué más puedo diferenciarse. 
 
La materia de estudio de esta tesis, es la aplicación de la mediación a la solución pacífica de las 
controversias derivadas por violencia intrafamiliar, en el campo de las contravenciones 
especialmente, concretamente en el ámbito de los  denominados casos contravencionales de 
violencia doméstica. 
 
Nos empeñamos en buscar los  argumentos más escondidos para decir  que la mediación es la 
panacea y que es la solución para todo lo referente  a este punto. Por su puesto que analizamos 
los criterios más destacados para defender la admisibilidad de la Mediación; pero, también 
analizaremos las críticas  y los respetables conceptos tradicionales  de los tratadistas en materia 
penal.  
 
La finalidad última del derecho penal podemos decir que esta protección de los bienes jurídicos 
que esta sociedad considera  importantes para su sometimiento, esta protección como todos 
sabemos se la hace a través de la coacción, la imposición  de una pena a quien se enmarque en 
la tipicidad establecida en la Ley, lamentablemente como a diario podemos deducir  de las 
noticias que vemos, decimos o escuchamos y como bien lo menciona el doctor (Henry Issa, 
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1992, pág. 1). “Por una parte, se ha observado que la sanción penal no disuade y que, la cárcel, 
sanción por excelencia,  solo cumple el cometido de contener... ”, una gran verdad ha mencionado 
este profesional, que la sanción penal no está cumpliendo con su objetivo, verdad que la 
debemos asumir con responsabilidad, con esto nos referimos a que debemos plantear ideas y  
ver las posibilidades que tienen. 
 
El dialogo, fruto de la palabra del hombre, forma adecuada y válida de resolver  los más 
variados conflictos del ser humano, puede resultar una respuesta verdadera y que no solamente 
solucionará los problemas antes mencionados, sino que puede contribuir con la paz y la armonía 
de la sociedad. 
4.1.1NUEVAS CONCEPCIONES DEL DERECHO PENAL QUE HACEN POSIBLE LA 
MEDIACIÓN 
 
El Derecho Penal, como bien lo anota el doctor (Gómez Albán, pág. 1) “Fuera del ámbito  
estrictamente jurídico, la sociedad considera al Derecho Penal, a las leyes penales, como un mecanismo 
de control social y de represión, conjuntamente con la policía y los jueces, que se ha vuelto necesario 
porque la experiencia  de la vida social demuestra que, en determinados momentos, ciertos individuos 
incurren en conductas que atenta gravemente contra los derechos de los demás y que en general, 
desconocen las reglas básicas que rigen la convivencia”.  
 
En la sociedad, desde su misma formación han existido personas, que por diversidad de factores 
afectan  los derechos de sus semejantes o abusan de los derechos de los mismos, estas conductas 
repetidas no hicieron más que generar controles,  que han ido cambiando dependiendo del 
desarrollo de la sociedad y de las formas inventadas por el hombre con el fin de reprimir o 
deducir estas conductas, es así, que se procura sistematizar estos mecanismos, esto se lo hizo a 
través de un conjunto de normas que regularían la conducta de las persona, con la característica 
especial de la coercibilidad, es decir con la  facultad de sancionar por parte del Estado a quien 
incurra en las conductas de la norma penal.   
 
Lo anterior nos lleva a reflexionar sobre el fundamento filosófico, jurídico del ius punendi 
(derecho de castigas), sobre el cual se ha dado infinidad de criterios y por los más distinguidos 
tratadistas, refiriéndonos al Ecuador tenemos que la doctora Pilar Sacoto de Merlyn en su libro 
“Compendio de Introducción al Derecho Penal” hace un correcto  análisis sobre el fundamento de la 




Partiendo de la doctrina tradicional del Derecho Penal que lo considera desde un punto de vista, 
esto es:”… subjetivamente, como la facultad o potestad moral inherente  a la persona, que le permite 
hacer, no hacer o exigir algo de otro; y objetivamente como la norma jurídica positiva, a través de la 
cual se reconoce la facultad  de esa persona, se la regula y limita. Se trata,  por lo tanto,  de dos 
componentes correlativos; El derecho subjetivo se manifiesta y concreta a través del derecho objetivo”. 
(Albán Gómez, pág. 1) 
 
Además, debemos recalcar que la consideración de un derecho penal  subjetivo es la base del 
Ius Punendi. 
 
Por otra parte, cabe anotar que, `posteriormente a estas primeras concepciones del Derecho 
Penal donde de cierta manera  influía la religión para la imposición  de  las penas y el manejo de 
estas `por parte  de los poderosos,  o de las autoridades para mantenerse en el poder, aparecen 
nuevas concepciones sobre el Ius Punendi, tal es así como lo anota la doctora Pilar Sacoto de 
Merlyn a Giandomenico Ramacnosi, quien a mediados del siglo XX escribía: “ Diremos que la 
verdadera causa fundamental y el verdadero  fundamental del derecho penal no es otra cosa que el amor  
la fuerza para conservarse y para ser feliz, o sea,  la fuerza que repele el dolor, aprobada por la 
naturaleza y dirigida por la igualdad inseparable de todos los hombres que componen la sociedad, no 
tomados aislada sino colectivamente y en cuanto viven en comunidad”. (Ramacnosi, 1995, pág. 87) 
 
La doctora (Sacoto, pág. 90), al respecto manifiesta “ No estar de acuerdo en que el derecho de 
castigar sea un derecho subjetivo del estado, reconoce, sin embargo que el castigo es impuesto por el 
Estado,  al decir que es para ponerle un límite  a la coerción penal, que es evidente que se encuentra en 
manos del Estado”. 
 
Debemos también mencionar que solamente los anarquistas han negado en su totalidad al Ius 
Puniendo, esto debido a su doctrina acerca de la organización de la sociedad  prescindiendo de 
toda autoridad. Sin embargo,  como podemos ver a través de la historia  muchos son los 
argumentos de admisibilidad del us Ouniendi, sin embargo este se encuentra limitado; porque si 
bien el Estado es el encargado de proteger  el bien jurídico, debe hacerlo son generar más 
violencia  de la que pretende evitar;, a lo que nos referimos con esto es quel Ius Puniendo, si 
bien es paparte del Derecho Penal utilizada como el mecanismo de defensa de la sociedad frente 
a hechos violentaos que atenta contra toda su estructura , no es menos cierto que el mecanismo 
de defensa no debe ser violento de lo que trata de frenar  como ocurre actualmente. 
 
A pesar de que en el Ecuador, por las características del Derecho Penal en General, se ha optado 
por criterios autoritarios  por parte del Estado puede acarrear  cierta resistencia,  para nuestro 
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criterio el derecho de castigar no puede ser  visto como facultad única del Estado frente a 
determinadas conductas que actualmente se las considera como delitos. Esto ocurre por ejemplo 
con los delitos de acusación particular en donde se necesita que el ofendido inicie el proceso  a 
través de su acusación particular para que el estado pueda accionar todo su mecanismo judicial;  
además este criterio se recoge con más fuerza  en el Código de Procedimiento Penal  que como 
lo habíamos establecido clasifica  a la acción penal y determina que existe  la acción pública de 
instancia particular, la que efectivamente será ejercida por el fiscal pero únicamente previa la 
denuncia o acusación del ofendido, también encontramos que los delitos de instancia privada se 
aumenta.    
 
Por otra parte, debemos pensar en cómo se encuentra actualmente el sistema penal, el cual cada 
día se torna más violento, la justicia administrada por los jueces se tarda demasiado, la sociedad 
teme la actuación corrupta de los jueces y se encuentra inconforme  con la labor del legislador.  
 
Debemos replantear y observar detenidamente si el sentido del derecho penal es el que tenemos 
actualmente y qué medidas se deben tomar para el cambio decidido pero prudente en ciertas 
concepciones. 
 
Actualmente existen nuevas teorías en materia pena, estas han surgido con el fin  de crear 
alternativas a los problemas antes mencionados, tal es así que se habla de abolicionismo, 
despenalización,  diversificación , de la intervención mínima y la solución  alternativa de los 
conflictos penales. 
 
Con respecto al abolicionismo podemos decir que debemos tomarlo en su aspecto positivo, y 
pensar en su diversidad de propuestas. El Koury lo enmarca dentro del Cristianismo, 
anarquismo, liberalismo y marxismo, señalando como base de esta teoría algunos puntos como: 
 
“Las normas del sistema de justicia penal no cumplen  con las funciones esperada: El sistema funciona 
de una manera deficiente y actúa solo en casos esporádicos, esto se reafirma con el alto porcentaje que 
se conoce como la “cifra oscura del derecho penal”; además,  actúa en los mismos valores que dice 
combatir. 
 
El sistema de justicia penal degrada al ser humano, lo estigmatiza y lo conduce a perder la dignidad. Se 
puede decir que fabrica al culpable y una vez seleccionado el sujeto sigue siendo socialmente rechazado. 
 
La ejecución de la pena resulta estéril, aniquila al sujeto al producirse efectos irreparables que en forma 
alguna rehabilitan o lo restauran. 
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La víctima es dejada a un lado”. (El Khouty, 1992, pág. 6) 
 
Descriminalización, que es la no actuación del Estado en forma punitiva frente a una 
determinada conducta, esto ha ocurrido por ejemplo  con la descriminalización del adultero en 
nuestra legislación. 
 
La despenalización en cambio se refiere más a la pena en sí, proponiendo que las conductas que 
el legislador las considere como delitos deben ser sancionadas con una pena, pero esta pena 
debe ofrecer varias alternativas para ser cumplidas general esto se lo hace con trabajo 
comunitario.  
 
La  diversificación, que significa tener la posibilidad de detener el proceso penal para que se dé 
una solución diferente a la punitiva, se puede ver reflejada en los delitos de acusación particular 
que pueden ser terminadas mediante la transacción, desistimiento, abandono, remisión de la 
parte ofendida, o por cualquier otra forma permitida por la Ley. 
 
La intervención mínima nace de la tecnología al llevar a toda conducta una sanción, con la falsa 
ilusión de que así va a ser detenida lo que ha llegado a una exagerada intervención del estado, 
protegiendo  bienes jurídicos que propiamente no responde a una concepción real de tales. Eso  
se lo busca a través de la  descriminalización. 
 
La solución alternativa de conflictos (mediación, conciliación) a diferencia de las anteriores 
teorías se apega más a la búsqueda de soluciones en el campo privado, es decir una solución que 
nace del ofendido y el ofensor. 
 
Este tipo de teorías más que responder a una actitud política y de criterios de sistemas políticos 
como ocurriría en el anarquismo, pretende llegar a lo básico del ser humano, el diálogo que debe 
primar  frente a la violencia. 
 
También vemos ideas innovadoras en el campo pernal en su aspecto procesal, como ocurrió con 
el nuevo  o vigente Código de procedimiento Penal ecuatoriano, al igual que los nuevos Códigos 
de Procedimiento de Guatemala, Costa Rica, -Colombia; han cambiado el modelo inquisitivo, 
heredado por España y que consiste en el papel de juez hasta cierto punto absurdo, pues es él 
quien investiga en la etapa del sumari9 y finalment4 dicta sentencia, pero con todos los 
perjuicios que la investigación puede acarrear, por un modelo en el que se aplica el sistema 
acusatorio, basado en una nueva actuación del ministerio público a través del fiscal, quien 
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procede con la investigación y es el encargado de buscar todos los elementos de la acusación 
para un correcto proceso y garantía para el proceso. 
4.1.2 FINES PERSEGUIDOS POR LAS PARTES Y POR LA SOCIEDAD EN EL 
PROCESO SEGUIDO EN CONTRA DEL INFRACTOR  
 
Al seguir con  nuestro análisis del fundamento de la sanción penal,  tenemos que relacionar  
directamente con la función del derecho penal, con los fines que persigue éste y sus objetivos en 
la sociedad. 
 
El derecho penal tiene a fines básicos, el primero consiste en asegurar o proteger lo que la 
sociedad ha calificado de bienes jurídicos, el segundo consiste en mecanismo o control de 
defensa social. Para esto el derecho penal se vale de su característica de ser aflictiva es decir la 
ley penal frente al delito en la imposición de una pena. 
 
Ahora bien tenemos que la pena tiene su finalidad, sobre esto cabe anotar la preocupación del 
profesor  (Fuller, pág. 3) citado por Ernesto Albán Gómez. 
 
“El derecho en los países occidentales demuestra su estado más insatisfactorio en el campo Penal. El 
derecho ya parece considerar como una amenaza tendiente a amedrentar  a otros posibles criminales, ya 
como un acto de amenaza tendiente a amedrentar a otros posibles criminales, ya como un acto ritual de 
expiación a cargo del culpable, ya como un instrumento para erradicar al hombre culpable de la 
sociedad y proteger a esta del peligro representado por la repetición de la conducta delictiva, y, por 
último, también considera el castigo como un medio para la forma social y moral del individuo … 
mientras nosotros … no sepamos qué es lo que realmente deseamos no lograremos ninguno de estos 
fines, sino tan solo una confusión en que el crimen engendra más crimen”. 
 
Los fines descrito por nuestra Constitución  a cerca del régimen penitenciario se refiere a que el 
sistema penal y el internamiento tendrán como finalidad la educación del sentenciado y su 
capacidad para el trabajo, a fin de obtener su rehabilitación que le permita una adecuado 
reincorporación social. 
 
Describe teorías modernas sobre la función de la pena. Sin embargo, demos indicar por lo 
menos, la clasificación del penalista Jiménez de Azúa acerca del fundamento de la penal para 




Existen básicamente tres clases de teorías:  
Teorías retributivas y absolutistas. 
 
Se la denomina absolutista porque se la considera a la pena como fundamento y fin en sí misma. 
Es la consecuencia directa del delito cometido, se castiga porque se ha cometido un delito y 
debe ser castigado. 
 
Son retributivas porque  se retribuye el más causado con otro mal que es la pena y que debe ser 
proporcional al mal causado. 
 
Dentro de la teoría retributiva se han dado varias clases de teorías que responden según la 
orientación que se le da a la pena; así existía la retribución divina, que considera la violación de 
la Ley penal como una violación a la ley divina, entonces se deja de lado  todo argumento. 
 
Se destaca el criterio de darle a la pena una utilidad, entonces debemos tener presente con sus 
propugnadores que determinan que no se castiga a quien comete un delito porque lo ha 
cometido, puesto que caeríamos en un plano de vergüenza sino  para que no se quiera volver a 
cometer. Además se denominan relativas porque dependería de lo que en momento dado 
convenga para que el legislador opte por la severidad o vendad de la pena. 
 
Sobre esto también existen varias teorías así:  
 
Teoría de la prevención general que, consiste en una coacción psíquica a la colectividad, que 
busca con la pena amenazar para que no se cometa el delito. 
 
La prevención especial, está dirigida al delincuente para que no reincida; dentro de esta 
podemos ubicar al correccionalismo, que con sus propulsores considera al delincuente como un 
enfermo y la pena es la cura para poderse reintegrar a la sociedad. 
 
Teoría de la unión o mixtas. Después del análisis  de la experiencia práctica con las teorías antes 
señaladas se concluye en que el fundamento de la teoría es mixta, en donde se articula la 
retribución y  la utilidad de la Pena. 
 
La finalidad de la pena es  diversa y citando al doctor (Albán Gómez, pág. 5), “ en definitiva, se 
sanciona porque se ha cometido delito y  para que no se los cometa. Hay en la pena una base esencial de 
justicia, pero hay también una finalidad utilitaria. El acierto de la Ley penal estará en dosificar y 
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coordinar  adecuadamente tales factores, a fin de que sirva a los intereses superiores de la sociedad,  al 
bien común, pues  último  término eso pretende no solo la ley penal, sino de todo el sistema jurídico” 
 
Sin embargo si analizamos lo que en la práctica ha ocurrido con la pena, principalmente con la 
privación de la libertad, podemos constatar que todas las teorías  explican la razón de esta, pero 
además vemos que esto no hace  más que contener al delincuente,  separado de la sociedad, en 
perjuicio de este puesto que el sistema  penitenciario se ha convertido en  la institución donde el 
delincuente  se especializo o el que no es delincuente termina siéndolo. 
 
Este planteamiento unido a las falencias del sistema penal como son las exageradas conductas 
tipificadas como delitos o contravenciones , llevan cada vez  más a entorpecer todo el sistema 
penal, la cual se puede concluir después de observar  no solamente de una forma superficial, 
sino basadas en estudios profundos sobre el sistema penal. (El Khouty, 1992, pág. 17) dice: 
“Con el término relatividad queremos significar  que no es posible, primero que todo conflicto social 
deba  ser resuelto por medio del derecho sancionatorio y, segundo,  que los que deben ser resueltos en 
sede penal, sean sometidos a soluciones  lo suficientemente versátiles para  que puedan estudiar acordes 
con el proteico del grupo social”.  
4.1.3. VENTAJAS DE INCORPORAR A LA  MEDIACIÓN EN EL JUZGAMIENTO DE 
LAS CONTRAVENCIONES POR VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
 
En primer lugar  debemos señalar que la mediación como solución alternativa de los conflictos 
de violencia intrafamiliar en el Canopo jurídico  se está abriendo camino poco a poco, debemos 
recordar que el 4 de septiembre de 1997 se expide la Ley de arbitraje y Mediación, esto abrió 
grandes expectativas entre los juristas y algunas instituciones propugnadoras de esta Ley. 
 
Sin embargo, el resto de personas, en general en toda la sociedad debido a la falta de 
información o el desinterés ciudadano,  a la mediación se la mira con desconfianza, con cierto 
recelo. 
 
Con la expedición de la Ley de Arbitraje y Medicación se tuvo el respaldo legal  de poder firmar 
un acta y que esa tenga el efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada de acuerdo con el Art. 
47 de la referida ley, aun así la desconfianza de las personas naturales  en sistemas alternativos 
siguen primando mucho más si se trata de conflictos e violencia intrafamiliar que conlleven a 
conflictos penales, en los cuales se piensa que todo lo amenazado con una pena (prisión ) tiene 
sus efectos, todos los días personas vinculadas con  medios de información  difunden y piensan 
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que la solución  de todo está en agravar las penas (aumentar los años de prisión) inclusive 
cuando ocurre un crimen como consecuencia de cualquier  tipo de violencia intrafamiliar como 
el feminicidio que tiene un fuerte impacto social, llegándose a pedir hasta la muerte del 
delincuente  como única solución; lo cierto es que en las sociedades que aún mantienen la pena 
de muerte , en estadísticas se observa que no, disminuye el promedio  de delincuencia, es más lo 
agrava, pues no debemos olvidar que un sistema penal violento genera seguramente más 
violencia. 
 
La mediación en el ámbito de la violencias intrafamiliar y correlativamente en el campo penal, 
debemos tomarla, introducirla con pasos cortos pero firmes  puesto que una incorrecta 
aplicación  podría generar otra clase de conflictos para todo sistema jurídico administrativo y 
penal que conozca, juzgue y sancione casos de violencia intrafamiliar. Destacando los criterios 
más importantes de autores  distinguidos en esta materia  podemos afirmar que las ventajas  de 
la mediación  son de índole estatal e individual. 
DESCONGESTIONAMIENTO DE LOS JUZGADOS CONTRAVENCIONALES O DE 
PAZ POR  INFRACCIONES  DE VIOLENCIA DE GÉNERO 
 
Partiendo de que los juzgados de paz,  tribunales, actualmente se encuentra  saturados por la 
exagerada cantidad de causas o procesos y que especialmente los juzgados que conocen causas 
de violencia intrafamiliar  se ven afectados por este problema, ha ocasionado que los derechos e 
las  víctimas tanto de los que podríamos denominarlos ofendido y ofensores se ven gravemente 
afectadas. Pues por una parte hay ofendidos al acudir a un sistema de justicia congestionado, 
poco eficiente, se enfrentan a un gran problema, la tan anhelada justicia no llega o tarda en 
llegar. Por otro lado el ofensor y suponiendo que sea el culpable la historia es tan terrible porque 
por una resolución o sentencia  posiblemente pasará más tiempo del que  va a dar lugar la 
condena, pero se vuelve aún peor  si esta persona resulta ser  inocente. 
 
Además, si pensamos  en que gran parte de los procesos  que se encuentran en los juzgados de 
paz,  debido a su exagerado número y si no tienen un  seguimiento por   parte de los 
“interesados” sobre todo con respecto a procesos que se originan  en delitos como consecuencia 
de la violencia intrafamiliar. 
 
La ineficacia del sistema  administrativo y judicial no radica únicamente en la inoperancia de 
los operadores de justicia , en la corrupción,  en la falta de diligencia o incapacidad  de los 
funcionarios judiciales, analizando más a fondo la situación tenemos  que el proceso y  
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procedimiento administrativo, penal, etc., está caduco, tan  es así que aparte de las reformas que 
se han realizado se promulgó un nuevo Código de Procedimiento  Penal, mismo que fue 
promulgado, sin observaciones previas por la legislatura.  
 
Es así que surge la mediación, no como algo inédito nuevo como mencionamos anteriormente la 
mediación y otros medios alternativos  para la solución pacífica de los conflictos de violencia  
intrafamiliar, violencia de género y otros son más antiguos que los propios procesos legales.  
Entonces surge la mediación ofreciendo alivianar los juzgados, con un proceso y 
procedimientos rápidos, eficientes y provechosos para el Estado y las partes en conflicto, pues 
inicialmente evita todo el gasto que significa mover el aparto judicial o administrativo y, 
descongestionar la carga  exagerada de procesos y que podrían darse con una solución creada  
por las partes implicadas, la mediación.  
4.1.4. OBLIGACIÓN CIVIL DE RESARCIMIENTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS POR 
LA COMISIÓN DE LA CONTRAVENCIÓN DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
DE LA  PENA 
REGLAS GENERALES 
 
La Pena es un mal consistente en la pérdida de bienes como retribución por haber violado el 
deber de no cometer un delito. 
 
Cualquiera que haya sido la finalidad política que se le haya asignado al derecho penal, la pena 
ha consistido siempre en la pérdida de un bien del  delincuente. Entran en este concepto tanto la 
pérdida de la vida, libertad, propiedad, fama y derechos o facultades, como la imposición de 
ciertas cargas penales, según son el trabajo y otras obligaciones. 
 
La pérdida de bienes es jurídicamente un mal, porque significa la privación de la persona de 
algo de lo que gozaba o la imposición de una carga personal que no tenía la obligación jurídica 
de soportar. La pena solo puede constituir en la perdida de lo que se representa un valor 
jurídico. Implicaría un contrasentido una pena consistente en lo que para el derecho no significa 




Sólo la pérdida de bienes como retribución por el mal causado por el delito cometido es una 
pena. Esa pérdida también puede experimentarse por responsabilidades que,  no se asientan en 
la idea de una retribución por el mal causado, sino en la de su reparación mediante la 
restauración real o aparente de las cosas al estado anterior a la infracción. 
 
La pena no es reparatoria del mal causado por el delito, ya que no compone la ofensa en que 
esté consiente. Es  retributiva porque con ella la sociedad responde a la ofensa que, violando su 
deber de abstenerse de delinquir, el autor le infiere a bienes individuales o sociales. La pena es 
la retribución a la culpabilidad del autor con arreglo a su personalidad. La pena es por 
consiguiente, intransferible.  
CONTENIDO 
 
El fin de la pena no es la expiación de sentido moral porque el delito no es un mal consiente en 
la motivación inmoral de la voluntad, curable por la fuerza del dolor que causa la pena y que 
expía la culpa.   
 
La pena tampoco es una expiación de sentido jurídico que solo tienda a devolver mal por mal 
pues no se castiga porque se ha delinquido (quia peccatum est), sino para que no se delinca (en 
peccetur). Este es el fin jurídico de la pena, al que lo puede lograr por dos vías. Por un lado, lo 
puede "lograr procurando que el condenado adquiera la capacidad de comprender y respetar la ley, a 
fin de posibilitar su adecuada reinserción social" y evitando así su recaída mediante el 
cumplimiento efectivo de la pena (coacción penal) o su suspensión condicional (prevención 
penal) (fin individual de la pena).  
 
La pena puede lograr su fin de que no se delinca, fusionando como prevención respecto de los 
demás miembros de la sociedad. 
FINES DE LA PENA 
PREVENCIÓN COLECTIVA O GENERAL: PREVENCIÓN ESPECIAL O 
INDIVIDUAL  
 
La prevención colectiva llamada también general es la actuación sobre toda la sociedad 
advirtiendo de que persona o personas que infrinjan la ley establecida por el Estado serán 
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sancionadas con las penas que la misma ley contiene. En el fondo es una acción pedagógico - 
social ejercida sobre la colectividad, por su contenido, es un acto dirigido a todos con el fin de 
contrarresta toda criminalidad latente que se puede tener o para obtener la adecuación de la 
conducta a la legalidad. 
 
La prevención general tiene tres momentos o períodos: 
 Conminación; 
 Imposición; y,  
 Ejecución. 
 
En la conminación se intimida a la colectividad divulgando el mal que significa la pena como 
consecuencia del delito. 
 
En la imposición se establece el carácter obligatorio de la ley que debe cumplirse con o contra la 
voluntad de la persona. Aquí la prevención específica  el respeto a la persona por el valor propio 
o intrínseco que tiene ya sea como ofendido o como ofensor. 
 
En el período de la ejecución se señala el carácter absoluto e imperativo de las penas cuando la 
autoridad competente y jurisdiccional la ha impuesto para su cumplimiento en la forma y 
condiciones que señala la ley. 
 
La prevención especial o particular es la actuación individualizada que se ejercita sobre la 
persona sancionada para  evitar que cometa nuevos delitos. Es decir en el fondo es el carácter 
correctivo que debe tener la ejecución de cualquier pena entre cuyos fines tiene la enmienda del 
sujeto. 
 
La prevención especial puede ser corporal o psíquica, en ambos casos persigue los siguientes 
fines: 
 
1.- La reforma o enmienda del reo; 
2.- La eliminación o inoculización del reo si no es corregible, esto sobre todo en los sistemas 
penológicos inspirados en el Positivismo combinado con los gobiernos autoritarios. 
 
La pena no es arbitraria sino legal, esto deviene del principio de la legalidad "nulla poena sine 
lege" que tiene dos consecuencias. En primer término no puede aplicarse ninguna pena sino está 
establecida por una ley anterior al delito, a no ser que la nueva ley fije sanciones más benignas en 
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aplicación del principio "ampliar lo favorable y restringir lo odioso". Las penas pueden aplicarse sólo 
cuando son expresamente establecidos por ley y en las formas previstas por éstas. En segundo 
lugar, las penas sólo pueden aplicarse por la autoridad judicial competente que tenga 
jurisdicción para ello, lo que constituye una garantía procesal. 
 
La pena es igual para todos, surge del principio de igualdad de las personas ante la ley, 
conquista de la Revolución francesa, que aplicado a las sanciones significa que por los mismos 
delitos y en las mismas condiciones objetivas y subjetivas de comisión se aplican las mismas 
penas a los autores de los mismos delitos. En este principio también están englobadas las 
normas que eliminan las diferencias sociales, políticas, religiosas, culturales. 
 
La pena se impone al que viola la ley, es decir sólo la sufren quienes son autores en sus diversos 
grados de uno a varios delitos. En virtud de este principio de personalidad de las penas éstas no 
se trasmiten por sucesión hereditaria ni corresponsabilizan a los familiares cuando éstos no han 
intervenido en el delito, lo que no sucedía antes cometido un delito por una persona toda la 
familia sufría la responsabilidad por la conducta de uno de ellos, este es el caso de cierto delito 
es en los que se penaba con confiscación que repercutía sobre la familia del reo ajena al delito 
cometido por este y al principio de que la pena se extingue con la muerte del criminal. 
 
La pena no se ejecuta sino en virtud de un fallo irrevocable, significa que las sanciones son el 
resultado de un proceso y que nadie puede ser condenado sin que haya sido oído imparcialmente 
en juicio donde debe ejercer su defensa. No podemos negar que en las dictaduras se imponen 
sanciones, muchas veces crueles como el destierro, campo de concentración, etc., sin juicio y 
por lo tanto sin decisión judicial. 
 
Además el fallo que se dicta para imponer una sanción debe ser irrevocable, es decir sostenerse 
en una sentencia ejecutoriada que no admite recurso judicial alguno. 
 
La  pena  debe  pronunciarse  y  ejecutarse  públicamente, esto  significa  que  la administración 
de justicia es pública, por eso la Constitución garantiza la publicidad  de los juicios,  para  eso  
la  Constitución  garantiza  la publicidad de los juicios, para evitar el sistema inquisitorial que en 
el mayor secreto tramitaba un proceso. Cuando el juez dicta sentencia condenatoria debe leerse 
públicamente en presencia del reo y  de todos los que deseen oírla. 
 
La ejecución de las penas debe ser pública, lo que significa que si se trata de penas privativas de 
libertad deben cumplirse en establecimientos penitenciarios señalados por ley y administrados 
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por la autoridad pública, si son penas  pecuniarias la  autoridad pública las impone y cobra su 
monto. 
 
La pena debe ser proporcional al delito, como consecuencia del principio retributivo   de  la  
sanción, pero que tiene sus excepciones como en el caso de la reincidencia en  el  cual  la  
gravedad  de la  sanción  no  depende  de la gravedad del delito sino de su  repetición dentro de 
las condiciones que señala es Código Penal. 
 
Para la escuela Retribucionista la pena es un mal, porque priva del goce de ciertos valores 
jurídicos, como por ejemplo en el caso de reclusión priva de la libertad o en algunos casos 
disminuye el goce de estos bienes jurídicos, aunque es evidente por más que la pena sea un mal 
no logra penetrar en el fuero interno, donde está la conciencia del sujeto que el derecho no 
puede alcanzarla. 
 
No obstante lo dicho, la Escuela Correccionalista de Roeder  al contrario dice que la pena es un 
bien porque corrige al sujeto y los transforma en un ser positivo y útil a la sociedad. 
SANCIONES PENALES Y CIVILES 
 
Art. 21 de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia. 
“Sanciones.- El Juez al resolver la causa, de probarse la responsabilidad, sancionará al agresor con el 
pago de indemnización de daños y perjuicios de uno a quince salarios mínimos vitales, de acuerdo con la 
gravedad de los resultados, que será causal de divorcio. 
 
Cuando la violencia hubiere ocasionado la pérdida  o destrucción de bienes, el agresor será obligado a 
reponerlos en numerario o en especie. Esta resolución tendrá el valor  de título ejecutivo. 
 
En el evento de que el sancionado careciera de recursos económicos, la sanción pecuniaria se sustituirá 
con trabajos en las redes de apoyo comunitario que mantiene en Ministerio de Bienestar Social, por el 
tiempo mínimo de uno a dos meses, dentro de un horario que no altere sus labores remuneradas.”  (Ley 
Contra la Violencia a la Mujer y la Familia) Art. 21 
 
La ley ecuatoriana no tipifica ningún delito contra la violencia intrafamiliar, pero establece en el 
mencionado artículo 21 las posibles sanciones a imponer por los jueces de familia, si los hechos 




Consiste en el pago de indemnización de daños y perjuicios de 1 a 15 salarios mínimos vitales, de 
acuerdo con la gravedad de los resultados, que será causal de divorcio. 
 
Cuando la violencia hubiere ocasionado pérdida o destrucción de bienes, el agresor será obligado 
a reponerlos en numerarios o en especie. Esta resolución tendrá el valor de título ejecutivo. 
 
Si el sancionado carece  de recursos económicos, la sanción pecuniaria se sustituirá con trabajos 
en las redes de apoyo comunitario que mantiene el Ministerio de Bienestar Social, por el tiempo 
mínimo de 1 a 2 meses, dentro de un horario que no altere sus actividades remuneradas. 
 
Si el hecho es constitutivo de delito, la ley indica en su Art. Art. 23, que se considerará agravante 
la condición de familiar, cuyo texto dispone: 
 
“Juzgamiento.- El Juzgamiento de los actos de violencia física y sexual que constituyan delitos, y que sean 
cometidos en el ámbito intrafamiliar, corresponderá a los jueces y tribunales de lo penal, sujetándose a las 
normas previstas en el código de Procedimiento Penal. Se considerará agravante la condición de familiar, 
de los sujetos mencionados en el Art. 11 de esta Ley. 
 
El legislador ha ignorado, que no solamente los actos de violencia física pueden constituir delito; 
también pueden constituir infracción los ocasionados por violencia sicológica como por ejemplo 
las injurias, calumniosas, no calumniosas, graves o no que puedan proferirse los miembros de la 
familia. 
DE LA INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y LA INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS  Y 
PERJUICIOS SEGÚN EL CÓDIGO CIVIL 
 
En un sentido muy amplio, se entiende que existe responsabilidad cuando una persona queda 
obligada a indemnizar al daño causado a otra, de ahí que la responsabilidad conlleva una 
controversia entre víctima y autor del daño, la presencia de dos sujetos: uno que solicita de otros 
el resarcimiento del perjuicio sufrido en ocasión de un suceso.  
 
“La responsabilidad civil se traduce invariablemente en el deber de indemnización que existe a cargo del 
autor del daño y en la consiguiente pretensión de indemnización que asiste al perjudicado... la obligación 
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de indemnización tiende a proporcionar una compensación a aquél que en virtud de ciertos hechos ha 
sufrido un daño o un menoscabo en sus bienes”. (Samper Cortés, 1983, pág. 12) 
 
Para  Cabanellas, “la responsabilidad es la obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o, en 
ocasiones especiales, por otro, la pérdida causada, el mal inferido o el daño originado”  (Cabanellas G. 
, 1998, pág. 352) 
 
Hay  responsabilidad  civil  cuando  una  persona  está  obligada  a  indemnizar  el perjuicio que 
ha causado a otra, bien sea porque lo ha ocasionado directamente o porque la ley lo llama a 
responder por los hechos de otras personas.  
 
El deber de indemnización se presenta como derivación de una conducta contraria  a derecho, ya 
sea violatoria de una obligación existente con anterioridad entre el autor y la víctima o ya sea 
como violación de un deber de prudencia, cuidado y diligencia.   
 
El autor del daño queda sujeto a los efectos del ordenamiento jurídico pues éste le impone el 
deber de reparar el perjuicio ocasionado por el incumplimiento de un deber anterior. 
 
En términos generales, el deber de indemnizar perjuicios causados a otra persona tiene su origen 
en la conducta contraria a derecho productora de un daño, es decir en un acto ilícito, esta 
conducta antijurídica puede dividirse en dos clases: la responsabilidad civil contractual y la 
responsabilidad civil extracontractual, en la primera se verifica el incumplimiento de una 
obligación preexistente entre el autor y otra persona y la segunda se traduce en la trasgresión de 
deberes generales de conducta que no tienen se fundamentan en relaciones existentes con 
anterioridad entre el autor y otras personas. 
 
El (Código Civil Ecuatoriano, 1998, pág. 284), al igual que la doctrina clásica, distingue la 
responsabilidad en contractual y extracontractual. La responsabilidad contractual aparece en el 
Art. 1933 que indica: “Habrá lugar a reclamación de perjuicios, según las reglas generales de los 
contratos, siempre que por una o por otra parte no se haya ejecutado lo convenido o se haya retardado 
su ejecución...”. 
 
La responsabilidad extracontractual proviene de los delitos y cuasidelitos regidos, 




El Art. 2214  establece: “El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro está 
obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o 
cuasidelito”. (Código Civil Ecuatoriano, 1998, pág. 317) 
 
En ambos casos, la causa de la obligación de reparar es una conducta culpable del agente por lo 
que se impone el concepto de unidad de la culpa; no obstante, la prueba de la culpa es distinta 
entre estas dos clases de responsabilidades. 
 
 
“Para que surja la responsabilidad contractual, por regla general, debe constituirse el deudor en mora; 
el tiempo de prescripción de las acciones difiere; no hay graduación de la culpa para efectos de 
responsabilidad extracontractual; el procedimiento judicial puede variar; no cabe limitación o 
evaluación anticipada del daño en materia de responsabilidad extracontractual.”  (Jijón, pág. 1) 
 
Del Hecho: Para que un hecho origine una obligación de reparar daños y perjuicios que haya 
causado, forzosamente tal hecho debe provenir o ser imputable a un ser humano, debe también 
ser voluntario, aunque no es necesaria la voluntad de causar el daño, es el de efectuar el hecho, 
y, tiene que ser ilícito, una conducta contraria al ordenamiento jurídico. Este hecho puede ser 
una acción o una omisión;  delictuoso o no. 
 
Todas las personas que tienen capacidad para obrar pueden asumir, por lo mismo, 
responsabilidad civil por sus actos.  
 
La responsabilidad extracontractual se subdivide teniendo en consideración la procedencia del 
daño en: 
 
Responsabilidad por el hecho de las cosas o efecto real, que incluye los daños que no son 
causados por el hombre sino por cualquier otro ser del mundo, animado o inanimado (animales 
o cosas). 
 
El Art. 2226 de la ley sustantiva civil indica que el dueño o la persona que emplea un animal no 
es responsable por los daños que éste cauce a menos que el perjudicado pueda probar que el 
animal se soltó o se extravió por culpa o negligencia del dueño o del dependiente encargado de 




El Art. 2227 se refiere al daño causado por un animal fiero que no reporta utilidad para el 
dueño, éste será responsable aún si alegare que actuó con diligencia en el cuidado del animal. 
 
En cuanto a las cosas, según el Art. 2223 del mismo Código, el dueño de un edificio es 
responsable por los daños que la ruina del mismo cause a terceros. Si el edificio cayere luego de 
que los terceros hubiesen iniciado una querella de obra vieja, el dueño será responsable a menos 
que pueda probar que el edificio cayó por caso fortuito que se hubiera producido aún si el 
edificio estaba en buenas condiciones. Si no mediare querella de obra vieja, conforme al Art. 
998, el dueño del edificio será responsable si se probare culpa de su parte al haber dejado de 
hacer las reparaciones. 
 
Así también, el Art. 2228, determina responsabilidad para todos los moradores de un edificio 
por los daños causados por una cosa que se arroja o cae del mismo a menos que prueben que el 
daño es imputable solo a uno de ellos. 
 
Responsabilidad por el hecho propio, que deviene como resultado del hecho calificado por la 
ley como ilícito cometido por el sujeto de derecho que reúna las condiciones exigidas por el 
ordenamiento positivo. 
 
El Juez puede considerar que un menor de dieciséis años, pero mayor de siete, obró con 
discernimiento y obligarlo a responder por los daños, según lo señalado en el Art. 2219 del 
Código Civil Ecuatoriano; este mismo artículo añade que no son capaces de delito o cuasidelito 
los menores de siete años, ni los dementes, pero serán responsables por ellos las personas a cuyo 
cargo se encuentren. 
 
La persona jurídica asume su propia responsabilidad por los actos realizados por sus órganos, no 
obstante, puede repetir lo pagado contra los empleados que ejecutaron el acto.   
 
Responsabilidad por un hecho ajeno, cuando se es responsable del daño causado por aquellas 
personas de quienes se debe responder. Está consignada en el Art. 2220 del cuerpo legal en 
mención, el cual establece que todas las personas son  responsables de sus propias acciones y 
también del hecho de los que estuvieren a su cargo. De ahí que, el principal queda obligado por 
los actos de sus dependientes a menos que pueda probar que, actuando con la autoridad y 




El Art. 2221 indica que los padres serán siempre responsables de los delitos o cuasidelitos 
cometidos por sus hijos menores. Similarmente, conforme el Art. 2222, los empleadores 
responderán de la conducta de sus empleados en el ejercicio de sus funciones, aunque el hecho 
de que se trate no se haya efectuado a su vista, siempre y cuando si se prueba que han ejercido 
esas funciones de modo inadecuado que los empleadores no podían prever o impedir. 
 
De la Culpa: El sistema legal del Ecuador presupone la necesidad de una conducta culposa o 
dolosa del autor para que este asuma su obligación de reparar daños y perjuicios.  
 
El dolo es la intención positiva de irrogar daño a la persona o propiedad de otro; la acción 
dolosa puede originar una acción penal cuando está tipificada como infracción en el Código 
Penal o en leyes especiales; en los demás casos dará lugar a la acción civil para la 
indemnización de daños y perjuicios, de ahí que, la acción penal por el delito es independiente 
de la acción civil por perjuicios. 
 
Culpa es la falta de diligencia o cuidado que os hombres prudentes empelan ordinariamente en 
sus actos propios. Para la determinación de la culpa el Código Civil sigue el sistema de 
apreciación de la culpa de manera abstracta, comparando la conducta seguida por el agente con 
la que habría seguido el hombre prudente, además toma en cuenta también, la culpa por grados: 
culpa grave, culpa leve y culpa levísima.  
 
Así el Art. 1563 de dicho Código indica: “El deudor no es responsable sino de la culpa lata en los 
contratos que por su naturaleza sólo son útiles al acreedor; es responsable de la leve en los contratos 
que se hacen para beneficio recíproco de las partes; y de la levísima, en los contratos en que el deudor es 
el único que reporta beneficio”. 
 
Con relación a la responsabilidad extracontractual sin culpa, el Código Civil en el Art. 2229 
señala que, por regla general, todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra 
persona, debe ser reparado por ésta y tipifica varias conductas que obligan a tal reparación. 
 
Del Daño: Para que una persona tenga derecho a demandar perjuicios es imprescindible que los 
haya sufrido, puesto que el hecho culpable o doloso que no daña a otra persona no da lugar a la 
responsabilidad civil. 
 
Para que el daño de lugar a la responsabilidad civil deba ser cierto, debe subsistir, debe ser 




Que el daño sea cierto no significa que sea pasado, puesto que el daño actual o el daño futuro 
son indemnizables; el daño futuro ha de realizarse, necesariamente, porque consiste en la 
prolongación de un estado de cosas existentes o porque se han dado determinadas circunstancias 
que lo hacen inevitable. 
 
Que el daño sea personal significa que quien puede demandar la indemnización es quien ha 
sufrido el daño, en el sistema de responsabilidad contractual, quien demanda es el acreedor que 
ha sufrido perjuicios por el incumplimiento o la demora en el contrato; los sucesores o 
cesionarios de los derechos del acreedor, por norma general, sucederán también en su derecho a 
reclamar la indemnización de daños y perjuicios. 
 
Doctrinariamente, se distingue el daño en forma lata, y el daño en sentido restringido, el primero 
tiene lugar cuando se destruye o menoscaba alguno de los derechos subjetivos  de las personas, 
es allí donde se confunde con el acto ilícito.  
 
En forma restringida, el daño consiste en el menoscabo de valores económicos o patrimoniales 
en ciertas condiciones (daño material o patrimonial) o en la lesión al honor (daño moral). 
 
 Cualquiera sea la naturaleza del hecho violatorio puede a la vez ocasionar perjuicios materiales 
y morales como cuando se lesionan intereses como el honor, lo que puede repercutir en el 
ámbito afectivo y en el económico y, a la inversa, la destrucción de un bien material con valor 
afectivo a más de producir el menoscabo patrimonial comporta un perjuicio de índole moral. 
 
De ahí que, existe daño moral cuando el ilícito no produce ni directa ni indirectamente una 
alteración patrimonial, pero genera una perturbación en el espíritu de la víctima. 
 
Los  daños patrimoniales constituyen perjuicios moratorios y compensatorios que debe 
indemnizar el deudor por su incumplimiento. 
 
Refiriéndose al daño patrimonial, el Código Civil en su Art. 1572 señala los dos elementos que 
integran este daño: el daño emergente y el lucro cesante. 
 




 o destrucción material de los bienes, mientras que el lucro cesante es la ganancia o el beneficio 
que se ha dejado de percibir a consecuencia de no haber cumplido la obligación, o cumplía 
imperfectamente, o retardado su cumplimiento. 
 
Daños directos y daños indirectos.- en el Código Civil ecuatoriano, el daño directo, es el que 
implica una consecuencia directa, cierta o necesaria del hecho y es indemnizable. El daño 
directo puede ser previsible o imprevisible. En materia contractual, el uno y el otro son 
indemnizables siempre que provengan de forma directa del hecho. 
 
La Indemnización de Daños y Perjuicios.-  Tanto en la responsabilidad contractual como en la 
extra contractual, la indemnización tiene una finalidad compensatoria: resarcir a la víctima del 
daño recibido. 
 
Como principal fundamento en el cual se sustenta la indemnización de daños y perjuicios se 
encuentra la pretensión de una persona, a fin de que sea resarcido civilmente el daño 
ocasionado, por él haber sido objeto de una conducta antijurídica. 
 
La pretensión nace como institución propia del derecho procesal, “según Couture es la atribución 
de un derecho por parte de un sujeto que, invocándolo, pide concretamente, se haga efectiva, a su 
respecto, la tutela jurídica.”  (García Faconí, pág. 67) 
 
La pretensión es un acto de voluntad de una persona que busca el reconocimiento de un derecho 
frente o a cargo de otra persona, en virtud del Estado y a través de la fuerza jurisdiccional. 
 
En consecuencia, la base de la indemnización de daños y perjuicios radica en la pretensión 
proveniente de quien ha sido objeto de un acto considerado socialmente dañoso, quien acude 
ante los órganos jurisdiccional correspondiente a fin de exponer su pretensión de que se efectúe 
el resarcimiento del daño por él sufrido, como consecuencia de un acto del que él ha sido 
víctima. Esta pretensión debe estar fundamentada en un hecho cierto, dañoso, cuyo resultado fue 
un perjuicio ocasionado a la víctima del mismo. 
 
La acción de indemnización se dirige a reparar el daño efectivamente causado. Toda 
responsabilidad civil se traduce en la acción de reparación del daño causado, acción que carece 




“La extensión de la acción está dada por la cuantía del daño efectivamente sufrido por la víctima. El 
daño, por definición, produce una disminución en el patrimonio del perjudicado, y por lo tanto, la acción 
de indemnización se encamina a restablecer el estado anterior del patrimonio, como si el daño no se 
hubiera producido”. (Guzmán Cabal, pág. 195) 
 
Podría suceder, que del daño sufrido por una persona no apareciera diferencia entre el estado 
anterior del patrimonio y el estado actual, en este caso no existe acción de indemnización. Es 
posible también, que el lesionado haya obtenido ventajas del daño, entonces estas ventajas se le 
deben imputar a la acción de reparación, pues de lo contrario la víctima obtendría una doble 
indemnización. 
 
Existen dos formas principales para reparar el daño causado: la reposición natural o restitución 
en especie y la reposición en dinero. La primera consiste en restablecer al lesionado 
exactamente el mismo bien que ha sufrido el daño, pero cuando esta reposición no es posible, 
como en el caso de un animal muerto, el agraviado se limita a pedir su equivalente en dinero. En 
la mayoría de los casos la reparación se hace en dinero. 
 
Nuestro Código Civil, dentro de su Título XII.- Del Efecto de las Obligaciones, destaca en el 
Art. 1564, el pago de perjuicios al acreedor en el caso de que la obligación de dar, que incluye la 
entrega y la conservación de un bien, no se produzca. Así también, el deudor que resulte en 
mora –conforme el Art. 1569, numeral 2- indemnizará de los perjuicios resultantes al acreedor 
dentro de una obligación de hacer; en este caso la indemnización se debe desde que el deudor se 
ha constituido en mora. El Art. 1571 indica que se resuelve con la indemnización de los 
perjuicios toda obligación de no hacer una cosa, si el deudor contraviene y no puede deshacer el 
hecho; la indemnización se debe desde el momento de la contravención, como lo establece el 
Art. 1573. 
 
El Art. 1574 reitera que si no hay dolo, el deudor solo es responsable de los perjuicios que se 
previeron al tiempo del contrato, pero si lo hay, el deudor es responsable de todos los perjuicios 
que se dieron como consecuencia inmediata del incumplimiento de la obligación, o de su 
tardanza. Añade este artículo, que la mora causada por fuerza mayor o caso fortuito no provoca 
indemnización de perjuicios. 
 
En materia de daños extra contractuales, el Art. 2215 del Código Civil precisa que la 
indemnización puede pedirla no solo el dueño o poseedor del bien sobre el cual ha recaído el 
daño o su heredero, sino también el usufructuario, el habitador o el usuario si el daño acarrea 
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perjuicio a su derecho. En otros casos, puede pedirla, el que tiene el bien con obligación de 
responder por él en ausencia del dueño. 
 
Con respecto a los daños morales, antes de la reforma del Código Civil del 4 de junio de 1970, 
R.O. 446, el daño moral era indemnizable cuando conllevaba un daño patrimonial; 
posteriormente con la Ley 171, del 4 de julio de 1984, R.O. 779, se reguló de manera específica 
el resarcimiento del daño moral, así, a continuación del Art. 2331, se agregan otros que 
determinan que podrá también demandar indemnización pecuniaria, a título de reparación, quien 
hubiere sufrido daños meramente morales, siendo que tal indemnización se halle justificada por 
la gravedad del perjuicio sufrido. Sin perjuicio de las penas que puedan imponerse en caso de 
delito o cuasidelito, están obligados a esta reparación quienes manchen la reputación ajena, 
quienes causen lesiones, cometan violación, estupro o atentados contra el pudor, y, en general, 
sufrimientos físicos o síquicos como angustia, humillaciones u otras semejantes.  
 
La valoración del perjuicio es muy difícil en materia de daños morales, la reforma limita la 
reparación del perjuicio a los daños inmediatos. 
LA OBLIGACIÓN CIVIL DEL DELINCUENTE PROVENIENTE DE LA COMISIÓN 
DEL DELITO 
 
La responsabilidad nace de la violación de una obligación, de ahí que, la obligación nacida de la 
responsabilidad civil sustituye a obligación violada. Por eso es importante conceptuar a la 
obligación. 
 
Se da el nombre de obligación a todo vínculo jurídico en virtud del cual una persona debe 
realizar una prestación a favor de otra. También constituye una relación entre dos sujetos 
determinados, en virtud de la cual, uno de ellos debe realizar una determinada prestación, a 
favor del otro, para satisfacer un interés privado que, en razón de su importancia dentro del 
orden social, requiere protección del sistema jurídico. 
 
Las fuentes de las obligaciones son los diversos fenómenos jurídicos legalmente eficaces para 
producirlas.  
“Hay cuatro clases de fuentes de las obligaciones: 
 
1) El concurso real de las voluntades de dos o más personas, como los contratos o convenciones; 
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2) El hecho jurídico voluntario de la persona que se obliga o de otra persona, como la aceptación 
de una herencia o legado y los hechos jurídicos a que el Código Civil aplica el calificativo de 
cuasicontratos; 
3) Los hechos ilícitos que han inferido injuria o daño a una persona, como los delitos y los 
cuasidelitos; y, 
4) La ley”. (Claro Solar, pág. 562) 
 
Las obligaciones pueden derivar de hechos ilícitos que han inferido daño a otro. En ellos, la ley 
toma en cuenta la voluntad del deudor, su manera de proceder y, consecuentemente, hace 
depender de su actitud la obligación de indemnizar el mal causado. 
 
El Código Civil divide los hechos ilícitos en delitos y cuasidelitos. Delito es el hecho ilícito 
cometido con la intención de dañar castigado con una pena. Es cuasidelito es el hecho culpable 
pero cometido sin la intención de dañar; realizado sin malicia, pero por una imprudencia, no 
excusable, causa perjuicio a otra persona. 
 
La acción u omisión delictiva, la castigada con una pena, produce casi siempre un perjuicio 
material o moral que debe ser reparado para satisfacer, junto con el interés social que se 
concreta en la sanción penal, la lesión patrimonial o afectiva que la víctima o sus allegados 
experimentan. 
 
Según el Art. 19 del Código Penal Argentino, “Toda persona responsable criminalmente de un delito 
o falta lo es también civilmente (...) Hay que sobrentender que se es también responsable civilmente de 
los daños o perjuicios derivados de aquella otra responsabilidad penal.” (Cabanellas G. , 1993, pág. 
739) 
 
La responsabilidad civil, en estos casos,  alcanza a personas que no han cometido los hechos, 
como encubridores, y a ciertos sujetos relacionados con el autor del delito. 
 
Culpa Delictual o Extra Contractual: La culpa contractual es la falta de diligencia o cuidado  
que debe tenerse en el cumplimiento de una obligación, en tanto que la culpa extra contractual 
la preceptúa el Código Civil en su Art. 2214, cuando dice que quien ha cometido un delito o 
cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena 
principal que la ley imponga por el delito o cuasidelito cometido.  
 
Cualquier culpa por leve que sea compromete la responsabilidad extra contractual, siempre y 
cuando, exista un daño efectivo y real que reparar; en la responsabilidad contractual el deudor 
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responde solo por la culpa que derive del interés por él conseguido con la obligación y lo 
pactado. 
 
Responsabilidad penal y responsabilidad civil.- La responsabilidad penal existe cuando el 
daño que motiva la responsabilidad afecta al  grupo social, ocasiona un resultado del infractor 
frente a la sociedad que hace que ésta reaccione para castigar al autor. Aparece el concepto de 
sanción que se graduará en proporción al hecho que alteró el orden social. 
 
La responsabilidad civil es un daño privado que hay que reparar, se traduce en una reparación, 
mientras que la responsabilidad penal se traduce en una sanción. 
 
“Se advierte que un mismo hecho pone en marcha los dos órdenes de responsabilidades, siempre que 
cause un daño individual e inflija perjuicio a la sociedad (...) Por ejemplo: el ladrón responsable  
penalmente, lo es además civilmente, pues la pena pronunciada contra él no lo dispensa de reparar el 
perjuicio que le haya ocasionado a la víctima (...) Cuando exista así acumulación de la responsabilidad 
civil y la responsabilidad penal, la acción civil suele sufrir en amplia medida la influencia de la acción 
penal; no dejando por ello de ser perfectamente distintos ambos órdenes de responsabilidades”. (García 
Faconí, pág. 70) 
 
En consecuencia, la responsabilidad penal implica que el autor de un delito debe sufrir las 
consecuencias previstas por la ley penal, en tanto que la responsabilidad civil acarrea la 
obligación de indemnizar el daño causado. La primera es de acción pública y la segunda 
privada. 
 
De la Obligación Civil nacida del Delito.-  la indemnización del daño causado es la obligación 
que nace, tanto del delito como del cuasidelito, tanto del dolo o intención positiva de perjudicar 
a otro, como de la culpa o imprudencia o negligencia u omisión, no excusable. 
 
El empleo que hace el Código Civil de la palabra delito determina cierta confusión con el 
Derecho Penal, pero que en éste se requiere para la existencia del delito que el hecho ilícito esté 
expresamente tipificado por la ley, sin lo cual no puede existir así haya causado daño a otra 
persona. 
 
Un hecho ilícito, que ocasione este daño, es un hecho delictual, causado con dolo o simplemente 
con culpa, en materia civil; pero puede no constituir delito ante la ley penal. “Por consiguiente, la 
expresión delito tiene en Derecho civil una significación mucho más amplia; y si puede decirse que todo 
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delito penal que ocasione daño, es un delito civil al mismo tiempo, no todo delito civil constituye delito 
penal si falta la ley expresa que debe imponerle la pena”. (Claro Solar, pág. 600) 
 
De un solo hecho culposo o doloso pueden derivarse dos acciones: una penal y otra civil y, 
excepcionalmente, esa clase de hecho pueden dar solamente derechos a una acción penal o 
solamente a una acción civil. 
 
La acción civil nace del hecho ilícito y hay obligaciones que nacen a consecuencia de un hecho 
que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos o cuasidelitos, por lo tanto, la 
acción civil que nace de un hecho ilícito es fuente de obligaciones civiles solo exigibles en la 
vía penal si tal hecho alcanza la categoría de delito tipificado en el Código Penal, pues, así logra 
la doble posibilidad de caer, al mismo tiempo, bajo la jurisdicción penal como principal, y la 
jurisdicción civil, como la accesoria.  Es por esto que el juez de lo penal se prorroga en la 
jurisdicción por la materia para conocer la reclamación de la indemnización de los daños y 
perjuicios sufridos y puede atender la demanda del acusador particular y sentenciando al 
sindicado por el delito, sin perjuicio de que el ofendido se reserve el derecho de acudir a los 
tribunales civiles para lograr la indemnización de los daños sufridos. 
 
Las  obligaciones  civiles  que  nazcan  de  los  delitos  o  faltas  se regirán por las disposiciones 
del Código Penal. 
 
El Art. 2214 del Código Civil dice, por esto, que el que ha cometido un delito o cuasidelito que 
ha dañado a otro está obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena que le impongan las 
leyes por ese delito o cuasidelito. Si las leyes no han aplicado expresamente una pena, el autor 
del hecho solo tendrá la obligación civil de indemnizar el daño que con su acto ilícito ha 
causado, por ende, no habrá delito, penalmente hablando, aunque haya delito civil. 
 
La obligación civil nacida el delito está integrada por tres elementos: a) restitución; b) 
reparación del daño causado; y, c) indemnización de perjuicios. 
 
La restitución debe hacerse de la misma cosa, con abono de deterioros. La reparación consiste 
en la valoración del daño, por parte del tribunal, tomando en cuenta el precio del bien y la 
afección del agraviado, lo cual da paso al resarcimiento del daño moral. La indemnización de 
perjuicios materiales y morales comprende los causados a la víctima y los irrogados a su familia 




La acción para restituir, reparar e indemnizar se transmite a los herederos del responsable, 
puesto que, el  Código Penal subraya que las obligaciones civiles derivadas de las infracciones, 
no se extinguen por la muerte del delincuente. 
 
Según el Código Penal ecuatoriano, la condena a las sanciones penales es independiente de la 
indemnización de daños y perjuicios, que establece el Código Civil y el Código de 
Procedimiento Civil.  
 
El reclamo de la indemnización de daños y perjuicios ocasionados por el delincuente puede 
reclamar la víctima ante la jurisdicción penal, mediante una acusación particular. La liquidación 
de las indemnizaciones declaradas en sentencia firme se lleva a cabo en juicio verbal sumario. 
 
El Código Penal añade que,  si los bienes del condenado no son suficientes para pagar los daños 
y perjuicios, la multa y las restituciones, serán preferidas las dos primeras. 
 
El Código de Procedimiento Penal dispone que no podrá demandarse la indemnización civil 
mientras no exista una sentencia penal condenatoria firme que declare a una persona 
responsable penalmente de la infracción. 
 
Solo proponiendo acusación particular es posible obtener la indemnización por daños y 
perjuicios a consecuencia de la comisión de un delito y esto se justifica debido a que este 
resarcimiento es de interés exclusivo de la víctima. 
 
El referido cuerpo legal  aclara que toda sentencia condenatoria conlleva la obligación solidaria  
de pagar las costas procesales por parte de los responsables del delito, así también los daños y 
perjuicios, siempre y cuando se haya ejercido acusación particular en contra de los responsables 
para alcanzar tal indemnización. 
 
De modo que declarada procedente la acusación particular se debe condenar a los responsables 
al pago de los daños y perjuicios pues la ley no hace distinción entre la acusación particular 
propuesta por el agraviado, los parientes de éste o personas ajenas al delito cuando se refiere a la 
condena al pago de daños y perjuicios y, es así, como cuando la acusación particular a deduce 
un pariente del agraviado, legalmente facultado para acusar, aunque no tenga derecho al pago de 
daños y perjuicios, por existir otros con derecho a ello, el juez tiene que condenar a los 
responsables al pago de los daños y perjuicios,  ya que el problema jurídico de dilucidar a quien 
corresponde legalmente el valor de éstos debe resolverse a juicio separado. 
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La obligación civil emanada del delito se extingue de igual manera que las demás obligaciones 
civiles. Como generalmente la restitución y el resarcimiento se efectivizan en una suma de 
dinero, son causas principales de extinguirse estas obligaciones: el pago, la remisión y la 
prescripción. La parte agraviada por un delito puede renunciar a exigir la responsabilidad civil 
solo formulando la declaración expresa. 
EVALUACIÓN DEL PERJUICIO 
 
Genéricamente lesión moral, daño en los intereses patrimoniales. En sentido técnico estricto, la 
ganancia lícita que se deja de obtener o los gastos que origina una acción u omisión ajena, 
culpable  o dolosa; a diferencia del daño o mal efectivamente causado en los bienes existentes y 
que debe ser reparado. La reclamación, tasación y condena relativas a ambos conceptos 
jurídicos suelen unificarse en la indemnización solicitada o concedida que se resume en la 
formula DAÑOS Y PERJUICIOS. 
 
En los casos concretos de mayor interés en nuestra legislación civil, a través de sus distintas 
instituciones, se incluyen ahora tan solo los principios que rigen en la materia en cuanto a las 
obligaciones en general: LA INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS DE PERJUICIOS, comprende no 
solo el valor de la perdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado 
obtener el acreedor. 
 
La indemnización de daños y perjuicios consiste en la suma de dinero en que se estime su valor 
y que el deudor es condenado a pagar al acreedor. Desde que se trata de apreciar el daño sufrido 
en el patrimonio del acreedor y el lucro o utilidad de la que ha sido privada por la demora en la 
ejecución o la no ejecución parcial o total de la obligación, tal apreciación tiene que hacerse en 
la moneda, símbolo de los valores; la indemnización tiene que ser por tanto pecuniaria. 
 
Baudry-Lacantinérie y Barde dicen que en general “Los daños y perjuicios son otorgados bajo la 
forma de indemnización pecuniaria; pero la ley no exige que sea así siempre y ellos piensan que los 
jueces podrían en caso de inejecución o retardo de la ejecución de una convención, hacer la 
indemnización en otra forma”. (Claro Solar, pág. 582) 
 
La evaluación o fijación de la cantidad de dinero que el deudor debe abonar como 
indemnización al perjuicio puede ser hecha por los contratantes, por la ley y por el juez; y será 




Habiendo establecido la ley que las partes pueden, en sus estipulaciones, modificar las reglas 
generales a que sujeta la indemnización de perjuicios, es la evaluación o liquidación de las 
partes la que predomina; viene enseguida la evaluación hecha por la ley; y por último término, 
la que resulta de la sentencia del juez a falta de aquellas.  
REPARACIÓN DEL DAÑO 
 
“Es la obligación que al responsable de un daño, por dolo, culpa, convenio o disposición legal  le 
corresponde para  reponer las cosas en el estado anterior, dentro de lo posible, y para compensar las 
pérdidas de otra índole que por ello haya padecido el perjudicado  o la víctima”. (Cabanellas G. , 
Diccionario de Derecho Usual, 1979, pág. 691) 
 
Variedad: Presenta dos aspectos diferentes según se trate de lesión meramente civil o penal 
además. De este segundo supuesto se trata en la voz inmediata: Reparación del Daño del Delito. 
 
En lo Civil: Con respecto al daño civil tan solo, se establece el principio de que él por acción u 
omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia está obligado a reparar el  daño 
causado. 
 
Jurisprudencia: Declara que esta obligación debe hacerse en primer término, en forma 
específica, colocando la cosa que ha sido menoscabada en las mismas condiciones en que se 
hallaba antes de sufrir el daño, obligación que ha de cumplir el demandado o ha de ejecutarse a 
su costa en el mismo sitio que se encuentra la cosa que se supone dañada, sobre todo si es un 
inmueble; y sólo en el caso de ser eso imposible corresponde la indemnización 
 
“De la ilicitud objetiva nace una pretensión por establecimiento de la su situación conforme a derecho. 
El acreedor puede exigir que el deudor efectúe la prestación, sin que importe que el incumplimiento se 
produjera con o sin culpa de su parte. En las mismas condiciones, de la lesión de los derechos absolutos 
nace una pretensión, que en materia de derechos reales toma él nombra de pretensión real; el 
propietario puede exigir la restitución de la cosa; el poseedor el restablecimiento de la posesión que fue 
violada mediante el ejercicio del derecho por mano propia”. (Von Tuhr, 1948, pág. 154) 
 
En las pretensiones reales, la obligación de la parte contraria no consiste en una prestación, sino 
en el hecho de tolerar que ejerza el derecho real: es suficiente que permita al propietario  o 
poseedor que se posesionen de la cosa. La situación es idéntica para la pretensión negatoria del 
propietario y del poseedor:  
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La turbación que fundamenta la pretensión cesa en cuanto la parte contraria declare que está de 
acuerdo en que cese la situación contraria a derecho. En la medida en que requiere una 
prestación a cargo del patrimonio de la parte contraria el restablecimiento del estado anterior 
importa la reparación de un daño, de suerte que no le incumbe cuando la lesión se produjo sin 
que ella estuviese inculpa.  
 
Cuando la ilicitud objetiva consiste en una modificación patrimonial carente de causa, surge una 
pretensión por restitución del enriquecimiento que solo le obliga, sino existe culpa por parte del 
obligado, a devolver lo que no le corresponde, lo mismo que la pretensión real. 
 
El efecto especifico de la ilicitud subjetiva fundada en la culpa, es la reparación del daño, por 
reparación, la ley entiende, ante todo, el llamado restablecimiento del estado natural esto es, del 
que existiría sino se hubiese producido el hecho de origen a la obligación de reparación, el 
restablecimiento del estado anterior, como reparación del daño, se distingue del 
restablecimiento que integra la pretensión real por la circunstancia de que se efectúa mediante 
una prestación o por vía de ejecución forzosa, con el patrimonio  del obligado de manera que 
este se empobrece en la medida de que no se enriquecerá por efecto de la ilicitud. 
 
En segundo lugar, por reparación del daño la ley entiende una prestación en dinero en virtud de 
la cual el patrimonio del lesionado alcanza el valor que tendría sino se hubiese verificado la 
ilicitud. En principio, la reparación del daño incumbe tan solo al agente culpable, porque aunque 
su finalidad no sea la de la pena, es al igual que esta una perdida para el obligado en oposición a 
los efectos jurídicos de la ilicitud objetiva que hablamos anteriormente. Por muy buenas razones 
nuestra legislación civil no sustituyó con el principio de la causalidad el de la culpabilidad del 
derecho común, sino que solo lo derogo en algunos casos excepcionales. El derecho moderno 
conoce también numerosos casos en que la reparación es debida a raíz de actos lícitos, en que 
desde luego no puede hablarse culpa por parte del agente. 
 
En algunos de estos casos  se trata de la intromisión en el derecho ajeno, que está permitida a 
causa de un interés especialmente importante, dando lugar, empero, a la obligación de reparar el 
daño. En el interés público tiene la prohibición de ciertas industrias, la expropiación y otras 
intromisiones análogas en el derecho privado, que están permitidas. En un interés preponderante 
de carácter privado descansa él deber de tolerar la involuntaria violación de los linderos que el 
vecino cometiera al construir su edificio, el derecho del estado de necesidad, el derecho de 
retirar o separar sus cosas y; también se puede incluir en esta especie de derechos, la 
impugnación por error que da lugar a la separación del daño  
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En otros casos tratase de una conducta que pone en peligro derechos ajenos, aunque sin producir 
inmediatamente la lesión de estos, a pesar del peligro  aunque da lugar tal conducta no está 
prohibida, sino que crea  la obligación de impedir en lo posible el daño y de repararlo si se 
produce aunque el agente no tenga culpa. 
 
En este caso se suele hablar de responsabilidad por peligro; ejemplo la responsabilidad de los 
ferrocarriles y otras industrias, la responsabilidad por el daño causado por industrias y empresas 
concesionarias, la responsabilidad por animales y por caza, la responsabilidad del dueño de 
automóviles, la responsabilidad de reparación por declaraciones carentes de seriedad, la 
responsabilidad por ejecución provisoria, secuestra u orden provisoria, cuando estas medidas 
resultan injustificadas. 
 
Estas disposiciones se aplican también a otros casos cuando faltan disposiciones especiales, 
aplicándoseles en particular la prescripción  y la competencia.  
 
En cambio no suelen aplicarse por analogía cuando se trata de reparar daños nacidos por el 
ejercicio de derechos de intromisión. Pero esto es un error, porque la prescripción breve no 
puede considerarse como un privilegio de quien actúa contra el derecho, o de modo culpable, 
sino que tiene por finalidad acelerar la liquidación de las pretensiones por reparación que no 
nacen de relaciones jurídicas existentes entre los interesados, ni dependen de semejantes 
relaciones. Este problema es idéntico tanto para intromisiones permitidas, y que dan lugar a la 
reparación del daño, cuando esté deriva del retiro de una cosa, o del estado de necesidad, 
debería durar más cuando no existe tal motivo, implicando por eso un acto ilícito. 
 
De la reparación y de la pretensión por enriquecimiento debe distinguirse la obligación de 
restituir la utilidad y obtenida de un objeto ajeno. 
 
A veces, el efecto de la ilicitud, consiste en perdida de un derecho o en la cesación de una 
relación jurídica, que se producen por caducidad o medidas de autoridad, o por el ejercicio de un 
derecho de configuración del lesionado, ejemplo del derecho de resolución o de divorcio. 
 
En el Derecho Romano la reparación del daño derivado de delito no serviría solamente como 
satisfacción del perjudicado, sino también, y ante todo, como pena para el culpable; las 
pretensiones eran delitos penales. En el Derecho Moderno la finalidad de pena se persigue en el 




También la multa que en ciertos casos acompaña la reparación del daño, sólo se relaciona con la 
pena bajo el aspecto procesal; por su esencia y finalidad es una especia de reparación del daño. 
Así mismo, y a pesar de su nombre, la pena contractual tiene la finalidad de proteger 
ampliamente los intereses del acreedor contra el perjuicio que entraña el incumplimiento. Sin 
embargo, el derecho privado no carece completamente de elementos penales. Ciertas normas 
descansan en la idea de que la conducta contraria al deber debe castigarse con un perjuicio 
patrimonial; valgan como ejemplo la pérdida del derecho ajeno a quien halla la cosa ajena. 
RESTITUCIÓN DE LA COSA EN EL DELITO CONTRA LA PROPIEDAD PRIVADA 
 
Como primera de las obligaciones o consecuencias de la responsabilidad nacida del delito 
aparece la restitución de la cosa; ya sea el objeto robado, la cantidad estafada, el inmueble 
usurpado, los caudales malversados, o cualquiera otra cosa en que se haya producido punible 
apropiación o despojo de legítimo propietario, poseedor o tenedor. 
 
Como no siempre es posible restituir el objeto del delito, la equidad se restablece, dentro de lo 
factible, por una estimulación de valor cuando de cosas o derechos justificables se trata; y se entra 
en el campo de la indemnización de perjuicios cuando se está ante otras violaciones de derechos y 
de valores en que no cabe reintegración exacta. 
 
La restitución por causa de delito debe hacerse de la misma cosa, siempre que sea posible, con 
abono de deterioros o menoscabos.  De no ser irreivindicable por precepto legal, la restitución 
puede hacerse efectiva aunque la cosa se encuentre en poder de un poseedor de buena fe, el cual 
puede repetir del que se la haya transmitido sin derecho. 
 
La restitución de efectos e instrumentos del delito ofrece aspecto especial.  Si son del responsable criminal, 
no procede, y sí de comiso.  Si son de un tercero, y de lícito comercio se lo devolverán una vez terminado la 
causa o paralizado el procedimiento.  Si el reo ha substraído tales objetos para cometer el delito, el extraño 
puede reclamar o reivindicarlos según sea el caso”. (Cabanellas G. , Diccionario de Derecho Usual, 
1979, págs. 442-443) 
 
DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD PRIVADA.- El delito como el hecho ilícito realizado 
con la intención de cometer el daño, configura los siguientes  elementos: 
 
a) Trasgresión a la ley; 
b) Daño a terceros; 
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c) Relación de causalidad entre el hecho y el daño; e, 
d) Intención de causarlo 
 
Por lo expuesto, todo delito hace nacer la obligación de reparar al perjuicio que de él resultare a otra 
persona.  En materia de hechos ilícitos, rige al principio de la reparación integral.  Y aún se 
responderá de las consecuencias casuales, si el autor del hecho las tuvo en mira a cometer el delito. 
 
  Destrucción de la cosa.- Si el delito fuere de daño por destrucción de la cosa ajena al sujeto activo 
del cometimiento de la infracción  la indemnización consistirá en el pago de la cosa destruida en 
numerario o en especie; el derecho de exigir la indemnización del daño causado por delitos contra 
la propiedad, corresponde al agraviado o perjudicado, dueño de la cosa,  
DEL JUICIO VERBAL SUMARIO DE INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PER -
JUICIOS 
 
Para Conocer y juzgar las contravenciones son competentes los jueces de contravenciones, 
dentro de la respectiva jurisdicción territorial, así lo dispone el  Código de Procedimiento Penal. 
La disposición es clara y no admite controversia en cuanto a la procedibilidad para la 
reclamación de daños y perjuicios, toda vez que, manda que, el Juez  que sentencie una 
contravención es también competente para  conocer de la acción de DAÑOS Y PERJUICIOS. 
Así dispone que dicha acción se sustanciará en juicio verbal sumario y en cuaderno por 
separado. De la Sentencia que dicte el Juez a-quo no habrá recurso alguno. Al respecto 
consideramos primero la existencia de una clara confusión en lo que respecta a instancias para 
la apelación de los autos, y resoluciones del juzgador, frente al RECURSO DE casación que, sí 
debe proceder, tanto más que la Corte superior sí podrá revisar, estudiar el análisis  de la 
inaplicabilidad de la Ley en la que haya incurrido el Juez que se encuentra conociendo y 
sustanciando el juicio verbal sumario. 
 
La norma procesal penal tiene estrecha relación con el Art. 12. de la Ley Contra la Violencia a 
la Mujer y a la Familia, pues esta  Ley especial antes que prevenir la violencia, la sanciona 
mediante el juzgamiento de los delitos y contravenciones que se hayan producido. 
 
El Código Adjetivo penal ordena que,  si al juzgar una contravención  el Juez encontrare que se 
ha cometido un delito, juzgará la primera y enviará el expediente al fiscal competente para la 
investigación del delito. El procedimiento debe ser claro, tratándose de la acción de juzgar y 
sancionar la violencia intrafamiliar, la Comisaria de la Mujer tiene competencia privativa para 
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conocer de estos casos, si bien se hace mención de la participación de un Juez de Derecho, éste 
no existe, el Juez de Familia, no ha sido nombrado hasta la fecha, por tanto, ese juzgador es 
nada más ni nada menos que la Comisaria de la Familia, quien tiene competencia para juzgar 
solamente contravenciones y de encontrar la comisión de un delito, debe imperativamente 
enviar los autos al fiscal quien tiene la obligación de iniciar la indagación previa para continuar 
con la investigación del “delito intrafamiliar”. Efectivamente, se  dispone que, entre otras 
contravenciones, las que se produzcan por violencia intrafamiliar, deben ser conocidas por los  
jueces especiales respectivos. Las contravenciones  pueden juzgarse de oficio o a petición de 
parte. 
 
Finalmente, se colige que, tanto la  resolución y las  sentencia ejecutoriadas que sancionan el 
cometimiento de una contravención y, de un delito de violencia de género, violencia física, 
violencia sexual y, violencia sicológica,  dan lugar  a la indemnización de daños y perjuicios, 
por la vía verbal sumaria, cuya competencia es exclusiva del Juez que intervino en primera 
instancia, quedando excluida por su condición de Juez de instrucción la Comisaria de la Mujer.   
 
A continuación, consignamos  una síntesis y,  el procedimiento previsto en  el Código de 
Procedimiento  Civil, Sección 23ª. con respecto al Juicio Verbal sumario, su procedibilidad.   
JUICIO VERBAL SUMARIO 
 
 Se presenta la demanda 
 El juez califica la demanda 
 Se cita al demandado, el actor tiene la facultad de solicitar audiencia de conciliación 
 En la audiencia de conciliación el demandado contesta la demanda, puede hacerse la 
transacción y esa diligencia se abre la causa a prueba y el término corre desde ese día, 
cuando las dos partes no concurran el término corre desde la notificación. 
 En el término de prueba se justifican los hechos a través de los medios de prueba. 
Concluido el término de prueba el juez tiene 5 días para dictar sentencia. 
 
Se dicta sentencia y puede presentarse recurso de apelación 
Se tramita el recurso y si existe inconformidad puede solicitarse recurso de casación. 
 




“Art. 828.- Están sujetas al trámite que esta Sección establece las demandas que, por disposición de la 
Ley o por convenio de las partes, deban sustanciarse verbal y sumariamente; las de liquidaciones de 
intereses, frutos, daños y perjuicios, ordenadas en sentencia ejecutoriada; las controversias relativas a 
predios urbanos entre arrendador y arrendatario o subarrendatario, y los asuntos comerciales que no 
tuviesen procedimiento especial”. (Código de Procedimiento Civil, pág. 413) 
 
“Art. 829.- Propuesta la demanda, el juez, de ser procedente el trámite verbal sumario, lo declarará así y 
dispondrá que se entregue al demandado la copia de la demanda, que el demandante debe acompañar a 
ésta”. 
 
“Art. 830.- Inmediatamente después de practicada la citación, el juez señalará día y hora para la 
audiencia de conciliación, que tendrá lugar dentro de un período de tiempo no menor de dos días ni 
mayor de ocho, contados desde la fecha en que se expida la providencia que la convoque.” 
 
“Art. 831.- La audiencia de conciliación no podrá diferirse sino a solicitud expresa y conjunta de ambas 
partes.” 
 
“Art. 832.- De no concurrir el actor o el demandado a la audiencia de conciliación, se procederá en 
rebeldía.” 
 
“Art. 8833.- La audiencia de conciliación empezará por la contestación a la demanda, que contendrá las 
excepciones, dilatorias y perentorias, de que se crea asistido el demandado. Trabado  así el litigio, el 
juez procurará la conciliación y, de obtenerla, quedará concluido el juicio”. (Código de Procedimiento 
Civil, pág. 414) 
 
Art. 834.- Propuesta la demanda, en este juicio, no podrá al actor reformarla. Tampoco se admitirá la 
reconvención, quedando a salvo el derecho para ejercitar por separado la acción correspondiente, 
excepto en el juicio de trabajo, en el que es admisible la reconvención conexa la que será resuelta en 
sentencia, sin que por ello se altere el trámite de la causa. En la audiencia, el actor podrá contestar la 
reconvención; y, de no hacerlo, se tendrá como negados sus fundamentos. 
 
Art. 835.- De no obtenerse la conciliación y si se tratare de liquidación de intereses, frutos, daños y 
perjuicios, ordenada por sentencia ejecutoria, en la que se hayan determinado las bases y el modo de 
practicarla, el juez hará la liquidación en la misma audiencia o dejará notificadas a las partes para 
practicarla dentro de los tres días siguientes, pudiendo asesorarse con un perito, que él nombrará y cuyo 
dictamen se agregará a la sentencia. De tratarse de cuestiones de puro derecho, expedirá sentencia en el 




Art. 836.- Si no existieren bases para la liquidación, o se tratare de las demás controversias sujetas al 
trámite establecido en esta sección, de no haberse obtenido el acuerdo de las partes, y si se hubieren 
alegado hecho que deben justificarse, el juez, en la misma audiencia de conciliación, abrirá la causa a 
prueba por un término de seis días. El juicio verbal sumario  es de cognición y por eso estimamos que, 
geográficamente, debió estar a continuación del proceso ordinario. Como proceso de conocimiento 
persigue una sentencia declarativa, sin embargo de que tal sentencia se ejecuta como la dictada en el 
juicio ejecutivo siguiendo el trámite de la vía de apremio desde ese estado, o sea desde la sentencia. 
Claro está que es posible distinguir el proceso de cognición en relación a la sentencia que se pretende, y 
que pueden ser: constitutivas, declarativas y de condena. (Código de Procedimiento Civil, pág. 421) 
 
Pueda seguirse la vía del proceso sumario por la voluntad de las partes, y debe seguirse esa vía 
cuando está impuesta por la Ley; esto es en los casos previstos en el procedimiento civil. Lo 
sumario del proceso se traduce principalmente en una abreviación del trámite, no obstante que 
el proceso se denomina en nuestro código: "verbal sumario". 
 
De "verbal" sólo tiene la audiencia de conciliación en la que se contesta la demanda y de la que 
de todas maneras hay que extender un acta.  Salvo esta audiencia, el juicio sumario sigue la 
regla de la escritura de nuestro sistema procesal, bien entendido, claro está, que tos abogados 
pueden alegar en estrados en base a lo dispuesto en el  Código Procesal Civil.  
4.1.5. ACCESO A UN NUEVO CONCEPTO DE JUSTICIA  
 
Es usual en la actualidad escuchar en los medios de comunicación  que se ha sometido a 
juzgamiento por mano propia a cuatreros, brujas (estafadores), ladrones, violadores. Las 
personas no confían   en el sistema  judicial, los que acceden a ellos se topan con la cruda 
realidad que les muestra un sistema jurídico decadente e ineficiente, como lo manifiesta 
Francisco Febres Cordero  al referirse a la justicia en el Ecuador, en los siguientes términos: 
 
“Como una dama voraz y regordeta, con los ojos vivaces bien abiertos y una escudilla en cada mano 
donde situar la pitanza, habría que representar a la justicia si quisiéramos que alguna vez, los símbolos 
reflejaran la realidad  en este país de mentiras…”. 
 
“El derecho en la práctica, es una palabra que se escribe con minúscula y se conjuga en plural. “Los 
derechos” no significa sino la manera en que los magistrados consiguen torcer la ley para favorecer a 
aquel que los consignó cumplidamente, dentro del mismo código con que los truhanes  cumplen su 
palabra empeñada. “Los derechos son la parte sustantiva  de una administración que, haciendo tabla 
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rasa de la ley, dicta una sentencia por medio de la cual,  nos tiene convencidos de que en esta tierra de 
nadie,  exista la justicia.”. (Febres Cordero)  
 
Esto nos muestra el concepto que muchas personas tienen acerca de la justicia. Por otra parte, 
quienes finalmente deciden  acceder  a la justicia para que les dicte una solución  tienen la mala 
experiencia de encontrarse  con un sistema ineficiente caracterizado por la sobrecarga de 
procesos  los que acarrean finalmente que la tan anhelada   solución a sus problema llegue con 
tal tardanza que ya no sea justa. 
 
Según (Villamar Fernández, 1995, pág. 245), “…la  mediación es una alternativa para la aplicación  
de la justicia equitativa sin demoras, se observa celeridad para resolver los problemas.”                                                                                   
. 
 
La mediación actúa con tal celeridad  que permite una solución rápida que necesariamente es 
justa, pues adopta las necesidades de las partes y se efectiviza por la conformidad que existe 
entre ellas.  
4.1.6. SATISFACCIÓN DE LAS PARTES Y DE LA SOCIEDAD 
  
Las ventajas aumentan cuando se observa al aspecto positivo que trae la mediación con respecto 
a las partes puesto que ellas consolidarán  en la llamada acta de mediación  sus necesidades y 
esto les permitirá tener un grado  de satisfacción  san para ellas y para toda la sociedad puesto 
que estamos aprendiendo a convivir en paz y a poder manejar los conflictos por nosotros 
mismos. 
 
Pensando en el  aspecto económico la mediación  significa ahorro de tiempo puesto que un 
procedimiento de la mediación  es rápido, mucho más económico que mantener un juicio 
durante varios años. 
 
Con respecto al aspecto psicológico de las personas implicadas en un conflicto de violencia 
intrafamiliar  la mediación se traduce en   tranquilidad en lo futuro para las partes puesto que 
nada se puede comparar a estar implicado en un proceso por varios años. La circunstancias de 
que las partes  participen más en el proceso de solución  de su conflicto familiar  hace de la 
mediación una forma de aumentar  la responsabilidad  de las partes para cumplir con lo 
establecido además que psicológicamente las personas  que se van preparando para que en el 
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futuro muy posiblemente no tengan la necesidad  de acudir a un tercero o al sistema judicial 
para resolver algún problema que se les presente. 
 
 Las partes  al intentar mediar su problema  no se están perjudicando en nada puesto que nada 
podrá ser usado en su contra por el carácter especial de la mediación  de ser confidencial y por 
el contrario pueden ahorrarse todo un proceso judicial  o por lo menos el tener contacto con la 
parte actora con la intervención de un tercero debidamente capacitado mejorará las relaciones 
personales y aclarar muchas cosas entre ellas. 
 
La inseguridad jurídica  en nuestro país viene acentuándose  desde algunos años atrás, debido a 
muchos factores, entre ellos tenemos  la falta de confianza en los jueces, la falta de efectividad 
de algunas leyes debido a la tolerancia de las autoridades y la ineficiencia e las leyes que en 
muchos casos no son más que letra muerta. Además, esta inseguridad responde a cierta 
mentalidad  de nuestra gente por tratar de evadir a toda costa la responsabilidad ciudadana, de la 
cual debemos comprometernos cada uno de nosotros y terminar evadiendo la ley. Inclusive 
después de haber obtenido una resolución o sentencia  favorable corre un riesgo quien ha 
“ganado” la causa administrativa o juicio pues quien se siente perdedor oculta sus bienes o trata 
de evadir la decisión administrativa o judicial dictada por el operador de justicia; la partes o 
ambas personas echarán la culpa al sistema , al juzgador e inclusive al abogado. 
 
La mediación como proceso que la ley ha otorgado  plena validez,  como es el caso de la Ley de 
Arbitraje y Mediación que en su artículo 47 le da el carácter se sentencia ejecutoriada al Acta de 
Mediación como lo mencionamos anteriormente y que si es introducida una reforma  con los 
criterios que hemos utilizado en esta investigación  para otorgarle fuerza legal a esta forma de 
solucionar las conflictos  en el campo administrativo,  juzgamiento de violencia intrafamiliar o 
en el campo penal , unido al acuerdo al que lleguen las partes contendrá los fines buscados por 
ellos  y por la sociedad se obtendrá el cumplimiento de la solución, sin imponer absolutamente 
nada y con el respaldo legal para actuar  en caso del  o cumplimiento de  lo acordado, que si se 
maneja de una forma adecuada por el mediador  en muy pocos casos habrá necesidad de tal 
cosa. Por otra parte en la mediación no existe el peligro del famoso tráfico de influencias  o 





CONCLUSIONES, RECOMENDACIONES Y PROPUESTA 
CONCLUSIONES 
 
El Título  empieza violando el principio constitucional que prohíbe toda discriminación por 
motivos de  sexo. Al legislar sólo para la  mujer se está haciendo un claro discrimen con el 
hombre y en la práctica de la aplicación de la Ley se lo coloca principalmente como agresor 
aunque el mismo título pretende referirse a la protección de la familia atenta contra el de la 
generalidad de la Ley, se debió legislar para la comunidad social en general. Se sustrae 
inicialmente del núcleo familiar a la mujer y por ende existe inconsistencia jurídica de la Ley  
en el fondo  cuando determina el componente familiar. Por lógica formal se colige que la unión 
del hombre y la mujer en matrimonio o unión libre dan origen a la familia. 
 
Coincidimos con las expresiones de que se trata más de un Código Procesal que Sustantivo. Con 
respecto a la materia y siendo coherentes con lo manifestado en el numeral 1. la Ley es confusa, 
pues tiene de disciplinas: Civil. Penal, laboral.  
 
Civil.- Crea los jueces de familia. En lo relacionado a la jurisdicción y  competencia. Se inicia el 
juzgamiento con demanda, solicitud, audiencia de conciliación. Se impone el pago de daños y 
perjuicios; 
 
Penal.-  Privación de la libertad del agresor. Asistencia Policial para la salida del agresor de su 
propio domicilio y, para el allanamiento; 
 
Laboral.- Imposición de trabajos forzados, por ser contra la voluntad del agresor, medida ésta 
inconstitucional; pues no existe la figura fundamental de la esclavitud y del  trabajo forzado sin 
remuneración; 
 
Social.- Se destruye el núcleo familiar. Se presenta el abandono del hogar, de los cónyuges o 
pareja que vive en unión libre y, de los hijos. 
 
La protección física, síquica y sexual está prevista en el Código Penal para todas las personas 




La Constitución, ampara y protege los derechos de la familia, de todos sus miembros. El Art. 3. 
Determina la conformación de la familia para el alcance y efecto de esta Ley, extensiva hasta el 
segundo grado de afinidad y a TERCERAS PERSONAS AJENAS  AL VÍNCULO FAMILIAR, 
como son los ex cónyuges, nos parece que ésta es una forma de violencia  intra familiar, pues se 
trata de proteger a aquellas personas que comparten el hogar del agente activo o pasivo de la 
violencia. Se crea otras normas de protección a favor de los hijos, como miembros del núcleo 
familiar, innecesario toda vez que el Código de Menores, Capítulo II hace relación  a la 
“PROTECCIÓN DEL MENOR FRENTE AL MAL TRATO”, comprendiendo la prevención y 
hasta la sanción para los casos de violencia no sólo doméstica. 
 
Nos parece la  disposición del Art. 5. es por demás aristocrática, pues su declaración es 
preeminencia, entendiéndose que después de la constitución está esta Ley y, lo que es más la 
sociedad está al servicio de sus normas cuando debe ocurrir  lo contrario sus normas deben estar 
al servicio de la sociedad. Se reforman el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el 
Código Civil, el Código de Procedimiento Civil y, el Código de Menores. La mujer agredida, 
puede denunciar y hasta acusar penalmente a su cónyuge o conviviente. 
 
En el Derecho Internacional es norma que los tratados internacionales ratificados por el Ecuador 
y promulgados en la forma y condiciones que establece la Constitución y las Leyes de la 
república, tengan fuerza de Ley. La disposición de ésta Ley resulta un tanto lírica. La misma se 
base casi textualmente en la declaración de los derechos de la mujer, En la Organización de las 
Naciones Unidas, de donde resultaría innecesaria la creación de la Ley en análisis.  
 
Por demás contradictorio el Artículo 7. Ha de entenderse que por principio, por mandato 
constitucional, la administración de justicia es gratuita; pero resulta que no es así hoy en día se 
paga por la prestación de la administración de justicia, una tasa por estos servicios. La deficiente 
administración de justicia, politizada, influenciada económicamente no cumple con los 
principios de celeridad, inmediación obligatoria  y reserva.  Si los procesos administrativos y 
judiciales, por ficción legal, son públicos, que reserva puede atribuírseles para el caso de la 
violencia intra familiar.  
 
El Código de la Niñez y Adolescencia, ha recogido el principio de la jurisprudencia universal 
tratándose únicamente de los menores, de los niños, cuando se trata de publicar o dar a conocer 
los nombres de los menores denominados “infractores”. Atenta contra el libre ejercicio 
profesional del Abogado, establecido en el Art. 50 de la Ley de Federación de Abogados del 
Ecuador. Creemos que se trata de aplicar el principio del derecho penal como es el de que se 
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provea a cualquiera de los cónyuges protagonistas de la violencia un defensor público como 
defensor, en ausencia de un abogado en libre ejercicio.   
 
Se reforma el Art. 28 del Código de Procedimiento Penal que, prohíbe la denuncia o acusación 
particular entre cónyuges, descendientes, ascendientes o hermanos. El ejercicio de la acción está 
a cargo no solo del agraviado sino de cualquier persona natural o jurídica que conozca de la 
violencia intra familiar. Consideramos que debió establecerse el principio del ejercicio de la 
acción pública para denunciar la agresión de género. 
 
Conceder las boletas de auxilio que fueren necesarias a la mujer  o demás miembros del núcleo 
grupo familiar; 
 
Ordenar la salida del agresor de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo para la 
seguridad física, psíquica o la libertad sexual  de la familia; 
 
Imponer al agresor la prohibición de acercarse a la agredida en su lugar de trabajo en su lugar de 
trabajo o de estudio; 
Prohibir o restringir al agresor el acceso a la persona  violentada; 
 
Evitar que el agresor,   por sí mismo o a través de terceras personas realice actos de persecución  
o de intimidación a la víctima o algún miembro de su familia; 
 
Reintegrar al domicilio a la persona agredida disponiendo la salida simultánea del agresor,  
cuando  se  tratare  de  una vivienda común, impidiéndose que retire  los enseres de uso de la 
familia; 
 
Otorgar la custodia de la víctima menor de edad o incapaz a perdona idónea siguiendo lo 
dispuesto en el Art. 107, regla 6ª. Del Código Civil y de las disposiciones del Código de 
Menores; y,  
 
Ordenar el tratamiento al que deben someterse  las partes y los hijos menores de edad si fuere 
del caso”. 
 




Ordena la salida inmediata del agresor de la vivienda, de su propio hogar, 
inconstitucionalmente, sin formula de juicio; 
 
Impone al agresor la prohibición de acercarse a la víctima,  en su lugar de trabajo o estudio, de 
donde se colige que sí podría hacerlo en otro lugar puesto que loa Ley expresa  y taxativamente 
señala los sitios prohibidos; pero, no establece  el tiempo de vigencia de esta medida; 
 
Prohíbe el acceso a la persona, no determina qué tipo de acceso, éste  término ha sido utilizado 
en el Código Penal para referir las relacione sexuales legales o ilegales pretendidas o 
consumadas por el hombre. 
 
Se  realiza  un  simple  cambio  de  las  personas  ocupantes  del  seno familiar, se reintegra al 
agredido y se dispone la salida del agresor. 
 
La disposición del Art. 14. Atenta contra la norma legal  del Código de Procedimiento Penal que 
dispone el allanamiento mediante providencia dictada por el Juez de lo Penal.  El artículo en 
mención reforma el mencionado Código con respecto al allanamiento.   
 
Con respecto al Art. 18, planteamos dos  cuestionamientos: 
 
Se confunde en la forma y en el fondo los términos solicitud y demanda. En la práctica se trata 
más de una denuncia penal toda vez que como se ha estudiado es la policía y los jueces de lo 
penal los que juegan papel preponderante en la aplicación de esta Ley; 
 
Dispone que la solicitud o demanda se la presente “solamente” ante un Juez, El Juez de Familia. 
La Comisaria está excluida de intervenir, no tiene competencia. Sin embargo en otras 
disposiciones le asigna un rol preponderante en la aplicación de la Ley, como el de juzgar e 
imponer sanciones, como la privación de la libertad, entre otras, mediante Resolución o 
Sentencia propias de la competencia de un Juez de Derecho. 
 
Inconsistencia con el Art. 13, pues éste dispone medidas de auxilio inmediatas. Éste Art. 19 
manda citar con la demanda y luego se ordena la práctica de las diligencias probatorias. Esto 
último es lógico que ocurra si se trata de someter un asunto a un Juzgador quién impondrá en su 




La Ley ha determinado un procedimiento verbal sumario, principio de celeridad para los 
procesos; pero advertimos que tratándose de asuntos de jurisdicción penal se involucran a 
procedimientos de carácter civil. 
 
En el juicio verbal sumario la Ley prevé la práctica de la audiencia de conciliación, dirigida a 
evitar un conflicto y llegar a una solución del mismo, de común acuerdo entre las partes.  
 
Al Juez en el mencionado artículo se le concede la facultad de disponer diligencias probatorias, 
de resolver el asunto por mutuo acuerdo y,  mediante trámite judicial previo. 
 
Se atenta contra el principio de “cosa juzgada”, pues se prevé que el Juez puede reabrir la causa 
una vez que ha dictado su resolución, no especifica dentro de qué tiempo, si hubiere 
fundamento. Las resoluciones entonces no tienen fuerza obligatoria según la disposición en 
análisis. 
 
El  Artículo 22 contiene una reforma al Código Civil cuando crea una nueva causal de divorcio; 
Reforma el Código de Procedimiento Civil al crear otra especie de título ejecutivo. Ambas 
sanciones tienden a resarcir los daños y perjuicios ocasionados por el agresor o violento.  
 
Se atenta contra los principios fundamentales de la libertad y,  al  trabajo, cuando se dispone  la 
realización de “trabajos comunitarios”, sin ningún tipo de remuneración. La Constitución 
Política no prevé el trabajo forzado ni el trabajo gratuito, bajo ninguna forma o modalidad. 
 
Los factores sociales, jurídicos, económicos, políticos, educativos, patológicos, sicológicos y 
siquiátricos sí originan la violencia de género intrafamiliar, especial y señaladamente en contra 
de la mujer. 
 
En la generalidad de los casos entre la víctima y el agresor existe un nivel de familiaridad 
previo, la violación no es producto de una actividad delincuencial. No es anónima. 
 
La legislación de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia no es producto de un 
detenido análisis previo de la realidad social, jurídica y, económica de la familia ecuatoriana y, 
de la mujer en particular, primera víctima de  la violencia de género  y, de su agresor. Responde 




La determinación del núcleo familiar contemplado en la Ley propicia la violencia al 
considerarlos como miembros de la familia al ex cónyuge y, al ex conviviente, aunque no son 
razones suficientes para agredir a la mujer.  
 
El criterio machista  del hombre de dueño y poseedor de “su” mujer es motivo suficiente, aún 
bajo el amparo de normas jurídicas como la Ley de Registro Civil Identificación y cedulación  
y, para agredir a la pareja pues la humilla, menosprecia y lastima física sexual y 
sicológicamente, con consecuencias fatales como el delito, el suicidio, el abandono de hogar.  
 
La Ley Contra la Violencia a la Mujer y a la Familia, no previene la violencia intra familiar, la 
castiga severamente generando más violencia, inclusive la disolución del vínculo matrimonial y 
las uniones de hecho monogámicas y estables. 
 
La Ley Contra la Violencia a la Mujer y a la Familia  es por el contrario, un Código de 
Procedimiento Civil, Penal, misma que contiene normas de carácter punitivo y civil, prisión, 
pago de daños y perjuicios, etc. Crea tres causales de divorcio de acuerdo a los tres tipos de 
violencia de género. Impone el castigo físico al ordenar trabajos forzados, y, sin remuneración, 
etc.  
 
La  violación no es un hecho azaroso, eventual, incidental. Es claramente premeditada y 
planificada. La violencia sexual no es privativa de una condición social o nivel de instrucción. 
 
Al examen psicológico, los agresores sexuales presentan un cuadro de “normalidad”. La 
sicopatía es una excepción. 
 
La violación y sobre todo el incesto, en la gran mayoría de casos, es un largo proceso inserto en 
la vida cotidiana de la víctima y de sus relaciones familiares. 
 
El alto índice de denuncias de violación sexual y la ausencia de respuesta jurídica social y 
familiar, convierte en norma de impunidad y de encubrimiento. 
 
La violencia de género, no constituye un problema social aislado sino más bien, está dentro de 
la sociedad y tiene gran frecuencia. 
 
El nivel de educación, la posición socioeconómica, la edad, el lugar de residencia, ocupación del 
cónyuge, no son factores determinantes para la existencia de violencia contra la mujer, sino que 
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constituyen variables cuantitativas. Pero, si existe una vinculación directa entre el tiempo de 
relación de pareja y el índice de maltrato, así, en los primeros dos años de relación de pareja, se 
detecta un mayor porcentaje de mujeres maltratadas que en las demás. 
 
La costumbre social en nuestro país es que el hombre tenga el poder sobre la mujer y la familia 
y que en cuanto la mujer decide tener una vida en la que disfrute de los mismos derechos que el 
hombre, como por ejemplo, conseguir empleo, salir con amistades, estudiar, no quedarse en casa 
solamente con los hijos.  
 
La finalidad fundamental en la aplicación de la acción de indemnización por daños y perjuicios 
consiste, en tratar al menos de subsanar, de corregir en lo posible el daño o perjuicio causado al 
agraviado. 
 
Si bien es cierto que la restitución de la cosa tanto en lo civil como en lo penal, no remedia el 
mal causado en su totalidad, al menos sirve de escarmiento  para que el infractor en la posterior 
tenga cuidado en su accionar permanente. 
 
Creemos que lo fundamental que debe tomar en cuenta el juez para evaluar el perjuicio es, el 
informe e investigación realizada por los peritos. 
 
Que para que se origine u opere la acción de indemnización por daños y perjuicios es menester 
que se compruebe la existencia de los vicios es menester que se compruebe la existencia de los 
vicios del consentimiento. 
 
Coincidimos en que para realizar un mejor estudio sobre la evaluación del perjuicio es 
trascendental que se lo analice conjuntamente con el daño. 
 






La  Ley  Contra la  Violencia de la Mujer  la Familia, no cumple con su objetivo principal cual 
es el de prevenir la violencia intrafamiliar,  protege la integridad física, psíquica y la libertad 
sexual, de la mujer y los miembros de la familia, a través de violencia como son los actos 
represivos investigados y estudiados. 
 
La investigación nos ha  demostrado que las Comisarías de la mujer son utilizadas como última 
instancia, es decir que del total de denuncias un 90% llega a la separación, al divorcio, todo lo 
contrario para lo que fue creada la Comisaría, ya que dentro de las principales funciones se 
encuentran las trascendentes y las emergentes, las primeras son hacer visible la violencia que se 
ejerce en forma indiscriminada contra mujeres y menores, y las segundas, las emergentes en dar 
apoyo a las víctimas y procurar la rehabilitación del agresor y/o su sanción. 
 
Como se desprende de lo investigado, podemos colegir, que por sí sola la Comisaría es incapaz 
de llegar al cumplimiento con sus objetivos, y peor aún aplicar las leyes creadas en defensa de 
las Derechos de la Mujer y la Familia, sin el apoyo de organismos no gubernamentales que 
brindan su contingente, desinteresadamente, para formar una conciencia social sobre la 
violencia de la Mujer y disminuir cada día los altos índices estadísticos de maltrato a la Mujer y 
a la Familia, y de esta manera procurar mejores días para la sociedad ecuatoriana. 
 
El Estado debe fomentar la coordinación entre los diferentes estamentos, Públicos y privados 
que trabajan a favor de la Mujer para optimizar y potencializar los recursos existentes. 
 
Tanto el Estado como el Movimiento de Mujeres deben generar propuestas alternativas para la 
promoción y aplicación de la norma vigente y en la creación de un fondo que permita sustentar 
estos procesos, toda vez que el Estado no cuenta con los recursos económicos necesarios para 
destinarlos al cumplimiento de la ley. 
 
EL Movimiento de Mujeres, Organismos Gubernamentales y no Gubernamentales, deben 
generar espacios de diálogo para socializar las conquistas existentes y motivar dentro del 
cambiante mundo actual. 
 
Fomentar que los Grupos no Gubernamentales se aglutinen de una manera más coordinada con 




Los organismos dedicados a trabajar en favor de la mujer deben crear espacios alternativos de 
participación de la mujer como de los demás miembros de la familia, con la finalidad de 
motivar, capacitar y en definitiva fomentar una cultura de la paz y la no violencia. 
 
Recopilación en un texto que contenga todas y cada y cada una de las disposiciones referidas a 
los Derechos de la Mujer. 
Revisar concienzudamente los Proyectos referentes al Código de la familia, y que la norma 
dictada sea consecuente con la realidad y realmente aplicada. 
 
En las políticas educativas se incorporen dentro de los pensum materias que fomenten el respeto 
y la equidad entre niños-niñas, adolescentes hombre y mujeres, para erradicar tendencias 
machistas y discriminatorias desde la infancia. 
 
El Estado debe fomentar la coordinación entre los diferentes estamentos, Públicos y privados 
que trabajan a favor de la Mujer para optimizar y potencializar los recursos existentes. 
 
Tanto el Estado como el Movimiento de Mujeres deben generar propuestas alternativas para la 
promoción y aplicación de la norma vigente y en la creación de un Fondo que permita sustentar 
estos procesos, toda vez que el Estado no cuenta con los recursos económicos necesarios para 
destinarlos al cumplimiento de la ley. 
 
EL Movimiento de Mujeres, Organismos Gubernamentales y no Gubernamentales, deben 
generar espacios de diálogo para socializar las conquistas existentes y motivar dentro del 
cambiante mundo actual. 
 
Fomentar que los Grupos no Gubernamentales se aglutinen de una manera más coordinada con 
la finalidad de que optimicen los servicios que generan la defensa de los derechos de la Mujer. 
 
Los organismos dedicados a trabajar en favor de la mujer deben crear espacios alternativos de 
participación de la mujer como de los demás miembros de la familia, con la finalidad de 
motivar, capacitar y en definitiva fomentar una cultura de la paz y la no violencia. 
 
Recopilación en un texto que contenga todas y cada y cada una de las disposiciones referidas a 




Revisar concienzudamente los Proyectos referentes al Código de la Familia, y que la norma 
dictada sea consecuente con la realidad y realmente aplicada. 
 
El Estado debe evitar todo tipo de violencia cumpliendo con los preceptos constitucionales que 
hacen relación a procurar a la sociedad en general y reconocer a la vez, el derecho al trabajo 
libre, a la vivienda, a la educación a la salud, etc. De esta forma se prevendrá la violencia de 
género. 
 
La prevención de la violencia, debe fundamentarse en normas legales codificadas en un cuerpo 
legal como el Código de la Familia, por tanto su legislación es de imperiosa necesidad.  
 
La mujer y el hombre no deben entrar en competencia de ningún orden o naturaleza, nadie 
puede  someter ni ser sometido ni establecer superioridades ni inferioridades, por tanto, se debe 
normar legalmente dicho equilibrio. 
Debe reformarse la Ley Contra la Violencia a la Mujer y  la Familia,  porque ésta sanciona la 
violencia con más violencia y, por tanto genera más violencia, si no es sustituida por el Código 
de la Familia. 
 
Que un cuerpo colegiado especializado en derecho social, de familia, económico, estudie la ley 
y presente las reformas que reconozcan la identidad  y los derechos de la mujer.  
 
Que se difundan a través de los medios de comunicación social, las normas que hacen relación a 
la sanción de la violencia contra la mujer, pues no es aceptable que bajo el principio de la 

















La Constitución de la República del Ecuador, establece las normas fundamentales  que amparan 
y garantizan los derechos y libertades, organizan el Estado  y las instituciones democráticas  e 
impulsan el desarrollo económico y social; declara y afirma la seguridad  jurídica, el derecho al 
debido proceso y a una justicia sin dilaciones. En su Capítulo cuarto, Función Judicial y justicia 
indígena, Sección octava, artículo 190 se reconoce el arbitraje y la mediación y otros medios  
alternativos para la solución de conflictos. 
 
La Ley de Arbitraje y Mediación, establece a la Mediación como un método de solución de 
conflictos; procura un acuerdo voluntario  que verse sobre materia transigible, de carácter 
extrajudicial  y definitivo, que ponga fin al conflicto.  
 
La problemática estructural del sistema judicial ha conducido a la saturación  e impotencia del 
aparato judicial, y la obligación de las personas por resguardar sus derechos y solucionar sus 
controversias judicialmente; crea la necesidad de que los Métodos Alternativos de Solución de 
Conflictos –MASC, entre ellos la MEDIACION estén a la disposición y alcance de las personas 
en conflicto, con el objeto de que ayuden con procesos ágiles y eficientes que a la vez 
posibiliten el descongestionamiento del aparato judicial. 
 
El problema que impide el goce de los derechos constitucionales,  de seguridad jurídica y una 
justicia sin dilaciones,  es la congestión  y saturación de las causas judiciales, entre las cuales 
por delitos de tránsito; pues de las estadísticas del Consejo Nacional de la Judicatura demuestran 
que en el año 2010, en materia de tránsito, existieron más de cinco mil delitos en trámite. 
En los accidentes de tránsito, el conflicto se suscita en el resarcimiento de daños y perjuicios de 
las partes involucradas, logrando a través de un procedimiento de mediación que concluye  con 
la firma de un Acta en la que conste  el acuerdo total o parcial. El  Acta de Mediación en el que 
conste el acuerdo tiene efecto de sentencia ejecutoriada  y cosa juzgada, y se ejecutará del 
mismo modo que las sentencias de última instancia siguiendo la vía de apremio, sin que el juez  
de la ejecución acepte  excepción alguna. 
 
En la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, al no incluir los Medios o Métodos 
Alternativos de Solución de Conflictos, MASC, entre ellos la MEDIACIÓN, para la solución de 
conflictos de infracciones culposas,  que si bien de hecho lo vienen realizando en los Juzgados 
contravencionales de reciente creación; pero, sin sustento legal; aspecto que no sucede en otras 
materias como: Civil, Inquilinato, Laboral, Niñez y Adolescencia, Contratación Pública, 
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Seguridad Social, Consultoría, Defensa del Consumidor, Defensoría del Pueblo, Seguros, 
Hidrocarburos, Propiedad Intelectual, Mercado de Valores, Régimen del Sector Eléctrico, 
Procuraduría General del Estado, Consejo Nacional de la Judicatura, y su Reglamentación 
Interna. Por tanto,  es fundamental  que en la Ley Contra la Violencia, la Mujer y la Familia,  se 
incluya un Capítulo que establezca el procedimiento para la aplicación de los Medios o Métodos 
Alternativos de Solución de Conflictos, MASC, entre ellos la MEDIACIÓN, para la solución de 
infracciones culposas en materia de violencia intrafamiliar.       
 
El congestionamiento del aparato judicial, la corrupción, la burocracia, la dilación, la falta de 
tecnología son varios de los problemas que afronta  nuestro sistema judicial, ante estas 
circunstancias y la evolución histórica de la sociedad, surgen los Métodos Alternativos para la 
Solución de Conflictos-MASC;  iniciativa interesante para resolver las controversias entre estos 
métodos como son: la transacción, conciliación, arbitraje, la MEDIACIÓN. método que lo 
hemos desarrollado  con énfasis,  pues es el que nos inspiró la realización del presente trabajo.  
 
La Ley de Arbitraje y Mediación, en los Títulos II y III, artículos 43 hasta 59 establece a la 
Mediación como un método de solución de conflictos, por el cual las partes asistidas por un 
tercero neutral  llamado Mediador, procura un acuerdo voluntario  que verse sobre materia 
transigible, de carácter extrajudicial  y definitivo, que ponga fin al conflicto.  
 
Las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas; el Estado o las entidades del sector 
público, a través de su personero representante, se podrán someter a la mediación, la misma que 
deberán ser solicitadas a los Centros de Mediación o a mediadores independientes legalmente 
autorizados. 
 
La Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia, juzga y sanciona las infracciones de  
culposas y conllevan la obligación civil y solidaria de pagar costas, daños y perjuicios por parte 
de los responsables de la infracción; El desistimiento de la parte afectada, el abandono de la 
acusación particular, o el arreglo judicial o extrajudicial entre los  implicados de un acción de 
violencia intrafamiliar, no necesariamente extingue la acción penal, si fuere del caso,  salvo en 
los delitos que solo hubiesen daños materiales y/o lesiones que produzcan incapacidad física de 
la víctima. 
 
 Los acuerdos reparatorios a los que hubieren llegado las partes en conflicto  serán aceptados 
por el Juez contravencional mediante resolución.  En caso de que el acuerdo no se cumpliere el 
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afectado podrá escoger  entre las opciones de hacer cumplir el acuerdo contenido ya en 
sentencia ejecutoriada o continuar la acción administrativa o la acción penal, si fuere del caso.  
Existiendo norma clara y vinculante en esta materia la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la 
Familia nos daría  una puerta amplia para  el ejercicio de la  Mediación  y su ejecución en este 
campo del Derecho como una alternativa que beneficiará el desarrollo de la justicia de manera 
ágil, eficaz, y equitativa para las partes intervinientes en el conflicto.  
 
LOS CENTROS DE MEDIACIÓN.- Son centros autorizados por la ley para realizar la 
mediación y deben contar con una sede dotada de elementos administrativos y técnicos 
necesarios para servir de apoyo a las audiencias. 
EL CONFLICTO.- Es la divergencia PERCIBIDA de intereses o creer las partes alcanzar sus 
aspiraciones. 
 
LA CONCILIACIÓN.- Es un método a través del cual las partes en conflicto con la  ayuda de 
un tercero neutral llamado conciliador, llegan acuerdo o acuerdos plasmados en documento que 
tienen efectos jurídicos. La conciliación extrajudicial es un mecanismo alternativo para la 
solución de conflictos. Para efectos de la aplicación de esta Ley se entenderán a la mediación y 
a la conciliación extrajudicial como sinónimos. 
 
EL DESISTIMIENTO.- Significa renunciar a las pretensiones presentadas  en la demanda. Es 
resolución  unilateral que procede en procesos judiciales o arbitrales perjudicial para el actor.  
 
MASC.- Son  MECANISMOS O MÉTODOS ALTERNATIVOS DE CONFLICTOS.- Son 
Métodos alternativos de resolución de conflictos  cotidianos susceptibles de transacción, 
sustentados en la base jurídica dispuesta por la  Constitución y  regulados por la ley. 
 
MATERIA TRANSIGIBLE.- Es toda materia susceptible de transacción, desistimiento o 
negociación, que no está expresamente prohibida por la Ley y que pueden ser sometidas a los 
métodos alternativos de solución de conflictos. 
 
MEDIACIÓN.- La mediación es un procedimiento de solución de conflictos por el cual las 
partes, asistidas por un tercero neutral llamado mediador, procuran un acuerdo voluntario, que 
verse sobre materia transigible, de carácter extra-judicial y definitivo, que ponga fin al conflicto.  
un procedimiento alterno para la solución de conflictos, voluntario e informal.  Es el proceso 
mediante el cual los participantes, junto con la asistencia de persona o personas neutrales, aíslan 
sistemáticamente los problemas en disputa, con el objeto de encontrar opciones, considerar 
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alternativas y llegar a un acuerdo mutuo que se ajuste a sus necesidades. La mediación es un 
proceso que hace hincapié en la propia responsabilidad de los participantes de tomar decisiones 
que influyan en sus vidas. 
 
MEDIADOR/A.- Es un/una tercero/a neutral, profesional idóneo/a en la materia, que facilita y 
conduce con responsabilidad el proceso de mediación, cuya meta es la consecución de objetivos 
e intereses de las partes en conflicto para obtener resultados eficaces y equitativos que fomenten 
una cultura de paz. 
 
MEDIADOR/RA INDEPENDIENTE.- Es el/la profesional idóneo/a, que cuanta con 
autorización escrita y fundamentada en la formación académica para mediador/a de un Centro 
de Mediación. 
 
NEGOCIACIÓN.- Es el proceso mediare el cual, los interesados de común acuerdo llegan a un 
consenso. 
 
Aplicar  la MEDIACIÓN como medio o método alternativo para la solución de conflictos, en 
contravenciones y delitos por violencia intrafamiliar, evitaría  el congestionamiento del aparto 
judicial ordinario, que ocasiona pérdidas pecuniarias y tiempo a las partes involucradas.  
 
Proponer la aplicación de la MEDIACIÓN como Medio o Método Alternativo de Solución de 
Conflictos- MASC en delitos de tránsito.  
 
Crear mayor número de Centros de Mediación  adscritos a la Función Judicial de todo el país, a 
fin de proceder a la  solución de conflictos en materia de  contravenciones y delitos ocasionados 
por violencia intrafamiliar. 
 
Diseñar el procedimiento para la aplicación de la mediación en materia penal por violencia 
intrafamiliar.  
 
Validar la solución de conflictos en materia de violencia intrafamiliar a través de la MEDIACIÓN. 
 
Incluir  un Capítulo relacionado a los MASC, a través de la Mediación en el ámbito de 
competencia de la Ley Contra la Violencia a la Mujer y la Familia.    
La Mediación como MASC tendrá eficacia, y eficiencia en nuestro sistema jurídico en materia 
de violencia intrafamiliar si se institucionalizara la Mediación.  
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Los perjudicados en una infracción por violencia intrafamiliar deben esperar largos procesos 
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